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RV: C22-22456 RV: Contestacion demanda del Departamento del Valle del Cauca
Rad.760013333011-2021-00286-00 Juzgado 11 administrativo oral de Cali

Juzgado 11 Administrativo - Valle Del Cauca - Cali <adm11cali@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mié 08/06/2022 16:55

Para: Piedad Patricia Pinilla Pineda <ppinillp@cendoj.ramajudicial.gov.co>

De: Andrés Mauricio Paque Cárdenas <apaquec@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Enviado: miércoles, 8 de junio de 2022 14:36

Para: Juzgado 11 Administrativo - Valle Del Cauca - Cali <adm11cali@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Cc: silopar@hotmail.com <silopar@hotmail.com>

Asunto: RV: C22-22456 RV: Contestacion demanda del Departamento del Valle del Cauca Rad.760013333011-
2021-00286-00 Juzgado 11 administrativo oral de Cali
 

Cordial saludo, 

 

Anexo constancia de radicación de documento allegado de manera digital. 

Por favor no responda a este correo, este email solamente es para dar respuesta a radicación de correspondencia.
Comuníquese con nosotros al email of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co 
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Atentamente,  
 

ANDRES MAURICIO PAQUE CARDENAS  
Oficina de Apoyo Juzgados Administrativos de Cali 
Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial Cali-Valle del Cauca. 

De: Oficina 02 Apoyo Juzgados Administrativos - Seccional Cali <of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Enviado: miércoles, 8 de junio de 2022 13:37

Para: Andrés Mauricio Paque Cárdenas <apaquec@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Asunto: C22-22456 RV: Contestacion demanda del Departamento del Valle del Cauca Rad.760013333011-2021-
00286-00 Juzgado 11 administrativo oral de Cali
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DIANA PATRICIA ZAPATA FLOREZ 
ÁREA DE CORRESPONDENCIA Y ARCHIVO 
Oficina de Apoyo Juzgados Administrativos de Cali
Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial Cali-Valle del Cauca


De: Silvia L. <silopar@hotmail.com>

Enviado: miércoles, 8 de junio de 2022 13:09

Para: Oficina 02 Apoyo Juzgados Administrativos - Seccional Cali <of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
silopar7 <silopar7@gmail.com>

Asunto: Contestacion demanda del Departamento del Valle del Cauca Rad.760013333011-2021-00286-00
Juzgado 11 administrativo oral de Cali
 
Señor:
JUEZ 11 ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO
Santiago de Cali – Valle del Cauca
E.S.D.

REFERENCIA: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA
MEDIO DE CONTROL: REPARACION DIRECTA
DEMANDANTE: SAMUEL ANTONIO GONZALEZ CORTES
DEMANDADO: DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA
RADICACION:     76001-33-33-011-2021-00286-00
TOTAL FOLIOS: 33.

DEMANDADO Y DOMICILIO

El Departamento del Valle del Cauca, entidad territorial, representada legalmente por la
Doctora CLARA LUZ ROLDAN GONZALEZ, en su condición de Gobernadora del
Departamento, según Acta de Posesión de fecha 1 de enero de 2020 de la Asamblea
Departamental del Valle del Cauca, o quien lo represente, con domicilio en la ciudad de
Santiago de Cali.

APODERADO JUDICIAL DEL DEMANDADO

SILVIA LOPEZ ARANA, mayor de edad y vecina de Santiago de Cali, identificada con la
cédula de ciudadanía número 66.848.474 de Cali, abogada en ejercicio, portadora de la
Tarjeta Profesional número 123.251 D-1 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando
conforme la sustitución de poder otorgado por la doctora LIA PATRICIA PEREZ
CARMONA, Directora del Departamento Administrativo Jurídico quien se encuentra
facultada para tal virtud conforme a la escritura pública No.049 del 13 de enero de 2020,
poder general-, entregado por la Dra. CLARA LUZ ROLDAN GONZALEZ, Gobernadora
del Valle de Cauca, (Ver poder y anexos), respetuosamente manifiesto al Honorable
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Despacho Judicial que procedo a CONTESTAR LA DEMANDA de la referencia en los
siguientes términos:

I. LO QUE SE DEMANDA

Pretende la parte demandante lo siguiente:

PRETENSIONES

7.1. Que se declare administrativa y extracontractualmente la responsabilidad solidaria
de las entidades demandadas: GOBERNACION DEL VALLE DEL CAUCA Y
RECREAVALLE, por los perjuicios materiales y morales causados al demandante
SAMUEL ANTONIO GONZALEZ CORTES, con motivo de los hechos expuestos en esta
demanda, a raíz de haber sido prácticamente forzado a pagar la obligación fiscal a favor
de la DIAN el 20 de junio de 2019 que correspondía a esas entidades, siendo sometido al
proceso penal en su contra como responsable del delito de omisión de agente de
retenedor hasta el 27 de junio de 2019 en que pudo obtener que precluyera y se
archivara la investigación penal en su contra.

7.2. Que como consecuencia de la anterior declaración, se condene a las entidades
demandadas GOBERNACION DEL VALLE DEL CAUCA y RECREAVALLE, a pagar de
manera solidaria a favor del demandante SAMUEL ANTONIO GONZALEZ CORTES, los
perjuicios materiales y morales que se determinen en esta demanda:

PERJUICIOS MATERIALES:

Concepto Valor
Valor en dinero efectivo que fue pagado el 20 de junio de 2019 a favor de la DIAN
$17.6464.000.oo
Valor de los intereses corrientes liquidables a la tasa máxima sobre dicho valor,
liquidables hasta el momento en que se realice el pago, los que se liquidan al momento
de la presentación de esta demanda Agosto de 2021 $9.136.000.oo
Valor de honorarios pagados por Samuel Antonio González Cortés para su defensa en el
proceso penal y demás reclamaciones $7.000.000.oo
TOTAL PERJUICIOS MATERIALES $33.782.000.oo

PERJUICIOS MORALES: La suma equivalente a cien (100) salarios mínimos legales
mensuales vigentes al momento en que se realice el pago efectivo, y que además
incluya el 25% de prestaciones sociales.

POSTERIORMENTE LA PARTE DEMANDANTE SUBSANO LA DEMANDA:
Adjuntando el certificado de cámara de comercio de RECREAVALLE.

II. FRENTE A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA:

Me opongo a todas y cada una de las pretensiones de la demanda. En consecuencia
solicito al Honorable Juez, abstenerse de declarar las pretensiones solicitadas por la
demandante e igualmente reconocerme personería para actuar dentro del proceso.

En virtud de lo anterior, no declarar ni condenar a mi representado DEPARTAMENTO
DEL VALLE DEL CAUCA, ni a las costas procésales, ni demás valores solicitados por la
parte actora en el libelo de la demanda, lo que hago fundada en las excepciones que en
adelante propondré.
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III. A LOS HECHOS:

No me constan los hechos mencionados por la parte demandante y me atengo a lo que
resulte probado en el transcurso del proceso. Ya que no se han integrado todos los
litisconsortes necesarios como son: DIAN entidad que formulo la denuncia penal por
OMISION DEL AGENTE RETENEDOR O RECAUDADOR DEL IVA de conformidad con las
pruebas obrantes dentro del proceso y mencionado por el señor GONZALEZ CORTÉS,
tampoco se integra a la FISCALIA 97 SECCIONAL DE CALI y al JUZGADO PENAL DEL
CIRCUITO DE CALI CON FUNCIONES DE CONOCIMIENTO que fue la entidad que
investigó y resolvió sobre la situación penal del señor SAMUEL ANTONIO GONZALEZ
CORTES.

La imputación que hace el demandante a la entidad territorial es errada, pues claramente
se puede evidenciar que el medio de control de reparación directa con que fundamenta
unos perjuicios tiene origen en una investigación realizada por la FISCALIA por un
supuesto delito de OMISION DEL AGENTE RETENEDOR O RECAUDADOR, donde
vinculan al señor SAMUEL ANTONIO GONZALEZ CORTES por tener la calidad de
Depositario Provisional de la empresa CAMPO LIBRE A LA DIVERSION E.U y por
sustraerse a su obligación y deber de consignar las sumas recaudadas por concepto de
IMPUESTO SOBRE LAS VENTAS.
En el interrogatorio informa que fue gerente de en ese entonces de la entidad
descentralizada RECREAVALLE. Por lo tanto, debe vincularse a la litis a RECREAVALLE,
a la empresa CAMPO LIBRE A LA DIVERSION E.U.(YAKU) y al DEPARTAMENTO
NACIONAL DE ESTUPEFACIENTES.

IV. RAZONES DE LA DEFENSA

De acuerdo a los hechos y pretensiones de la parte actora, así como las pruebas
obrantes en el proceso, el problema jurídico se resume así: “Si es o no
administrativamente responsable el DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA por los
perjuicios ocasionados debido a la INVESTIGACION PENAL EN CONTRA del señor
SAMUEL ANTONIO GONZALEZ CORTES en su calidad de depositario provisional de la
empresa CAMPO LIBRE A LA DIVERSION E.U (YAKU EU) por el supuesto delito de
OMISION DEL AGENTE RETENEDOR O RECAUDADOR DEL IVA y se dicta SENTENCIA
que ordena precluir la investigación al momento de evidenciarse que posteriormente se
realizó la declaración correspondiente.

A partir de ahí es necesario precisar como defensa del DEPARTAMENTO DEL VALLE
DEL CAUCA lo siguiente:

El DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA no está legitimado en la causa por pasiva
pues no tiene la competencia de resolver sobre una supuesta investigación penal por el
delito de OMISION DEL AGENTE RETENEDOR O RECAUDADOR iniciada en contra del
señor SAMUEL ANTONIO GONZALEZ CORTES en su calidad de depositario provisional
de la empresa CAMPO LIBRE A LA DIVERSION E.U.
Si bien es cierto, el demandante menciona que fue gerente de RECREAVALLE, no hace
mención que la imputación jurídica del delito de OMISION DEL AGENTE RETENEDOR O
RECAUDADOR es por tener la calidad de depositario provisional de la empresa CAMPO
LIBRE A LA DIVERSION E.U.

Por mandamiento legal RECREAVALLE es una Corporación de naturaleza mixta, sin
ánimo de lucro, creada de conformidad con lo dispuesto por el interés público o social,
cuyo fin es coadyuvar, mediante la participación directa en la fijación de políticas y



8/6/22, 16:55 Correo: Juzgado 11 Administrativo - Valle Del Cauca - Cali - Outlook

https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAQkADVkYTRhZGMxLTYwZjMtNGIwMS04NThiLTMzOGRhMThiYmM3YgAQAF%2B1kYbrLsVGmlGZxTYi6… 6/17

planes, así como mediante la asociación y aportes de recursos materiales y económicos
con el Departamento y los municipios en la atención de la recreación y el
aprovechamiento del tiempo libre.

RECREAVALLE ha sido constituido básicamente para garantizar, el cabal
funcionamiento y la permanente conservación del programa de Unidades Recreativas
Municipales, que ha sido desarrollado por el Departamento del Valle del Cauca, en
cumplimiento del Plan de Desarrollo adoptado para el periodo 1992-1995, según lo
determinado en la Ordenanza No. 023 de 1993, en virtud, el cual el Departamento ha
constituido en cada una de las cabeceras Municipales que carecían de un Parque
Recreacional, una Unidad Recreativa que pasa a ser administrada por la Corporación
para la Recreación Popular del Orden Municipal, constituida como entidad mixta en cada
uno de los municipios.

Así lo pueden constatar frente al principio de transparencia en la página
https://recreavalle.com/nosotros/ en la cual podrán constatar las funciones, entre ellas
se encuentra administrar, mantener, conservar, mejorar y financiar la Unidad Recreativa,
la Corporación de orden Departamental, podrá ejercer funciones de complementación o
supletorias a la labor misional de la Corporación Municipal respectiva. En todo caso, de
manera temporal, sin que ello signifique en modo alguno la exoneración de la labor de
dirección, administración y control que ejercen las Juntas Directivas y Asambleas de
dichas Corporaciones.

El gerente de RECREAVALLE para cumplir con el objetivo principal de la entidad mixta
RECREAVALLE es una entidad de articulación intersectorial que promueve y facilita la
ejecución de políticas, planes, programas de recreación y aprovechamiento del tiempo
libre en el departamento del Valle del Cauca en coordinación con las Corporaciones
Municipales de Recreación y todos los entes involucrados en el sector de la recreación.

Como Corporación, deben velar porque todos los municipios y sus corporaciones
cumplan con la obligación constitucional de garantizar la recreación y el
aprovechamiento del tiempo libre de todas las personas dentro del perímetro del Valle
del Cauca. También, cuidan porque estas entidades ejerzan sus actividades en armonía
con los planes y programas Nacionales y Departamentales, en dichas materias y
expidan sus propios planes de desarrollo en concordancia con estos.

Como Corporación también pueden ejercer políticas y planes que en materia de
recreación popular determinen en el futuro los planes de Desarrollo del Departamento o
a la Administración Departamental, la naturaleza de la entidad es de participación mixta
sin ánimo de lucro, así como por los fines que motivaron la creación, los bienes de
RECREAVALLE no podrá pasar en ningún momento al patrimonio de ninguna persona a
título de distribución de utilidades; los excedentes operacionales que resulten de su
funcionamiento se destinarán a incrementar su patrimonio y/a cumplir con sus
objetivos.

Ni siquiera los miembros fundadores, ni los aportantes o donantes, ni persona alguna
son accionistas de esta Corporación, ni en el futuro lo serán, ni sus causahabientes a
cualquier título; porque su existencia es para que se desarrolle los fines y objetivos
establecidos en sus Estatutos y primordialmente para coadyuvar con el Valle del Cauca
y sus municipios, en la atención de los derechos de las personas a la recreación y el
aprovechamiento del tiempo libre. Las personas naturales o jurídicas que donen bienes
a esta Corporación no tendrán dentro de la misma, preminencia ni título alguno por el
sólo hecho de la donación.
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El principal objetivo, es impulsar y fomentar la recreación en el ámbito departamental y
nacional y, también contribuir al Departamento del Valle del Cauca en la coordinación,
promoción, planeación y financiación entre éste y los municipios del Departamento, las
Corporaciones de Recreación Municipales, el Instituto Departamental del Deporte,
Recreación y Educación Física, INDERVALLE, las Cajas de Compensación, las
Instituciones Educativas y Entidades Privadas. Todo lo anterior dentro del marco
operativo de orden nacional e internacional.

También, RECREAVALLE tiene como responsabilidad la planeación, participación,
formulación, implementación, financiación, diseño, construcción (obras civiles) y/o
dotación, para la ejecución de proyectos, programas, contratos y/o convenios en: la
recreación, en los deportes, las artes, el aprovechamiento del tiempo libre,   bienestar
social, físico y mental, políticas nacionales, actividad física, lúdica, cultura, turismo;
permitiéndose la: administración, mantenimiento, explotación y organización de
infraestructura y equipamientos comunitarios en las zonas urbanas y rurales.

Por mandato constitucional la creación de las entidades descentralizadas, en el orden
nacional, se crean por la ley, en el orden departamental, distrital y municipal, por la
ordenanza o el acuerdo, o con su autorización, de conformidad con las disposiciones de
la Ley 489 de 1998.

En reiteradas ocasiones la Corte Constitucional y el Consejo de Estado han considerado
importante destacar la uniformidad de la jurisprudencia constitucional y de esta
jurisdicción especial, en cuanto a la distribución de las competencias para determinar la
estructura de la administración pública y su organización, expresada en la necesaria
intervención del Congreso, las Asambleas y los Concejos para crear o autorizar la
creación de las entidades descentralizadas.

Las autorizaciones para la constitución de entidades estatales:
Quedó establecido que la Constitución Política y la ley 489 de 1998 contempla la
creación directa de las entidades que integran la administración pública, pero también la
posibilidad de autorizar la constitución de las entidades descentralizadas indirectas, las
sociedades de economía mixta, y las filiales de estas sociedades y de las empresas
industriales y comerciales del Estado; hipótesis que es aplicable tanto al nivel nacional
como al nivel territorial, y que como efecto de la distribución de competencias, debe
contenerse en la ley, la ordenanza o el acuerdo, es decir, debe corresponder a actos
proferidos por el Congreso de la República, o las Asambleas departamentales o los
Concejos municipales.

En este tipo de entidades están integradas  un grupo para la realización de una finalidad
específica; así es la autorización conferida por el decreto ley 393 de 1991, para que la
Nación y sus entidades descentralizadas puedan asociarse con los particulares
mediante la creación y organización de sociedades civiles, comerciales o personas
jurídicas sin ánimo de lucro, para adelantar actividades científicas y tecnológicas,
proyectos de investigación y creación de tecnologías; también las atribuidas a un
organismo en particular; como ocurre en la ley 397 de 1997, que "con el fin de promover
la creación, investigación y difusión de las diversas manifestaciones artísticas y
culturales" autoriza al Ministerio de Cultura "para participar en la creación de los fondos
mixtos departamentales, distritales, municipales y de los territorios indígenas conforme
a la reglamentación que para tal efecto expida el Gobierno Nacional, así como para
realizar aportes y celebrar convenios de fomento y promoción de las artes y la cultura
con dichos fondos"

Los artículos 49, parágrafo, y 96 de la ley 489 de 1998:
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Vista la armonía entre la Constitución Política y la ley 489 de 1998, en cuanto a la
competencia del Congreso de la República, las Asambleas Departamentales y los
Concejos Municipales para determinar la estructura y la organización de las
administraciones nacional y territorial, respectivamente, y en particular para crear o
autorizar la constitución de las entidades descentralizadas en ambos niveles, es
menester analizar el alcance del parágrafo del artículo 49 de la ley 489 de 1998 y
determinar si, como lo plantea la consulta, las entidades de que trata el artículo 96 de la
misma ley pueden ser creadas sin intervención de los concejos municipales o, para el
caso, del Distrito Capital.

El artículo 49 se refiere a la creación de organismos y entidades administrativas del nivel
nacional, estableciendo que ella corresponde a la ley, pero que tratándose de las
empresas industriales y comerciales, la ley puede crearlas o autorizar su creación, y que
las sociedades de economía mixta "serán constituidas" por autorización legal.

Es decir, que como entidad descentralizada creada por una ordenanza, la Corporación
RECREAVALLE es autónoma administrativamente, tiene patrimonio propio y está en
cabeza del gerente al momento de ejercer su cargo como responsable de la entidad. Las
funciones y los objetivos de las entidades descentralizadas, como las funciones de los
gerentes de estas entidades están conforme a mandatos constitucionales y legales.

Así lo enuncia la ordenanza que creo a RECREAVALLE, de la cual comparto lo siguiente:

 
Es decir, que constitucionalmente RECREAVALLE fue creada por una ordenanza para
cumplir los fines que la misma constitución política de Colombia le otorga.

Si la DIAN inicia una denuncia penal en contra de esta entidad descentralizada y vincula
al gerente de RECREAVALLE es conforme a los mandatos legales y constitucionales,
pues cuando un funcionario público ejerce su cargo como GERENTE DE RECREAVALLE
debe conocer y adelantar todo lo relacionado con el buen funcionamiento de la entidad.

Ahora bien, en cuanto al NEXO CAUSAL, si el perjuicio ocasionado que argumenta la
parte demandante tiene su fundamento en una investigación penal por OMISION DEL
AGENTE RETENEDOR O RECAUDADOR DEL IVA de una entidad como CAMPO LIBRE A
LA DIVERSION E.U (YAKU) la cual le fue entregada EN DEPOSITO PROVISIONAL al
señor SAMUEL ANTONIO GONZALEZ, por ende, el hecho generador de este medio de
control es la investigación que precluyó el 20 de junio de 2019 por que se pudo
demostrar la declaración del IVA, entonces el NEXO CAUSAL es el acto judicial, es decir,
que el daño al que hace alusión el agente proviene de una providencia judicial,
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rompiendo el nexo causal no atribuible a mi representado, pues el daño es ocasionado
por el mismo señor SAMUEL ANTONIO GONZALEZ CORTES.

Ahora bien, frente a la CULPA EXCLUSIVA DE LA VICTIMA, es deber del señor SAMUEL
ANTONIO GONZALEZ CORTES cumplir con el buen funcionamiento de la entidad, es
tanto así, que al revisar las pruebas que obran a folio 28 lo siguiente:

 
Es decir, que la investigación fue formulada en contra del señor SAMUEL ANTONIO
GONZALEZ CORTES por tener la calidad de Depositario Provisional de la empresa
CAMPO LIBRE A LA DIVERSION E.U por sustraerse a su obligación y deber de
consignar las sumas recaudadas por concepto de IMPUESTO SOBRE LAS VENTAS.

Así lo establece a folio 30 lo siguiente:
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Por lo tanto, la causa de la investigación penal fue por CULPA EXCLUSIVA DE LA
VICTIMA.

Para ello es necesario entender la figura del DEPOSITO PROVISIONAL que en reiteradas
sentencias de la Corte Constitucional es la calidad que tiene una persona natural o
jurídica por la ACCION DE EXTINCION DE DOMINIO DE UN BIEN MUEBLE O INMUEBLE
siendo de competencia de la DIRECCION NACIONAL DE ESTUPEFACIENTES- la
administración de bienes durante proceso de extinción de dominio.
 
La competencia de la Dirección Nacional de Estupefacientes para la administración
provisional de bienes incautados durante el trámite de procesos de extinción de
dominio, se encuentra regulada principalmente por las Leyes 785 y 793 de 2002, así
como el Decreto 1461 de 2000. Se puede establecer que desde la iniciación del proceso
y una vez se encuentre ejecutoriada la providencia que decreta las medidas cautelares
dentro del proceso de extinción de dominio, el poder de disposición de quien figura
como titular de los bienes sobre los que recae la medida queda suspendido y pasa a la
DNE para su administración, enajenación, contratación, y/o destinación provisional.

Ahora bien, frente a la falta de integración a la litis a todos los litisconsortes necesarios,
se encuentra probado con las piezas procesales compartidas en el traslado de la
demanda que no se ha integrado a la DIAN, FISCALIA GENERAL DE LA NACION,
RECREAVALLE, DIRECCION NACIONAL DE ESTUPEFACIENTES pues el hecho
generador del supuesto daño proviene de una providencia judicial que ordenó precluir la
investigación penal por el delito de OMISION DEL AGENTE RETENEDOR O
RECAUDADOR, a quien tenía la calidad de DEPOSITO PROVISIONAL de la empresa
CAMPO LIBRE A LA DIVERSION E.U por sustraerse a su obligación y deber de
consignar las sumas recaudadas por concepto de IMPUESTO SOBRE LAS VENTAS.



8/6/22, 16:55 Correo: Juzgado 11 Administrativo - Valle Del Cauca - Cali - Outlook

https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAQkADVkYTRhZGMxLTYwZjMtNGIwMS04NThiLTMzOGRhMThiYmM3YgAQAF%2B1kYbrLsVGmlGZxTYi… 11/17

Conforme a lo anterior, frente al Petitum de la demanda el DEPARTAMENTO DEL VALLE
DEL CAUCA no evidencia un perjuicio al señor SAMUEL ANTONIO GONZALEZ CORTES,
ni tampoco se puede evidenciar un empobrecimiento por parte de la demandante, es
deber del señor GONZALEZ calidad de depositario de la empresa CAMPO LIBRE A LA
DIVERSION E.U, como agente recaudador del IVA reportarlo a la DIAN. Así lo establece
el artículo 146 de LEY 488 DE 1998 (diciembre 24) publicado en el Diario Oficial No.
43.460, de 28 de diciembre de 1998 “Por la cual se expiden normas en materia tributaria
y se dictan otras disposiciones fiscales de las Entidades Territoriales.” El artículo 340 de
la Ley 1819 de 2016, “por medio de la cual se adopta una reforma tributaria estructural,
se fortalecen los mecanismos para la lucha contra la evasión y la elusión fiscal, y se
dictan otras disposiciones”, publicada en el Diario Oficial No. 50.101 de 29 de diciembre
de 2016 y el artículo 106 de la Ley 633 de 2000, publicado en el Diario Oficial No. 44.275,
del 29 de diciembre de 2000.

La realidad es que en el presente caso la Administración Departamental NO tiene
ninguna responsabilidad en el daño que se le imputa, por cuanto, está claramente
probada una FALTA MANIFIESTA DE LEGITIMACION POR PASIVA a favor del
DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA.

En ese orden de ideas, debemos comprender que el daño mencionado en el artículo 90
de la constitución política de Colombia no está originado en una acción o en una
omisión de la autoridad y “no es antijurídico”, no porque la conducta del autor sea
contraria a derecho, sino porque el sujeto que lo sufre (SAMUEL ANTONIO GONZALEZ
CORTES) tiene el deber jurídico de soportar el perjuicio por lo cual este se reputa
indemnizable. Esto significa obviamente que no todo perjuicio debe ser reparado porque
puede no ser antijurídico, y para saberlo será suficiente acudir a los elementos del
propio daño, que puede contener causales de justificación que hacen que la persona
tenga que soportarlo, como en el caso del reporte a la DIAN a causa de RETENCION O
RECAUDO DEL IVA, por quien tiene dicha calidad de agente.

Es por esto que los pagos recibidos a la DIAN proceden de una causa totalmente
constitucional y legal, como es el declarar el IVA POR PARTE DEL AGENTE RETENEDOR
señor SAMUEL ANTONIO GONZALEZ CORTES en calidad de depositario de la empresa
CAMPO LIBRE A LA DIVERSION E.U.

De lo sustancial del problema jurídico se debe tener claridad acerca de la causa o fuente
del daño presuntamente ocasionado al señor SAMUEL GONZALEZ, frente a lo cual,
siempre se ha precisado que en este caso se deriva del resarcimiento de perjuicios de
legalidad como lo es la exigencia de la DECLARACION DEL IVA consentido
expresamente por el señor GONZALEZ.

Conforme a lo anterior, es necesario abordar los elementos estructurales de
responsabilidad patrimonial extracontractual endilgada al Estado, bajo el siguiente
esquema: en primer lugar, determinar la existencia del daño, y una vez establecida la
realidad del mismo, indagar sobre su naturaleza, esto es si el mismo puede o no
calificarse como antijurídico, en segundo lugar es necesario verificar la imputación del
daño antijurídico al Estado bajo cualquiera de los distintos tipos de imputación que
comprenden a los diferentes sistemas o regímenes de responsabilidad que para el
efecto ha abordado el CONSEJO DE ESTADO en reiteradas jurisprudencia.

En resumidas cuentas, con las pruebas allegadas al proceso por la parte demandante se
logra demostrar:
1- LA CULPA EXCLUSIVA DEL DEMANDANTE al ser imputado penalmente por OMITIR
LA DECLARACION DEL IVA en su calidad de depositario de la empresa CAMPO LIBRE A
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LA DIVERSION E.U (YAKU EU).
2- LA FALTA MANIFIESTA DE LEGITIMACION EN LA CAUSA POR PASIVA A FAVOR DEL
DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA pues conforme a las pruebas se deben
integrar a la litis a la DIAN, FISCALIA GENERAL DE LA NACION, DEPARTAMENTO
NACIONAL DE ESTUPEFACIENTES y a la empresa CAMPO LIBRE A LA DIVERSION E.U.
3- LA INEXISTENCIA DEL DAÑO ANTIJURIDICO estamos frente a una causa probable
constitucional y legal como es el deber de quien recauda el IVA de reportarlo a la DIAN.
4- LA INEXISTENCIA DEL NEXO CAUSAL pues la causa probable del supuesto perjuicio
fue la investigación penal por el delito de OMISION DEL AGENTE RETENEDOR O
RECAUDADOR, pues la vinculación al proceso penal fue por que el señor SAMUEL
ANTONIO GONZALEZ CORTES tenía la calidad de Depositario Provisional de la empresa
CAMPO LIBRE A LA DIVERSION E.U por sustraerse a su obligación y deber de
consignar las sumas recaudadas por concepto de IMPUESTO SOBRE LAS VENTAS.

Ahora bien, con las pruebas obrantes en el expediente se puede observar que no existe
el nexo causal requisito sine qua non para pregonar responsabilidad del
DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA, porque el DAÑO ANTIJURIDICO no se
originó por causas atribuibles a mi representado, sino al DEMANDANTE que se puso en
esa situación ya que tiene un deber jurídico de DECLARAR EL IVA, por ser agente
retenedor o recaudador y de acuerdo a la imputación jurídica realizada por la fiscalía.

Como primera medida es necesario conocer y entender el régimen de responsabilidad
aplicable, para la cual me permito transcribir apartes de la jurisprudencia CONSEJO DE
ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION TERCERA
SUBSECCION C Consejera ponente: OLGA MELIDA VALLE DE LA HOZ Bogotá, D.C.,
veinte (20) de octubre dos mil catorce (2014) Radicación número: 25000-23-26-000-1998-
01906-01(27136):

“El régimen de responsabilidad aplicable a partir de la expedición de la Constitución de
1991 y la responsabilidad del Estado se define de acuerdo con lo dispuesto en el artículo
90 en virtud del cual, el Estado será patrimonialmente responsable por los daños
antijurídicos causados por la acción u omisión imputable a sus agentes. En efecto, dos
son los postulados que fundamentan dicha responsabilidad: i) El daño antijurídico, y ii)
la imputación del mismo a la administración “sin que sea posible predicar la existencia y
necesidad y/o valoración y análisis de otro tipo de componentes a efectos de configurar
la responsabilidad”. Al respecto, la Corte Constitucional ha dicho que “la fuente de la
responsabilidad patrimonial del Estado es un daño que debe ser antijurídico, no porque
la conducta del autor sea contraria al derecho, sino porque el sujeto que lo sufre no
tiene el deber jurídico de soportar el perjuicio, razón por la cual se reputa indemnizable”
 

Sobre la noción de daño antijurídico, esta Sección ha definido que “consistirá siempre
en la lesión patrimonial o extra-patrimonial que la víctima no está en el deber jurídico de
soportar”. En este sentido, el daño ocasionado a un bien jurídicamente tutelado, impone
el deber de indemnizar el consecuente detrimento con el objetivo de garantizar el
principio de igualdad ante las cargas públicas.

En lo relativo a la imputación, se entiende que se trata de la “atribución de la respectiva
lesión” ; en consecuencia, “la denominada imputación jurídica (imputatio iure o
subjetiva) supone el establecer el fundamento o razón de la obligación de reparar o
indemnizar determinado perjuicio derivado de la materialización de un daño antijurídico,
y allí es donde intervienen los títulos de imputación que corresponden a los diferentes
sistemas de responsabilidad que tienen cabida tal como lo ha dicho la jurisprudencia en
el artículo 90 de la Constitución Política”.
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El nexo causal se entiende como la relación necesaria y eficiente entre el hecho
generador del daño y el daño probado. La jurisprudencia y la doctrina indican que para
poder atribuir un resultado y declarar la responsabilidad es indispensable una relación
de causa-efecto. Si no es posible encontrar esa relación mencionada, no tendrá sentido
alguno continuar el juicio de responsabilidad.

Al respecto, en reciente pronunciamiento, el Consejo de Estado ha reiterado que:

la imputación fáctica supone un estudio conexo o conjunto entre la causalidad material
y las herramientas normativas propias de la imputación objetiva que han sido
delineadas precisamente para establecer cuándo un resultado, en el plano material, es
atribuible a un sujeto. De otro lado, la concreción de la imputación fáctica no supone por
sí misma, el surgimiento de la obligación de reparar, ya que se requiere un estudio de
segundo nivel, denominado imputación jurídica, escenario en el que el juez determina si
además de la atribución en el plano fáctico existe una obligación jurídica de reparar el
daño antijurídico; se trata, por ende, de un estudio estrictamente jurídico en el que se
establece si el demandado debe o no resarcir los perjuicios bien a partir de la
verificación de una culpa (falla). Mientras que el demandado para exonerarse debe
probar una causa extraña (hechos exclusivos de la víctima o del tercero y fuerza mayor).

Teniendo en cuenta las anteriores consideraciones, solicito en esta oportunidad
procesal, de manera respetuosa y comedida al Honorable Juez no acceder a las
peticiones de la parte actora.

V. FUNDAMENTOS JURIDICOS Y DERECHO

1. Constitución Política de Colombia articulo 90 y s.s.
2. Ley 1437 de 2011
3. Ley 446 de 1998.
4. Estatuto Tributario.
5. LEY 488 DE 1998 (diciembre 24) publicado en el Diario Oficial No. 43.460, de 28 de
diciembre de 1998 “Por la cual se expiden normas en materia tributaria y se dictan otras
disposiciones fiscales de las Entidades Territoriales.”
6. Ley 489 de 1998.
7. Decreto 1461 de 2000.
8. Leyes 785 y 793 de 2002
9. Sentencia de Unificación Jurisprudencial de Sala Plena de la Sección Tercera, de 19
de noviembre de 2012, exp. 24897
10. Ley 1819 de 2016, “por medio de la cual se adopta una reforma tributaria estructural,
se fortalecen los mecanismos para la lucha contra la evasión y la elusión fiscal, y se
dictan otras disposiciones”, publicada en el Diario Oficial No. 50.101 de 29 de diciembre
de 2016
11. Ley 633 de 2000, publicado en el Diario Oficial No. 44.275, del 29 de diciembre de
2000.
12. Ley 1483 de 2017.
13. CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION
TERCERA SUBSECCION C Consejera ponente: OLGA MELIDA VALLE DE LA HOZ
Bogotá, D.C., veinte (20) de octubre dos mil catorce (2014) Radicación número: 25000-
23-26-000-1998-01906-01(27136)
14. Ley 2080 de 2021.

VI. EXCEPCIONES
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Me permito proponer las siguientes excepciones:

FALTA VINCULAR A TODOS LOS LITIS CONSORTES NECESARIOS

Frente a las pruebas obrantes en el expediente, los supuestos de hecho formulados por
la parte demandante, se evidencia que tanto DIAN, FISCALIA GENERAL DE LA NACION,
JUECES PENALES DE CONOCIMIENTO, RECREAVALLE, DEPARTAMENTO NACIONAL
DE ESTUPEFACIENTES, CAMPO LIBRE A LA DIVERSION E.U, deben integrar la litis.

CULPA EXCLUSIVA DE LA DEMANDANTE

Igualmente, con las pruebas obrantes en el proceso se puede evidenciar una CULPA
EXCLUSIVA DEL DEMANDANTE, pues es obligación la declaración oportuna del IVA de
conformidad con la constitución y ley.

Ya que la causa probable que dio origen al supuesto perjuicio que hoy ella reclama a
través del medio de control de reparación directa, es la iniciación de una investigación
penal por omitir declarar el IVA como agente retenedor o recaudador el señor SAMUEL
ANTONIO GONZALEZ CORTES en su calidad de depositario de la empresa CAMPO
LIBRE A LA DIVERSION E.U.

FALTA DE LEGITIMACION EN LA CAUSA POR PASIVA

Propongo esta excepción por cuanto no puede indilgar responsabilidad alguna para el
Departamento en el mencionado evento, pues no hay legitimación en la causa por
pasiva.

Con las pruebas obrantes en el proceso, se logra demostrar que la DIAN, LA FISCALIA
GENERAL DE LA NACION, LOS JUECES PENALES DE CONOCIMIENTO son los
LEGITIMOS EN LA CAUSA POR PASIVA para resolver sobre el petitum de la demanda.

Se entiende que la legitimación material en la causa alude a la participación real de las
personas en el hecho o acto jurídico que origina la presentación de la demanda,
independientemente de que éstas no hayan demandado o que hayan sido demandadas
(…) la legitimación en la causa no se identifica con la titularidad del derecho sustancial
sino con ser la persona que por activa o por pasiva es la llamada a discutir la misma en
el proceso.

Al no tener el Departamento del Valle del Cauca ninguna injerencia en el origen del
hecho, no puede exigírsele responsabilidad por el daño sufrido por la parte demandante
y debe exonerársele de toda responsabilidad.

LA INEXISTENCIA DEL NEXO CAUSAL

La realidad es que en el presente caso la Administración Departamental NO tiene
ninguna responsabilidad en el daño que se le imputa. Con las pruebas obrantes en el
expediente se puede observar que no existe el nexo causal requisito sine qua non para
pregonar responsabilidad del DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA, porque el
DAÑO ANTIJURIDICO no se originó por causas atribuibles a mi representado, sino a la
DEMANDANTE que se puso en esa situación por OMISION AL SER AGENTE
RETENEDOR O RECAUDADOR en su calidad de depositario provisional de la empresa
CAMPO LIBRE A LA DIVERSION E.U tiene un deber jurídico de DECLARAR un impuesto
por mandato CONSTITUCIONAL y LEGAL.
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La transgresión de normas constitucionales y legales de la parte demandante han sido
la causa probable que dio origen al medio de control de reparación directa.

NO EXISTE RESPONSABILIDAD POR PARTE DEL DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL
CAUCA

Del acervo probatorio presentado hasta el momento dentro del proceso no puede
determinar que exista responsabilidad por parte del DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL
CAUCA, con ocasión a la falla del servicio (CULPA) alegada por la parte actora, lo
anterior, está definido en que no existió un perjuicio y que no es responsable del hecho
la entidad territorial que represento.

AUSENCIA DEL DAÑO ANTIJURIDICO IMPUTABLE AL DEPARTAMENTO
DEL VALLE DEL CAUCA

El daño antijurídico no puede ser imputado a mi representado. El daño directo se refiere
a la relación entablada entre el daño y su atribución jurídica o imputación. En
consecuencia, la premisa que da cuenta de este requisito sostiene que el daño debe ser
consecuencia directa de la acción u omisión del demandado al cual pretende imputarse.
En el caso particular el DAÑO OCASIONADO fue por CULPA DE LA DEMANDANTE esto
es, la causa eficiente y adecuada del resultado lesivo producido es su propio
comportamiento, al OMITIR COMO AGENTE RETENEDOR O RECAUDADOR LA
DECLARACION DEL IVA en su calidad de depositario provisional de la empresa CAMPO
LIBRE A LA DIVERSION E.U.

INNOMINADA

Esta excepción consiste en todo hecho o acto que resulte probado dentro del proceso,
en virtud del cual se establezca que el Departamento del Valle del Cauca no tiene la
obligación legal de indemnizar los perjuicios solicitados en la demanda.

VII. CONDENA EN COSTAS

Solicito al Honorable Juez se condene en costas a la parte demandante, en la medida en
que está facultado para ello en virtud de lo establecido en el artículo 188 del C.P.A. y de
lo C.A. (Ley 1437 de 2011).
VIII. PRUEBAS

Se tenga como pruebas las siguientes:
DOCUMENTALES:
1. Original Poder de sustitución de la directora del Departamento Administrativo Jurídico
del Valle del Cauca, Doctora LIA PATRICIA PEREZ CARMONA a mi favor, y de acuerdo
con el poder otorgado por la Señora Gobernadora del Departamento del Valle.
Contentivo de 2 folios.
2. Copia de la escritura pública poder general. Contentivo de 12 folios.
3. Copia del Acta de nombramiento. Contentivo de 1 folio.
4. ORDENANZA 023 DE 1993. Contentivo de 4 folios.
5. Las demás pruebas presentadas por la parte actora.

SOLICITO COMO PRUEBAS LAS SIGUIENTES:
1- Interrogatorio de parte a la demandante.
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2- Oficiar a FISCALIA GENERAL DE LA NACION y a los juzgados penales que tuvieron
conocimiento de la investigación penal en contra del señor SAMUEL ANTONIO
GONZALEZ.
3- Oficiar a RECREAVALLE para que envíe manual de funciones y toda la historia de
vinculación del señor SAMUEL ANTONIO GONZALEZ, al igual que los antecedentes
administrativos que tienen relación con el deposito provisional de la empresa CAMPO
LIBRE A LA DIVERSION E.U (YAKU EU)
4-Oficiar al DEPARTAMENTO NACIONAL DE ESTUPEFACIENTES para que envíen el
expediente relacionado con el deposito provisional de la empresa CAMPO LIBRE A LA
DIVERSION E.U.
5-Oficiar a la DIAN para que envíe todos los antecedentes administrativos que tengan
relación con la omisión del agente retenedor o recaudador que dio origen a que
formularan la denuncia por el delito penal.

IX. ANEXOS

1. Documento con el cual se da Contestación a la demanda. Contentivo de 14 folios.
2. Lo relacionado en el acápite de Pruebas.

X. NOTIFICACIONES

1. A la parte demandante y su apoderado judicial en las direcciones que relaciona en el
libelo de la demanda.

2. A la parte demandada, Señora Gobernadora del Departamento del Valle del Cauca, las
recibirá la directora del Departamento Administrativo Jurídico Doctora LIA PATRICIA
PEREZ CARMONA en su Despacho ubicado en el Edificio de la Gobernación del
Departamento del Valle del Cauca, Palacio de San Francisco, Carrera 6ª Calle 9 y 10,
Departamento Administrativo Jurídico, 2° piso, Santiago de Cali.

3. A la suscrita las recibiré en la Secretaría de su Honorable Despacho o en la Oficina del
Edificio de la Gobernación del Departamento del Valle del Cauca, Secretaría Jurídica, 2°
piso, Palacio de San Francisco, Calle 10 con carrera 6, Santiago de Cali. Correos
electrónicos: njudiciales@valledelcauca.gov.co y
notificacionesjudicialesrepj@gmail.com

De conformidad con los artículos 203 Y 205 del C.P.A.C.A, solicito se me sea notificado a
mi Correo Electrónico: silopar@hotmail.com

Del Honorable Juez Administrativo, con todo respeto.
 

SILVIA LOPEZ ARANA
C.C No.66.848.474 de Cali
T.P No.123.251 D-1 del C. S de la J.
Abogada Contratista Área de Representación Judicial
Departamento Administrativo Jurídica
Correo Electrónico: njudiciales@valledelcauca.gov.co y silopar@hotmail.com
Celular: 3105380036

Silvia López Arana
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Abogada del Área de Subdirección de Representación Judicial
Departamento Administrativo de Jurídica - Gobernación del Valle del Cauca
njudiciales@valledelcauca.gov.co
Celular  3105380036  
Correos: silopar@hotmail.com
             silopar7@gmail.com

"Conservar el medio ambiente
 es asegurar un mejor futuro
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Señor: 
JUEZ 11 ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO  
Santiago de Cali – Valle del Cauca 
E.S.D.  
 
 
REFERENCIA: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 
MEDIO DE CONTROL: REPARACION DIRECTA 
DEMANDANTE: SAMUEL ANTONIO GONZALEZ CORTES 
DEMANDADO: DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA 
RADICACION:     76001-33-33-011-2021-00286-00 
TOTAL FOLIOS: 33. 
    

DEMANDADO Y DOMICILIO 

 

El Departamento del Valle del Cauca, entidad territorial, representada legalmente por la 

Doctora CLARA LUZ ROLDAN GONZALEZ, en su condición de Gobernadora del 

Departamento, según Acta de Posesión de fecha 1 de enero de 2020 de la Asamblea 

Departamental del Valle del Cauca, o quien lo represente, con domicilio en la ciudad de 

Santiago de Cali. 

 

APODERADO JUDICIAL DEL DEMANDADO 

 
SILVIA LOPEZ ARANA, mayor de edad y vecina de Santiago de Cali, identificada con la 
cédula de ciudadanía número 66.848.474 de Cali, abogada en ejercicio, portadora de la 
Tarjeta Profesional número 123.251 D-1 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando 
conforme la sustitución de poder otorgado por la doctora LIA PATRICIA PEREZ CARMONA, 
Directora del Departamento Administrativo Jurídico quien se encuentra facultada para tal 
virtud conforme a la escritura pública No.049 del 13 de enero de 2020, poder general-, 
entregado por la Dra. CLARA LUZ ROLDAN GONZALEZ, Gobernadora del Valle de Cauca, 
(Ver poder y anexos), respetuosamente manifiesto al Honorable Despacho Judicial que 
procedo a CONTESTAR LA DEMANDA de la referencia en los siguientes términos: 
 

I. LO QUE SE DEMANDA 

 
Pretende la parte demandante lo siguiente: 
 
PRETENSIONES 
 
7.1. Que se declare administrativa y extracontractualmente la responsabilidad solidaria de 
las entidades demandadas: GOBERNACION DEL VALLE DEL CAUCA Y 
RECREAVALLE, por los perjuicios materiales y morales causados al demandante 
SAMUEL ANTONIO GONZALEZ CORTES, con motivo de los hechos expuestos en esta 
demanda, a raíz de haber sido prácticamente forzado a pagar la obligación fiscal a favor 
de la DIAN el 20 de junio de 2019 que correspondía a esas entidades, siendo sometido al 
proceso penal en su contra como responsable del delito de omisión de agente de 
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retenedor hasta el 27 de junio de 2019 en que pudo obtener que precluyera y se archivara 
la investigación penal en su contra. 
 
7.2. Que como consecuencia de la anterior declaración, se condene a las entidades 
demandadas GOBERNACION DEL VALLE DEL CAUCA y RECREAVALLE, a pagar de 
manera solidaria a favor del demandante SAMUEL ANTONIO GONZALEZ CORTES, los 
perjuicios materiales y morales que se determinen en esta demanda: 
 
PERJUICIOS MATERIALES: 
 

Concepto Valor 

Valor en dinero efectivo que fue pagado el 
20 de junio de 2019 a favor de la DIAN 

$17.6464.000.oo 

Valor de los intereses corrientes liquidables 
a la tasa máxima sobre dicho valor, 
liquidables hasta el momento en que se 
realice el pago, los que se liquidan al 
momento de la presentación de esta 
demanda Agosto de 2021 

$9.136.000.oo 

Valor de honorarios pagados por Samuel 
Antonio González Cortés para su defensa 
en el proceso penal y demás reclamaciones 

$7.000.000.oo 

TOTAL PERJUICIOS MATERIALES $33.782.000.oo 

 
PERJUICIOS MORALES: La suma equivalente a cien (100) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes al momento en que se realice el pago efectivo, y que además incluya 
el 25% de prestaciones sociales. 
 
POSTERIORMENTE LA PARTE DEMANDANTE SUBSANO LA DEMANDA: 
Adjuntando el certificado de cámara de comercio de RECREAVALLE. 
 

II. FRENTE A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA: 

 
Me opongo a todas y cada una de las pretensiones de la demanda. En consecuencia 

solicito al Honorable Juez, abstenerse de declarar las pretensiones solicitadas por la 

demandante e igualmente reconocerme personería para actuar dentro del proceso. 

 
En virtud de lo anterior, no declarar ni condenar a mi representado DEPARTAMENTO DEL 
VALLE DEL CAUCA, ni a las costas procésales, ni demás valores solicitados por la parte 
actora en el libelo de la demanda, lo que hago fundada en las excepciones que en adelante 
propondré.  
 

III. A LOS HECHOS: 

 

No me constan los hechos mencionados por la parte demandante y me atengo a lo que 
resulte probado en el transcurso del proceso. Ya que no se han integrado todos los 
litisconsortes necesarios como son: DIAN entidad que formulo la denuncia penal por 
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OMISION DEL AGENTE RETENEDOR O RECAUDADOR DEL IVA de conformidad con las 
pruebas obrantes dentro del proceso y mencionado por el señor GONZALEZ CORTÉS, 
tampoco se integra a la FISCALIA 97 SECCIONAL DE CALI y al JUZGADO PENAL DEL 
CIRCUITO DE CALI CON FUNCIONES DE CONOCIMIENTO que fue la entidad que 
investigó y resolvió sobre la situación penal del señor SAMUEL ANTONIO GONZALEZ 
CORTES.  
 
La imputación que hace el demandante a la entidad territorial es errada, pues claramente 
se puede evidenciar que el medio de control de reparación directa con que fundamenta 
unos perjuicios tiene origen en una investigación realizada por la FISCALIA por un 
supuesto delito de OMISION DEL AGENTE RETENEDOR O RECAUDADOR, donde 
vinculan al señor SAMUEL ANTONIO GONZALEZ CORTES por tener la calidad de 
Depositario Provisional de la empresa CAMPO LIBRE A LA DIVERSION E.U y por 
sustraerse a su obligación y deber de consignar las sumas recaudadas por concepto de 
IMPUESTO SOBRE LAS VENTAS. 

En el interrogatorio informa que fue gerente de en ese entonces de la entidad 
descentralizada RECREAVALLE. Por lo tanto, debe vincularse a la litis a RECREAVALLE, 
a la empresa CAMPO LIBRE A LA DIVERSION E.U.(YAKU) y al DEPARTAMENTO 
NACIONAL DE ESTUPEFACIENTES. 

IV. RAZONES DE LA DEFENSA 
 
 
De acuerdo a los hechos y pretensiones de la parte actora, así como las pruebas obrantes 
en el proceso, el problema jurídico se resume así: “Si es o no administrativamente 
responsable el DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA por los perjuicios 
ocasionados debido a la INVESTIGACION PENAL EN CONTRA del señor SAMUEL 
ANTONIO GONZALEZ CORTES en su calidad de depositario provisional de la empresa 
CAMPO LIBRE A LA DIVERSION E.U (YAKU EU) por el supuesto delito de OMISION DEL 
AGENTE RETENEDOR O RECAUDADOR DEL IVA y se dicta SENTENCIA que ordena 
precluir la investigación al momento de evidenciarse que posteriormente se realizó la 
declaración correspondiente. 
 
A partir de ahí es necesario precisar como defensa del DEPARTAMENTO DEL VALLE 
DEL CAUCA lo siguiente: 

El DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA no está legitimado en la causa por pasiva 
pues no tiene la competencia de resolver sobre una supuesta investigación penal por el 
delito de OMISION DEL AGENTE RETENEDOR O RECAUDADOR iniciada en contra del 
señor SAMUEL ANTONIO GONZALEZ CORTES en su calidad de depositario provisional 
de la empresa CAMPO LIBRE A LA DIVERSION E.U. 

Si bien es cierto, el demandante menciona que fue gerente de RECREAVALLE, no hace 
mención que la imputación jurídica del delito de OMISION DEL AGENTE RETENEDOR O 
RECAUDADOR es por tener la calidad de depositario provisional de la empresa CAMPO 
LIBRE A LA DIVERSION E.U. 

Por mandamiento legal RECREAVALLE es una Corporación de naturaleza mixta, sin 
ánimo de lucro, creada de conformidad con lo dispuesto por el interés público o social, 
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cuyo fin es coadyuvar, mediante la participación directa en la fijación de políticas y planes, 
así como mediante la asociación y aportes de recursos materiales y económicos con el 
Departamento y los municipios en la atención de la recreación y el aprovechamiento del 
tiempo libre. 

RECREAVALLE ha sido constituido básicamente para garantizar, el cabal funcionamiento 
y la permanente  conservación del programa de Unidades Recreativas Municipales,  
que ha sido desarrollado por el Departamento del Valle del Cauca, en cumplimiento 
del Plan de Desarrollo adoptado para el periodo 1992-1995, según lo determinado en 
la Ordenanza No. 023 de 1993, en virtud, el cual el Departamento ha constituido en cada 
una de las cabeceras Municipales que carecían de un Parque Recreacional, una Unidad 
Recreativa que pasa a ser administrada por la Corporación para la Recreación Popular del 
Orden Municipal, constituida como entidad mixta en cada uno de los municipios. 

Así lo pueden constatar frente al principio de transparencia en la página 
https://recreavalle.com/nosotros/ en la cual podrán constatar las funciones, entre ellas se 
encuentra administrar, mantener, conservar, mejorar y financiar la Unidad 
Recreativa, la Corporación de orden Departamental, podrá ejercer funciones de 
complementación o supletorias a la labor misional de la Corporación Municipal 
respectiva. En todo caso, de manera temporal, sin que ello signifique en modo alguno la 
exoneración de la labor de dirección, administración y control que ejercen las Juntas 
Directivas y Asambleas de dichas Corporaciones. 

El gerente de RECREAVALLE para cumplir con el objetivo principal de la entidad mixta 
RECREAVALLE es una entidad de articulación intersectorial que promueve y facilita la 
ejecución de políticas, planes, programas de recreación y aprovechamiento del tiempo 
libre en el departamento del Valle del Cauca en coordinación con las Corporaciones 
Municipales de Recreación y todos los entes involucrados en el sector de la recreación. 

Como Corporación, deben velar porque todos los municipios y sus corporaciones cumplan 
con la obligación constitucional de garantizar la recreación y el aprovechamiento del 
tiempo libre de todas las personas dentro del perímetro del Valle del Cauca. También, 
cuidan porque estas entidades ejerzan sus actividades en armonía con los planes y 
programas Nacionales y Departamentales, en dichas materias y expidan sus propios 
planes de desarrollo en concordancia con estos.  

Como Corporación también pueden ejercer políticas y planes que en materia de 
recreación popular determinen en el futuro los planes de Desarrollo del Departamento o a 
la Administración Departamental, la naturaleza de la entidad es de participación mixta sin 
ánimo de lucro, así como por los fines que motivaron la creación, los bienes de 
RECREAVALLE no podrá pasar en ningún momento al patrimonio de ninguna persona a 
título de distribución de utilidades; los excedentes operacionales que resulten de su 
funcionamiento se destinarán a incrementar su patrimonio y/a cumplir con sus objetivos.  

Ni siquiera los miembros fundadores, ni los aportantes o donantes, ni persona alguna son 
accionistas de esta Corporación, ni en el futuro lo serán, ni sus causahabientes a cualquier 
título; porque su existencia es para que se desarrolle los fines y objetivos establecidos en 
sus Estatutos y primordialmente para coadyuvar con el Valle del Cauca y sus municipios, 
en la atención de los derechos de las personas a la recreación y el aprovechamiento del 
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tiempo libre. Las personas naturales o jurídicas que donen bienes a esta Corporación no 
tendrán dentro de la misma, preminencia ni título alguno por el sólo hecho de la donación.  

El principal objetivo, es impulsar y fomentar la recreación en el ámbito departamental y 
nacional y, también contribuir al Departamento del Valle del Cauca en la coordinación, 
promoción, planeación y financiación entre éste y los municipios del Departamento, las 
Corporaciones de Recreación Municipales, el Instituto Departamental del Deporte, 
Recreación y Educación Física, INDERVALLE, las Cajas de Compensación, las 
Instituciones Educativas y Entidades Privadas. Todo lo anterior dentro del marco operativo 
de orden nacional e internacional. 

También, RECREAVALLE tiene como responsabilidad la planeación, participación, 
formulación, implementación, financiación, diseño, construcción (obras civiles) y/o 
dotación, para la ejecución de proyectos, programas, contratos y/o convenios en: la 
recreación, en los deportes, las artes, el aprovechamiento del tiempo libre,   bienestar 
social, físico y mental, políticas nacionales, actividad física, lúdica, cultura, turismo; 
permitiéndose la: administración, mantenimiento, explotación y organización de 
infraestructura y equipamientos comunitarios en las zonas urbanas y rurales. 

Por mandato constitucional la creación de las entidades descentralizadas, en el 
orden nacional, se crean por la ley, en el orden departamental, distrital y municipal, 
por la ordenanza o el acuerdo, o con su autorización, de conformidad con las 
disposiciones de la Ley 489 de 1998. 

En reiteradas ocasiones la Corte Constitucional y el Consejo de Estado han considerado 
importante destacar la uniformidad de la jurisprudencia constitucional y de esta jurisdicción 
especial, en cuanto a la distribución de las competencias para determinar la estructura de 
la administración pública y su organización, expresada en la necesaria intervención del 
Congreso, las Asambleas y los Concejos para crear o autorizar la creación de las 
entidades descentralizadas. 

Las autorizaciones para la constitución de entidades estatales: 

Quedó establecido que la Constitución Política y la ley 489 de 1998 contempla la creación 
directa de las entidades que integran la administración pública, pero también la posibilidad 
de autorizar la constitución de las entidades descentralizadas indirectas, las sociedades de 
economía mixta, y las filiales de estas sociedades y de las empresas industriales y 
comerciales del Estado; hipótesis que es aplicable tanto al nivel nacional como al nivel 
territorial, y que como efecto de la distribución de competencias, debe contenerse en la 
ley, la ordenanza o el acuerdo, es decir, debe corresponder a actos proferidos por el 
Congreso de la República, o las Asambleas departamentales o los Concejos municipales. 

En este tipo de entidades están integradas  un grupo para la realización de una finalidad 
específica; así es la autorización conferida por el decreto ley 393 de 1991, para que la 
Nación y sus entidades descentralizadas puedan asociarse con los particulares mediante 
la creación y organización de sociedades civiles, comerciales o personas jurídicas sin 
ánimo de lucro, para adelantar actividades científicas y tecnológicas, proyectos de 
investigación y creación de tecnologías; también las atribuidas a un organismo en 
particular; como ocurre en la ley 397 de 1997, que "con el fin de promover la creación, 
investigación y difusión de las diversas manifestaciones artísticas y culturales" autoriza al 
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Ministerio de Cultura "para participar en la creación de los fondos mixtos departamentales, 
distritales, municipales y de los territorios indígenas conforme a la reglamentación que 
para tal efecto expida el Gobierno Nacional, así como para realizar aportes y celebrar 
convenios de fomento y promoción de las artes y la cultura con dichos fondos" 

Los artículos 49, parágrafo, y 96 de la ley 489 de 1998: 

Vista la armonía entre la Constitución Política y la ley 489 de 1998, en cuanto a la 
competencia del Congreso de la República, las Asambleas Departamentales y los 
Concejos Municipales para determinar la estructura y la organización de las 
administraciones nacional y territorial, respectivamente, y en particular para crear o 
autorizar la constitución de las entidades descentralizadas en ambos niveles, es menester 
analizar el alcance del parágrafo del artículo 49 de la ley 489 de 1998 y determinar si, 
como lo plantea la consulta, las entidades de que trata el artículo 96 de la misma ley 
pueden ser creadas sin intervención de los concejos municipales o, para el caso, del 
Distrito Capital. 

El artículo 49 se refiere a la creación de organismos y entidades administrativas del nivel 
nacional, estableciendo que ella corresponde a la ley, pero que tratándose de las 
empresas industriales y comerciales, la ley puede crearlas o autorizar su creación, y que 
las sociedades de economía mixta "serán constituidas" por autorización legal.  

Es decir, que como entidad descentralizada creada por una ordenanza, la Corporación 
RECREAVALLE es autónoma administrativamente, tiene patrimonio propio y está en 
cabeza del gerente al momento de ejercer su cargo como responsable de la entidad. Las 
funciones y los objetivos de las entidades descentralizadas, como las funciones de los 
gerentes de estas entidades están conforme a mandatos constitucionales y legales. 

Así lo enuncia la ordenanza que creo a RECREAVALLE, de la cual comparto lo siguiente: 

 

Es decir, que constitucionalmente RECREAVALLE fue creada por una ordenanza para cumplir los 
fines que la misma constitución política de Colombia le otorga. 
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Si la DIAN inicia una denuncia penal en contra de esta entidad descentralizada y vincula al gerente 
de RECREAVALLE es conforme a los mandatos legales y constitucionales, pues cuando un 
funcionario publico ejerce su cargo como GERENTE DE RECREAVALLE debe conocer y 
adelantar todo lo relacionado con el buen funcionamiento de la entidad.  

Ahora bien, en cuanto al NEXO CAUSAL, si el perjuicio ocasionado que argumenta la parte 
demandante tiene su fundamento en una investigación penal por OMISION DEL AGENTE 
RETENEDOR O RECAUDADOR DEL IVA de una entidad como CAMPO LIBRE A LA DIVERSION 
E.U (YAKU) la cual le fue entregada EN DEPOSITO PROVISIONAL al señor SAMUEL ANTONIO 
GONZALEZ, por ende, el hecho generador de este medio de control es la investigación que 
precluyó el 20 de junio de 2019 por que se pudo demostrar la declaración del IVA, entonces el 
NEXO CAUSAL es el acto judicial, es decir, que el daño al que hace alusión el agente proviene de 
una providencia judicial, rompiendo el nexo causal no atribuible a mi representado, pues el daño es 
ocasionado por el mismo señor SAMUEL ANTONIO GONZALEZ CORTES. 

Ahora bien, frente a la CULPA EXCLUSIVA DE LA VICTIMA, es deber del señor SAMUEL 
ANTONIO GONZALEZ CORTES cumplir con el buen funcionamiento de la entidad, es tanto así, 
que al revisar las pruebas que obran a folio 28 lo siguiente: 

 

Es decir, que la investigación fue formulada en contra del señor SAMUEL ANTONIO GONZALEZ 
CORTES por tener la calidad de Depositario Provisional de la empresa CAMPO LIBRE A LA 
DIVERSION E.U por sustraerse a su obligación y deber de consignar las sumas recaudadas por 
concepto de IMPUESTO SOBRE LAS VENTAS. 

Así lo establece a folio 30 lo siguiente: 
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Por lo tanto, la causa de la investigación penal fue por CULPA EXCLUSIVA DE LA VICTIMA. 

Para ello es necesario entender la figura del DEPOSITO PROVISIONAL que en reiteradas 
sentencias de la Corte Constitucional es la calidad que tiene una persona natural o jurídica por la 

ACCION DE EXTINCION DE DOMINIO DE UN BIEN MUEBLE O INMUEBLE siendo de 
competencia de la DIRECCION NACIONAL DE ESTUPEFACIENTES- la administración 
de bienes durante proceso de extinción de dominio. 
  
La competencia de la Dirección Nacional de Estupefacientes para la administración 
provisional de bienes incautados durante el trámite de procesos de extinción de dominio, 
se encuentra regulada principalmente por las Leyes 785 y 793 de 2002, así como el 
Decreto 1461 de 2000. Se puede establecer que desde la iniciación del proceso y una vez 
se encuentre ejecutoriada la providencia que decreta las medidas cautelares dentro del 
proceso de extinción de dominio, el poder de disposición de quien figura como titular de 
los bienes sobre los que recae la medida queda suspendido y pasa a la DNE para su 
administración, enajenación, contratación, y/o destinación provisional. 
 

Ahora bien, frente a la falta de integración a la litis a todos los litisconsortes necesarios, se 
encuentra probado con las piezas procesales compartidas en el traslado de la demanda que no se 
ha integrado a la DIAN, FISCALIA GENERAL DE LA NACION, RECREAVALLE, DIRECCION 
NACIONAL DE ESTUPEFACIENTES pues el hecho generador del supuesto daño proviene de una 
providencia judicial que ordenó precluir la investigación penal por el delito de OMISION DEL 
AGENTE RETENEDOR O RECAUDADOR, a quien tenia la calidad de DEPOSITO PROVISIONAL 
de la empresa CAMPO LIBRE A LA DIVERSION E.U por sustraerse a su obligación y deber de 
consignar las sumas recaudadas por concepto de IMPUESTO SOBRE LAS VENTAS. 
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Conforme a lo anterior, frente al Petitum de la demanda el DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL 
CAUCA no evidencia un perjuicio al señor SAMUEL ANTONIO GONZALEZ CORTES, ni tampoco se 
puede evidenciar un empobrecimiento por parte de la demandante, es deber del señor GONZALEZ 
calidad de depositario de la empresa CAMPO LIBRE A LA DIVERSION E.U, como agente 
recaudador del IVA reportarlo a la DIAN. Así lo establece el artículo 146 de LEY 488 DE 1998 
(diciembre 24) publicado en el Diario Oficial No. 43.460, de 28 de diciembre de 1998 “Por la cual se 
expiden normas en materia tributaria y se dictan otras disposiciones fiscales de las Entidades 
Territoriales.” El artículo 340 de la Ley 1819 de 2016, “por medio de la cual se adopta una reforma 
tributaria estructural, se fortalecen los mecanismos para la lucha contra la evasión y la elusión fiscal, y 
se dictan otras disposiciones”, publicada en el Diario Oficial No. 50.101 de 29 de diciembre de 2016 y 
el artículo 106 de la Ley 633 de 2000, publicado en el Diario Oficial No. 44.275, del 29 de diciembre 
de 2000. 

 
La realidad es que en el presente caso la Administración Departamental NO tiene ninguna 
responsabilidad en el daño que se le imputa, por cuanto, está claramente probada una FALTA 
MANIFIESTA DE LEGITIMACION POR PASIVA a favor del DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL 
CAUCA. 
 
En ese orden de ideas, debemos comprender que el daño mencionado en el artículo 90 de la 
constitución política de Colombia no está originado en una acción o en una omisión de la autoridad 
y “no es antijurídico”, no porque la conducta del autor sea contraria a derecho, sino porque el 
sujeto que lo sufre (SAMUEL ANTONIO GONZALEZ CORTES) tiene el deber jurídico de soportar 
el perjuicio por lo cual este se reputa indemnizable. Esto significa obviamente que no todo perjuicio 
debe ser reparado porque puede no ser antijurídico, y para saberlo será suficiente acudir a los 
elementos del propio daño, que puede contener causales de justificación que hacen que la 
persona tenga que soportarlo, como en el caso del reporte a la DIAN a causa de RETENCION O 
RECAUDO DEL IVA, por quien tiene dicha calidad de agente. 
 
Es por esto que los pagos recibidos a la DIAN proceden de una causa totalmente constitucional y 
legal, como es el declarar el IVA POR PARTE DEL AGENTE RETENEDOR señor SAMUEL 
ANTONIO GONZALEZ CORTES en calidad de depositario de la empresa CAMPO LIBRE A LA 
DIVERSION E.U. 
 
De lo sustancial del problema jurídico se debe tener claridad acerca de la causa o fuente del daño 
presuntamente ocasionado al señor SAMUEL GONZALEZ, frente a lo cual, siempre se ha 
precisado que en este caso se deriva del resarcimiento de perjuicios de legalidad como lo es la 
exigencia de la DECLARACION DEL IVA consentido expresamente por el señor GONZALEZ. 
 
Conforme a lo anterior, es necesario abordar los elementos estructurales de responsabilidad 
patrimonial extracontractual endilgada al Estado, bajo el siguiente esquema: en primer lugar, 
determinar la existencia del daño, y una vez establecida la realidad del mismo, indagar sobre su 
naturaleza, esto es si el mismo puede o no calificarse como antijurídico, en segundo lugar es 
necesario verificar la imputación del daño antijurídico al Estado bajo cualquiera de los distintos 
tipos de imputación que comprenden a los diferentes sistemas o regímenes de responsabilidad 
que para el efecto ha abordado el CONSEJO DE ESTADO en reiteradas jurisprudencia. 
 
En resumidas cuentas, con las pruebas allegadas al proceso por la parte demandante se logra 
demostrar: 

1- LA CULPA EXCLUSIVA DEL DEMANDANTE al ser imputado penalmente por OMITIR LA 
DECLARACION DEL IVA en su calidad de depositario de la empresa CAMPO LIBRE A LA 
DIVERSION E.U (YAKU EU). 

2- LA FALTA MANIFIESTA DE LEGITIMACION EN LA CAUSA POR PASIVA A FAVOR DEL 
DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA pues conforme a las pruebas se deben integrar 
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a la litis a la DIAN, FISCALIA GENERAL DE LA NACION, DEPARTAMENTO NACIONAL DE 
ESTUPEFACIENTES y a la empresa CAMPO LIBRE A LA DIVERSION E.U. 

3- LA INEXISTENCIA DEL DAÑO ANTIJURIDICO estamos frente a una causa probable 
constitucional y legal como es el deber de quien recauda el IVA de reportarlo a la DIAN. 

4- LA INEXISTENCIA DEL NEXO CAUSAL pues la causa probable del supuesto perjuicio fue la 
investigación penal por el delito de OMISION DEL AGENTE RETENEDOR O 
RECAUDADOR, pues la vinculación al proceso penal fue por que el señor SAMUEL 
ANTONIO GONZALEZ CORTES tenía la calidad de Depositario Provisional de la empresa 
CAMPO LIBRE A LA DIVERSION E.U por sustraerse a su obligación y deber de consignar 
las sumas recaudadas por concepto de IMPUESTO SOBRE LAS VENTAS. 
 

Ahora bien, con las pruebas obrantes en el expediente se puede observar que no existe el nexo 
causal requisito sine qua non para pregonar responsabilidad del DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL 
CAUCA, porque el DAÑO ANTIJURIDICO no se originó por causas atribuibles a mi representado, 
sino al DEMANDANTE que se puso en esa situación ya que tiene un deber jurídico de DECLARAR 
EL IVA, por ser agente retenedor o recaudador y de acuerdo a la imputación jurídica realizada por la 
fiscalía. 
 
Como primera medida es necesario conocer y entender el régimen de responsabilidad aplicable, para 
la cual me permito transcribir apartes de la jurisprudencia CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION TERCERA SUBSECCION C Consejera ponente: 
OLGA MELIDA VALLE DE LA HOZ Bogotá, D.C., veinte (20) de octubre dos mil catorce (2014) 
Radicación número: 25000-23-26-000-1998-01906-01(27136): 
 

“El régimen de responsabilidad aplicable a partir de la expedición de la Constitución de 1991 y la 
responsabilidad del Estado se define de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 90 en virtud del cual, el 
Estado será patrimonialmente responsable por los daños antijurídicos causados por la acción u omisión 
imputable a sus agentes. En efecto, dos son los postulados que fundamentan dicha responsabilidad: i) El 
daño antijurídico, y ii) la imputación del mismo a la administración “sin que sea posible predicar la 
existencia y necesidad y/o valoración y análisis de otro tipo de componentes a efectos de configurar la 
responsabilidad”. Al respecto, la Corte Constitucional ha dicho que “la fuente de la responsabilidad 
patrimonial del Estado es un daño que debe ser antijurídico, no porque la conducta del autor sea contraria 
al derecho, sino porque el sujeto que lo sufre no tiene el deber jurídico de soportar el perjuicio, razón por 
la cual se reputa indemnizable”   
 
Sobre la noción de daño antijurídico, esta Sección ha definido que “consistirá siempre en la lesión 
patrimonial o extra-patrimonial que la víctima no está en el deber jurídico de soportar”. En este sentido, el 
daño ocasionado a un bien jurídicamente tutelado, impone el deber de indemnizar el consecuente 
detrimento con el objetivo de garantizar el principio de igualdad ante las cargas públicas. 
 
En lo relativo a la imputación, se entiende que se trata de la “atribución de la respectiva lesión” ; en 
consecuencia, “la denominada imputación jurídica (imputatio iure o subjetiva) supone el establecer el 
fundamento o razón de la obligación de reparar o indemnizar determinado perjuicio derivado de la 
materialización de un daño antijurídico, y allí es donde intervienen los títulos de imputación que 
corresponden a los diferentes sistemas de responsabilidad que tienen cabida tal como lo ha dicho la 
jurisprudencia en el artículo 90 de la Constitución Política”. 

 
El nexo causal se entiende como la relación necesaria y eficiente entre el hecho generador del 
daño y el daño probado. La jurisprudencia y la doctrina indican que para poder atribuir un resultado 
y declarar la responsabilidad es indispensable una relación de causa-efecto. Si no es posible 
encontrar esa relación mencionada, no tendrá sentido alguno continuar el juicio de 
responsabilidad. 
 
Al respecto, en reciente pronunciamiento, el Consejo de Estado ha reiterado que: 
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la imputación fáctica supone un estudio conexo o conjunto entre la causalidad material y las 
herramientas normativas propias de la imputación objetiva que han sido delineadas precisamente 
para establecer cuándo un resultado, en el plano material, es atribuible a un sujeto. De otro lado, la 
concreción de la imputación fáctica no supone por sí misma, el surgimiento de la obligación de 
reparar, ya que se requiere un estudio de segundo nivel, denominado imputación jurídica, escenario 
en el que el juez determina si además de la atribución en el plano fáctico existe una obligación jurídica 
de reparar el daño antijurídico; se trata, por ende, de un estudio estrictamente jurídico en el que se 
establece si el demandado debe o no resarcir los perjuicios bien a partir de la verificación de una 
culpa (falla). Mientras que el demandado para exonerarse debe probar una causa extraña (hechos 
exclusivos de la víctima o del tercero y fuerza mayor).  
 
Teniendo en cuenta las anteriores consideraciones, solicito en esta oportunidad procesal, de 
manera respetuosa y comedida al Honorable Juez no acceder a las peticiones de la parte actora. 
 
 

V. FUNDAMENTOS JURIDICOS Y DERECHO 

 

1. Constitución Política de Colombia articulo 90 y s.s. 
2. Ley 1437 de 2011 
3. Ley 446 de 1998. 
4. Estatuto Tributario. 
5. LEY 488 DE 1998 (diciembre 24) publicado en el Diario Oficial No. 43.460, de 28 de 

diciembre de 1998 “Por la cual se expiden normas en materia tributaria y se dictan 
otras disposiciones fiscales de las Entidades Territoriales.”  

6. Ley 489 de 1998. 
7. Decreto 1461 de 2000. 
8. Leyes 785 y 793 de 2002 
9. Sentencia de Unificación Jurisprudencial de Sala Plena de la Sección Tercera, de 

19 de noviembre de 2012, exp. 24897 
10. Ley 1819 de 2016, “por medio de la cual se adopta una reforma tributaria estructural, 

se fortalecen los mecanismos para la lucha contra la evasión y la elusión fiscal, y se 
dictan otras disposiciones”, publicada en el Diario Oficial No. 50.101 de 29 de 
diciembre de 2016  

11. Ley 633 de 2000, publicado en el Diario Oficial No. 44.275, del 29 de diciembre de 
2000. 

12. Ley 1483 de 2017. 
13. CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

SECCION TERCERA SUBSECCION C Consejera ponente: OLGA MELIDA VALLE 
DE LA HOZ Bogotá, D.C., veinte (20) de octubre dos mil catorce (2014) Radicación 
número: 25000-23-26-000-1998-01906-01(27136) 

14. Ley 2080 de 2021. 
 

VI. EXCEPCIONES 

 

Me permito proponer las siguientes excepciones:  

 
FALTA VINCULAR A TODOS LOS LITIS CONSORTES NECESARIOS  

 
Frente a las pruebas obrantes en el expediente, los supuestos de hecho formulados por la parte 
demandante, se evidencia que tanto DIAN, FISCALIA GENERAL DE LA NACION, JUECES 
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PENALES DE CONOCIMIENTO, RECREAVALLE, DEPARTAMENTO NACIONAL DE 
ESTUPEFACIENTES, CAMPO LIBRE A LA DIVERSION E.U, deben integrar la litis. 
 

CULPA EXCLUSIVA DE LA DEMANDANTE 

Igualmente, con las pruebas obrantes en el proceso se puede evidenciar una CULPA EXCLUSIVA 

DEL DEMANDANTE, pues es obligación la declaración oportuna del IVA de conformidad con la 

constitución y ley.  

 
Ya que la causa probable que dio origen al supuesto perjuicio que hoy ella reclama a través del medio 
de control de reparación directa, es la iniciación de una investigación penal por omitir declarar el IVA 
como agente retenedor o recaudador el señor SAMUEL ANTONIO GONZALEZ CORTES en su 
calidad de depositario de la empresa CAMPO LIBRE A LA DIVERSION E.U. 

 
FALTA DE LEGITIMACION EN LA CAUSA POR PASIVA 

 
Propongo esta excepción por cuanto no puede indilgar responsabilidad alguna para el 
Departamento en el mencionado evento, pues no hay legitimación en la causa por pasiva. 
 
Con las pruebas obrantes en el proceso, se logra demostrar que la DIAN, LA FISCALIA GENERAL 
DE LA NACION, LOS JUECES PENALES DE CONOCIMIENTO son los LEGITIMOS EN LA 
CAUSA POR PASIVA para resolver sobre el petitum de la demanda. 
 
Se entiende que la legitimación material en la causa alude a la participación real de las personas 
en el hecho o acto jurídico que origina la presentación de la demanda, independientemente de que 
éstas no hayan demandado o que hayan sido demandadas (…) la legitimación en la causa no se 
identifica con la titularidad del derecho sustancial sino con ser la persona que por activa o por 
pasiva es la llamada a discutir la misma en el proceso. 
 
Al no tener el Departamento del Valle del Cauca ninguna injerencia en el origen del hecho, no 
puede exigírsele responsabilidad por el daño sufrido por la parte demandante y debe exonerársele 
de toda responsabilidad.  

 
LA INEXISTENCIA DEL NEXO CAUSAL 

 
La realidad es que en el presente caso la Administración Departamental NO tiene ninguna 
responsabilidad en el daño que se le imputa. Con las pruebas obrantes en el expediente se puede 
observar que no existe el nexo causal requisito sine qua non para pregonar responsabilidad del 
DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA, porque el DAÑO ANTIJURIDICO no se originó por 
causas atribuibles a mi representado, sino a la DEMANDANTE que se puso en esa situación por 
OMISION AL SER AGENTE RETENEDOR O RECAUDADOR en su calidad de depositario 
provisional de la empresa CAMPO LIBRE A LA DIVERSION E.U tiene un deber jurídico de 
DECLARAR un impuesto por mandato CONSTITUCIONAL y LEGAL.  
 
La transgresión de normas constitucionales y legales de la parte demandante han sido la 
causa probable que dio origen al medio de control de reparación directa. 
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NO EXISTE RESPONSABILIDAD POR PARTE DEL DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL 
CAUCA 

 
Del acervo probatorio presentado hasta el momento dentro del proceso no puede determinar que 
exista responsabilidad por parte del DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA, con ocasión a la 
falla del servicio (CULPA) alegada por la parte actora, lo anterior, está definido en que no existió 
un perjuicio y que no es responsable del hecho la entidad territorial que represento. 
 

AUSENCIA DEL DAÑO ANTIJURIDICO IMPUTABLE AL DEPARTAMENTO  

DEL VALLE DEL CAUCA 

 

El daño antijurídico no puede ser imputado a mi representado. El daño directo se refiere a la 
relación entablada entre el daño y su atribución jurídica o imputación. En consecuencia, la premisa 
que da cuenta de este requisito sostiene que el daño debe ser consecuencia directa de la acción u 
omisión del demandado al cual pretende imputarse. En el caso particular el DAÑO OCASIONADO 
fue por CULPA DE LA DEMANDANTE esto es, la causa eficiente y adecuada del resultado lesivo 
producido es su propio comportamiento, al OMITIR COMO AGENTE RETENEDOR O 
RECAUDADOR LA DECLARACION DEL IVA en su calidad de depositario provisional de la empresa 
CAMPO LIBRE A LA DIVERSION E.U. 
 

INNOMINADA 

 

Esta excepción consiste en todo hecho o acto que resulte probado dentro del proceso, en virtud 

del cual se establezca que el Departamento del Valle del Cauca no tiene la obligación legal de 

indemnizar los perjuicios solicitados en la demanda. 

 

VII. CONDENA EN COSTAS 

 

Solicito al Honorable Juez se condene en costas a la parte demandante, en la medida en que está 

facultado para ello en virtud de lo establecido en el artículo 188 del C.P.A. y de lo C.A. (Ley 1437 

de 2011). 

VIII. PRUEBAS 

 
Se tenga como pruebas las siguientes: 
DOCUMENTALES: 

1. Original Poder de sustitución de la directora del Departamento Administrativo Jurídico del Valle 
del Cauca, Doctora LIA PATRICIA PEREZ CARMONA a mi favor, y de acuerdo con el poder 
otorgado por la Señora Gobernadora del Departamento del Valle. Contentivo de 2 folios. 

2. Copia de la escritura pública poder general. Contentivo de 12 folios. 
3. Copia del Acta de nombramiento. Contentivo de 1 folio. 
4. ORDENANZA 023 DE 1993. Contentivo de 4 folios. 
5. Las demás pruebas presentadas por la parte actora. 

 
SOLICITO COMO PRUEBAS LAS SIGUIENTES: 
1- Interrogatorio de parte a la demandante. 
2- Oficiar a FISCALIA GENERAL DE LA NACION y a los juzgados penales que tuvieron 
conocimiento de la investigación penal en contra del señor SAMUEL ANTONIO GONZALEZ. 
3- Oficiar a RECREAVALLE para que envíe manual de funciones y toda la historia de vinculación 
del señor SAMUEL ANTONIO GONZALEZ, al igual que los antecedentes administrativos que 
tienen relación con el deposito provisional de la empresa CAMPO LIBRE A LA DIVERSION E.U 
(YAKU EU) 
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4-Oficiar al DEPARTAMENTO NACIONAL DE ESTUPEFACIENTES para que envíen el 
expediente relacionado con el deposito provisional de la empresa CAMPO LIBRE A LA 
DIVERSION E.U. 
5-Oficiar a la DIAN para que envíe todos los antecedentes administrativos que tengan relación con 
la omisión del agente retenedor o recaudador que dio origen a que formularan la denuncia por el 
delito penal. 
 

IX. ANEXOS 
 

1. Documento con el cual se da Contestación a la demanda. Contentivo de 14 folios. 
2. Lo relacionado en el acápite de Pruebas. 

 
X. NOTIFICACIONES 

 
1. A la parte demandante y su apoderado judicial en las direcciones que relaciona en el libelo 

de la demanda. 
 

2. A la parte demandada, Señora Gobernadora del Departamento del Valle del Cauca, las 
recibirá la directora del Departamento Administrativo Jurídico Doctora LIA PATRICIA PEREZ 
CARMONA en su Despacho ubicado en el Edificio de la Gobernación del Departamento del 
Valle del Cauca, Palacio de San Francisco, Carrera 6ª Calle 9 y 10, Departamento 
Administrativo Jurídico, 2° piso, Santiago de Cali. 

 
3. A la suscrita las recibiré en la Secretaría de su Honorable Despacho o en la Oficina del 

Edificio de la Gobernación del Departamento del Valle del Cauca, Secretaría Jurídica, 2° 
piso, Palacio de San Francisco, Calle 10 con carrera 6, Santiago de Cali. Correos 
electrónicos: njudiciales@valledelcauca.gov.co y notificacionesjudicialesrepj@gmail.com  
 
De conformidad con los artículos 203 Y 205 del C.P.A.C.A, solicito se me sea notificado a 
mi Correo Electrónico: silopar@hotmail.com 

 
Del Honorable Juez Administrativo, con todo respeto. 

 
 
SILVIA LOPEZ ARANA 
C.C No.66.848.474 de Cali 
T.P No.123.251 D-1 del C. S de la J. 
Abogada Contratista Área de Representación Judicial 
Departamento Administrativo Jurídica 
Correo Electrónico: njudiciales@valledelcauca.gov.co y silopar@hotmail.com 
Celular: 3105380036 
 



JUEZ 11 ADMINISTRATIVO ORAL DE CALI

REPARACION DIRECTA
SAMUEL ANTONIO GONZALEZ CORTES

DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA
760013333011-2021-00286-00
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RV: C22-22003 RV: RAD: 76001333301120220003100 CONTESTACION DEMANDA

Juzgado 11 Administrativo - Valle Del Cauca - Cali <adm11cali@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Lun 06/06/2022 16:42

Para: Piedad Patricia Pinilla Pineda <ppinillp@cendoj.ramajudicial.gov.co>

De: Jose David Colmenares Rodriguez <jcolmenaresr@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Enviado: lunes, 6 de junio de 2022 13:44

Para: Juzgado 11 Administrativo - Valle Del Cauca - Cali <adm11cali@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Cc: Orduz Trujillo Edid Paola <t_eorduz@fiduprevisora.com.co>

Asunto: RV: C22-22003 RV: RAD: 76001333301120220003100 CONTESTACION DEMANDA
 
Cordial saludo,
Anexo constancia de radicación de documento allegado de manera digital.
Por favor no responda a este correo, este email solamente es para dar respuesta a radicación
de correspondencia. Comuníquese con nosotros al
email of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Atentamente, 

JOSE DAVID COLMENARES RODRIGUEZ
Asistente Administrativo
Oficina de Apoyo para los Juzgados Administrativos de Cali

De: Oficina 02 Apoyo Juzgados Administrativos - Seccional Cali <of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Enviado: lunes, 6 de junio de 2022 1:22 p. m.

Para: Jose David Colmenares Rodriguez <jcolmenaresr@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Asunto: C22-22003 RV: RAD: 76001333301120220003100 CONTESTACION DEMANDA
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DIANA PATRICIA ZAPATA FLOREZ 
ÁREA DE CORRESPONDENCIA Y ARCHIVO 
Oficina de Apoyo Juzgados Administrativos de Cali
Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial Cali-Valle del Cauca


De: Orduz Trujillo Edid Paola <t_eorduz@fiduprevisora.com.co>

Enviado: lunes, 6 de junio de 2022 13:05

Para: Oficina 02 Apoyo Juzgados Administrativos - Seccional Cali <of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Asunto: RAD: 76001333301120220003100 CONTESTACION DEMANDA
 
Buenas tardes
  
SEÑORES 
JUZGADO 011 ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI
NEIVA - HUILA 
E.                    S.                        D. 
  
  
Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
Radicado: 76001333301120220003100 JOSE ALBEIRO URIBE RODRIGUEZ
Demandante: JOSE ALBEIRO URIBE RODRIGUEZ
Demandado: NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FOMAG  
  
  
  
Actuando en calidad de apoderada judicial de la NACION – MINISTERIO DE EDUCACION Y FONDO DE PRESTACIONES
SOCIALES DEL MAGISTERIO de manera atenta allego al Despacho Contestación de Demanda dentro de proceso de la
referencia. 
 
 
Cordialmente,
 
Edid Paola Orduz Trujillo
Cel: 3507430299
Profesional IV Zona 6
Unidad Especial de Defensa Judicial FOMAG
Vicepresidencia Jurídica
Calle 72 No. 10-03
PBX 5945111 Ext. 2019
Bogotá, Colombia
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La información contenida en este correo y sus anexos es confidencial y/o privada. Solo puede ser
utilizada por la persona o empresa a la cual está dirigida. Si Usted no es el receptor autorizado,
cualquier retención, difusión, distribución o copia de este correo es prohibida y sancionada por la ley.
Si por error recibe este correo, por favor reenviarlo al remitente de Fiduprevisora S.A. y/o elimine el
mensaje original incluyendo sus archivos anexos. La respuesta a este correo con el envío de
información personal, propia o de terceros, implica su aceptación inequívoca al eventual uso o
tratamiento de datos personales que realice Fiduprevisora S.A conforme a las finalidades contenidas
en la política de protección de datos personales publicada en www.fiduprevisora.com.co, en la cual se
detallan entre otros aspectos, los derechos que le asisten como titular de información para realizar
consultas, peticiones o reclamos relacionados con el tratamiento de información por parte de
Fiduprevisora S.A. Así mismo, podrá solicitar información relativa a protección de datos personales en
los siguientes canales de atención: Dirección Calle 72 No. 10-03, Bogotá, Teléfono (1) 5945111 o al
correo electrónico: protecciondedatos@fiduprevisora.com.co. “Defensoría del Consumidor Financiero
– Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity de la
ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. Correo electrónico:
defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com, de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada
continua”. Las funciones del Defensor del Consumidor son: dar trámite a las quejas contra las
entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros ante la
institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del
Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al público
de la entidad. Asimismo, tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule
recomendaciones y propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones
entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del
Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los
siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido
vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor Financiero"
disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store.
Fiduprevisora S.A. remite la información contenida en este mensaje de datos por considerar que es de
su interés.
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Al contestar por favor cite: 

Radicado No.: 20221181245481 
Fecha: 06-06-2022 

 

 
Señores 
JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CALI 
of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co 
CALI – VALLE DEL CAUCA 
E. S. D. 

 

RADICADO No. 76001333301120220003100 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DE DERECHO 

DEMANDANTE JOSE ALBEIRO URIBE RODRIGUEZ 

DEMANDADO NACION - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FONDO 

NACIONAL DE PRESTACINES SOCIALES DEL MAGISTERIO - FOMAG 

- FIDUPREVISORA 

ASUNTO CONTESTACIÓN DE DEMANDA 

 

 
EDID PAOLA ORDUZ TRUJILLO, identificada con Cédula de Ciudadanía No. 53.008.202 de Bogotá, y 
portadora de la Tarjeta Profesional No. 213.648 del Consejo Superior de la Judicatura actuando calidad de 
apoderada del Ministerio de Educación Nacional, - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en 
concordancia a sustitución del poder dada por el doctor LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, de conformidad a 
las atribuciones otorgadas por medio de escritura pública 522 del 28 de marzo de 2019, de la notaria treinta y 
cuatro (34) del círculo de Bogotá, D.C.,  dadas por el doctor LUIS GUSTAVO FIERRO MAYA en su calidad de 
jefe de oficina Asesora Jurídica de la entidad aquí demandada, de conformidad a la resolución 002029 del 04 
de Marzo de 2019 que reposa como anexo de la escritura anteriormente referenciada, para la defensa judicial 
de la Nación – Ministerio de Educación Nacional Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, lo 
dispuesto en el Artículo 9 de la Ley 489 de 1998 y demás normas concordantes, encontrándome dentro del 
término legal, procedo a CONTESTAR LA DEMANDA, en el mismo orden metodológico planteado por la parte 
actora: 
 

I. PRETENSIONES 

 

Actuando en nombre y representación de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, me opongo a TODAS Y CADA UNA DE LAS 

PRETENSIONES SOLICITADAS EN LA DEMANDA, SUS DECLARACIONES Y CONDENAS, por carecer de 

fundamentos de derecho, debiéndose absolver a mi representada de lo pretendido en esta instancia, y en su 

lugar imponer condena en costas a la actora. 

 

 



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

A. Principales: 

 

1. Me opongo: El Acto Administrativo identificado como oficio N°. 2021-EE-343249 del 10/6/2021, se ha 

de mantener incólume; puesto qué, fáctica y jurídicamente es imposible que se configure la 

“indemnización por consignación extemporánea” de la prestación docente, dado que la totalidad de los 

recursos destinados a los Entes Territoriales, una vez emanan de La Nación (en virtud al Régimen 

General de Participaciones), no son consignados a la cuenta bancaria que dicho Ente tiene registrada 

en la Dirección General del Tesoro Nacional, sino que, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público 

descuenta los rubros pertenecientes a las prestaciones sociales docentes, tal como lo regula la Ley 

715 de 2001 y el Decreto 3752 de 2003, y los gira directamente al FOMAG. Por ende, mucho antes 

del 15 de febrero de la anualidad siguiente a la causación de las cesantías, los recursos ya han sido 

pre-girados al Fondo, y reposan en este, hallándose disponibles para el pago de cesantías parciales, 

definitivas, e intereses. 

Adicionalmente, porque el FOMAG es un Patrimonio Autónomo destinado al pago de las prestaciones sociales 
docentes, motivo lógico por el cual no ostenta, ni le es equiparable la calidad de “Empleador” de que trata el 
Art. 99 Núm. 3º de la Ley 50 de 19901, respecto del Ente Territorial o Nominador. 

Aunado a ello, porque la liquidación de los intereses y su fecha de pago dista abruptamente del previsto en la 
norma general, además de serle más beneficioso; motivos suficientes para imposibilitar la aplicación del Núm. 
3º del Art. 1º de la Ley 52 de 19752. No se cumplen los requisitos jurisprudenciales para aplicar el principio de 
favorabilidad, y se vulneraría el presupuesto de inescindibilidad o conglobamento. 

 

2. Me opongo: El Acto Administrativo identificado como oficio N°. CAL2021EE027789del 10/28/2021, se 

ha de mantener incólume; puesto qué, fáctica y jurídicamente es imposible que se reconozca y pague 

la sanción moratoria por consignación extemporánea de la prestación docente, dado que la totalidad 

de los recursos destinados a los Entes Territoriales, una vez emanan de La Nación (en virtud al 

Régimen General de Participaciones), no son consignados a la cuenta bancaria que dicho Ente tiene 

registrada en la Dirección General del Tesoro Nacional, sino que, el Ministerio de Hacienda y Crédito 

Público descuenta los rubros pertenecientes a las prestaciones sociales docentes, tal como lo regula 

la Ley 715 de 2001 y el Decreto 3752 de 2003, y los gira directamente al FOMAG. Por ende, mucho 

antes del 15 de febrero de la anualidad siguiente a la causación de las cesantías, los recursos ya han 

sido pre-girados al Fondo, y reposan en este, hallándose disponibles para el pago de cesantías 

parciales, definitivas, e intereses. 

3. Me opongo: El Acto Administrativo identificado como oficio N°. 20221090035831 del 1/6/2022, se ha 

de mantener incólume; puesto qué, fáctica y jurídicamente es imposible que se reconozca y pague la 

sanción moratoria, adicionalmente como quiera que la suerte de lo accesorio sigue la suerte de lo 

principal, aunado a que la normatividad que pretende la parte actora se aplique al sub examine, esto 

es, el artículo 99 de la Ley 50 de 1990 es de aplicación exclusiva para trabajadores particulares y no 

para los docentes afiliados al FOMAG quienes tiene norma especial, y se les aplica para el pago de 

los intereses a las cesantías el artículo 15 de la Ley 91 de 1989 que valga decir, se caracteriza por 

tener condiciones perse más beneficiosas que las del régimen general, por lo tanto, al aplicar a un 

régimen especial que cuenta con mayores beneficios, beneficios adicionales de normas de régimen 



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

general desborda no solo su sostenibilidad financiera, si no que genera una inequidad desbordante 

entre los individuos beneficiarios del régimen especial y el resto de la población. 

4. Me opongo: El Acto Administrativo identificado como oficio N°. 20211093024391 del 10/6/2021, se ha 

de mantener incólume; puesto qué, fáctica y jurídicamente es imposible que se reconozca y pague la 

sanción moratoria, adicionalmente como quiera que la suerte de lo accesorio sigue la suerte de lo 

principal, aunado a que la normatividad que pretende la parte actora se aplique al sub examine, esto 

es, el artículo 99 de la Ley 50 de 1990 es de aplicación exclusiva para trabajadores particulares y no 

para los docentes afiliados al FOMAG quienes tiene norma especial, y se les aplica para el pago de 

los intereses a las cesantías el artículo 15 de la Ley 91 de 1989 que valga decir, se caracteriza por 

tener condiciones perse más beneficiosas que las del régimen general, por lo tanto, al aplicar a un 

régimen especial que cuenta con mayores beneficios, beneficios adicionales de normas de régimen 

general desborda no solo su sostenibilidad financiera, si no que genera una inequidad desbordante 

entre los individuos beneficiarios del régimen especial y el resto de la población. 

 

B. Subsidiarias: 

 

1. Me opongo, en vista de que la suerte de lo accesorio, sigue la suerte de lo principal y ante la 

improcedente declaratoria de nulidad, no es dable acceder al reconocimiento y pago de la mentada 

indemnización moratoria por la no consignación oportuna de las cesantías, pues pasa por alto la parte 

actora que los destinatarios de la norma que pretende se aplique al sub lite no son otros que servidores 

públicos del orden territorial afiliados a sendos fondos de cesantías que ellos elijan, circunstancia que 

no es aplicable a los afiliados al régimen especial docente puesto que conforme a la ley 91 de 1989 y 

a diferentes precedentes jurisprudenciales, los docentes son empleados públicos del orden nacional 

que se encuentran afiliados de forma obligatoria al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, circunstancia que implica que el funcionamiento operativo, administrativo y financiero de 

uno y otro régimen sean completamente distintos. 

 

2. Me opongo, en vista de que la suerte de lo accesorio, sigue la suerte de lo principal y ante la 

improcedente declaratoria de nulidad, no es dable acceder al reconocimiento y pago de la mentada 

indemnización moratoria por la no consignación oportuna de los intereses a las cesantías, pues la ley 

50 de 1990 no trae consigo la causación de indemnización moratoria por la consignación tardía de los 

intereses a las cesantías sino que se refiere únicamente a la consignación inoportuna de las cesantías, 

aunado al hecho que la apoderada de la parte actora olvida que la liquidación de los intereses a las 

cesantías para los beneficiarios del régimen especial docente implica condiciones más benéficas 

respecto de la contemplada por la norma en cita, circunstancia que vulnera el principio de 

inescindibilidad o conglobamiento de las normas. 

 

3. Me opongo, en vista de que la suerte de lo accesorio, sigue la suerte de lo principal y ante la 

improcedente declaratoria de nulidad, no es dable acceder al reconocimiento y pago de la mentada 

indemnización moratoria por la no consignación oportuna de los intereses a las cesantías, pues la ley 

50 de 1990 no trae consigo la causación de indemnización moratoria por la consignación tardía de los 



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

intereses a las cesantías sino que se refiere únicamente a la consignación inoportuna de las cesantías, 

aunado al hecho que la apoderada de la parte actora olvida que la liquidación de los intereses a las 

cesantías para los beneficiarios del régimen especial docente implica condiciones más benéficas 

respecto de la contemplada por la norma en cita, circunstancia que vulnera el principio de 

inescindibilidad o conglobamiento de las normas. 

 

C. Restablecimiento del derecho: 

 

1. Me opongo, por cuanto a sentencia de unificación SU-098 de 2018, dictada por la Corte Constitucional, 

radicación No. T-6.736.200, hace referencia a un caso en concreto, dicha sentencia tiene efectos 

interpartes y las condiciones ostentadas por el docente resultan ser distintas a las del aquí 

demandante, adicionalmente no existe sentencia condenatoria, ni orden en sede judicial que obligue 

a mi representada. 

 

2. Me opongo, en vista de que la suerte de lo accesorio, sigue la suerte de lo principal y ante la 

improcedente declaratoria de nulidad, no es dable acceder al reconocimiento y pago de la mentada 

indemnización moratoria por la no consignación oportuna de las cesantías, pues pasa por alto la parte 

actora que los destinatarios de la norma que pretende se aplique al sub lite no son otros que servidores 

públicos del orden territorial afiliados a sendos fondos de cesantías que ellos elijan, circunstancia que 

no es aplicable a los afiliados al régimen especial docente puesto que conforme a la ley 91 de 1989 y 

a diferentes precedentes jurisprudenciales, los docentes son empleados públicos del orden nacional 

que se encuentran afiliados de forma obligatoria al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, circunstancia que implica que el funcionamiento operativo, administrativo y financiero de 

uno y otro régimen sean completamente distintos. 

 

3. Me opongo, en vista de que la suerte de lo accesorio, sigue la suerte de lo principal y ante la 

improcedente declaratoria de nulidad, no es dable acceder al reconocimiento y pago de la mentada 

indemnización moratoria por la no consignación oportuna de los intereses a las cesantías, pues la ley 

50 de 1990 no trae consigo la causación de indemnización moratoria por la consignación tardía de los 

intereses a las cesantías sino que se refiere únicamente a la consignación inoportuna de las cesantías, 

aunado al hecho que la apoderada de la parte actora olvida que la liquidación de los intereses a las 

cesantías para los beneficiarios del régimen especial docente implica condiciones más benéficas 

respecto de la contemplada por la norma en cita, circunstancia que vulnera el principio de 

inescindibilidad o conglobamiento de las normas. 

 

4. Me opongo a que se ordene a la NACION- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, al ajuste de valor, indexación y/o actualización de 

la condena, pues al no ser procedente el reconocimiento de suma alguna, la misma suerte corre la 

pretensión de este numeral. No obstante, es menester tener en cuenta al momento de desatar la litis 

que lo pretendido en este medio de control y en este numeral no es perse una prestación social sino 

una simple penalidad que no reviste un asunto de pleno derecho. 

 



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

5. Me opongo a que se condene a la NACION- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, al pago de intereses moratorios como quiera que lo 

pretendido en este medio de control es un dislate jurídico que carece de sustento legal pues vulnera 

el principio de conglobamiento de la norma. 

 

6. Me opongo, de modo que la legislación es clara al afirmar que se tiene el Derecho a la legítima defensa 

y por ende no se debe condenar en costa si no hay gastos en los que hizo incurrir la parte vencida de 

conformidad con lo dispuesto por el artículo 365 Código General del Proceso. 

 

 

II. A LOS HECHOS 

 

1. Se admite como cierto atendiendo a que de la documental aportada como prueba al expediente. 

 

2. No me consta tal manifestación, en atención a que la misma se apoya en documentales que no son 

expedidas por mi representada, por lo que deberá ser el señor Juez quien determine la veracidad del 

mismo y otorgue el ajustado valor probatorio el desarrollo de la Litis. 

 

3. No se admite, como quiera que las fechas en las que según la parte actora debieron ser “consignadas” 

las cesantías y los intereses a las cesantías no corresponden a las preceptuadas en el régimen 

especial docente, pues olvida la parte demandante que conforme al Comunicado No. 008 de 11 de 

diciembre de 2020 en el que se estableció que con el fin de dar cumplimiento al Acuerdo No. 39 de 

1998, se realizaron precisiones tales como que la fecha de recibo “…de reportes de cesantías para 

todas las Secretarías de Educación a nivel nacional, es hasta el 05 DE FEBRERO DE 2021.”, razón 

por la que no es dable aplicar el artículo 99 de la Ley 50 de 1990 al no existir presupuestalmente forma 

de consignar extemporáneamente las cesantías de los docentes oficiales, por encontrarse dichas 

cesantías garantizadas con los recursos del fondo para la fecha en que la norma describe el límite de 

consignación (antes del 15 de febrero de la vigencia siguiente). Por sí lo anterior fuese poco, no existe 

consignación anual antes del 15 de febrero, teniendo en cuenta que durante la misma vigencia 

presupuestal se descuenta del presupuesto de las entidades territoriales una doceava parte del situado 

fiscal para reservar el valor del pasivo prestacional de los docentes, incluyendo las cesantías. 

 

4. No me consta tal manifestación, en atención a que la misma se apoya en documentales que no son 

expedidas por mi representada, por lo que deberá ser el señor Juez quien determine la veracidad del 

mismo y otorgue el ajustado valor probatorio el desarrollo de la Litis. 

 

5. No me consta tal manifestación, en atención a que la misma se apoya en documentales que no son 

expedidas por mi representada, por lo que deberá ser el señor Juez quien determine la veracidad del 

mismo y otorgue el ajustado valor probatorio el desarrollo de la Litis. 

 



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

6. No me consta tal manifestación, en atención a que la misma se apoya en documentales que no son 

expedidas por mi representada, por lo que deberá ser el señor Juez quien determine la veracidad del 

mismo y otorgue el ajustado valor probatorio el desarrollo de la Litis. 

 

7. No me consta tal manifestación, en atención a que la misma se apoya en documentales que no son 

expedidas por mi representada, por lo que deberá ser el señor Juez quien determine la veracidad del 

mismo y otorgue el ajustado valor probatorio el desarrollo de la Litis. 

 

8. No me consta tal manifestación, en atención a que la misma se apoya en documentales que no son 

expedidas por mi representada, por lo que deberá ser el señor Juez quien determine la veracidad del 

mismo y otorgue el ajustado valor probatorio el desarrollo de la Litis. 

 

9. No me consta tal manifestación, en atención a que la misma se apoya en documentales que no son 

expedidas por mi representada, por lo que deberá ser el señor Juez quien determine la veracidad del 

mismo y otorgue el ajustado valor probatorio el desarrollo de la Litis. 

 

10. Se admite como cierto atendiendo a que de la documental aportada como prueba al expediente. 

11. Se admite como cierto atendiendo a que de la documental aportada como prueba al expediente. 

 

 

III. ARGUMENTOS DE DEFENSA 

 

Teniendo en cuenta que el problema jurídico se circunscribe a si les asiste derecho a los docentes oficiales a 

reclamar el pago de la sanción moratoria prevista en la Ley 50 de 1990 en su artículo 99, por la consignación 

tardía de las cesantías anualizadas, es menester memorar que de conformidad con el artículo 1 del Decreto 

1582 de 1998 son destinatarios del régimen de liquidación y pago de las cesantías contemplado en la ley 344 

de 1996, los servidores públicos del nivel territorial y vinculados a partir del 31 de diciembre de 1996 que se 

afilien a los fondos privados de cesantías,  circunstancia que valga decir, no es aplicable a los docentes 

vinculados al régimen especial docente como pasa a verse: 

El inciso tercero del artículo 15 de la Ley 91 de 1989 «por la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio» en el inciso, reza: 

 

“ARTÍCULO  15. A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente nacional y nacionalizado 

y el que se vincule con posterioridad al 1 de enero de 1990 será regido por las siguientes 

disposiciones: 

 

… “Los docentes nacionales y los que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990, para efectos de las 

prestaciones económicas y sociales se regirán por las normas vigentes aplicables a los empleados 

públicos del orden nacional, Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de 1978, o que se expidan 

en el futuro, con las excepciones consagradas en esta Ley.” (subrayas fuera de texto). 

 



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

Colofón de lo expuesto es claro que los docentes son considerados no solo por ministerio de la ley sino por el 

precedente jurisprudencial del Máximo Órgano de Cierre de lo Contencioso Administrativo como empleados 

públicos del orden nacional, razón por la que se desvirtúa la calidad de servidores públicos del orden 

territorial previsto en el Decreto 1582 de 1998 que reglamentó la Ley 344 de 1996. 

 

Por otra parte, y teniendo en cuenta que la norma bajo estudio implica que los destinatarios estén afiliados a 

fondos privados de cesantías, es menester memorar que el Legislador a través de la Ley 91 de 1989 creo el 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio con la finalidad de crear un patrimonio autónomo en 

aras de conciliar los intereses de los educadores definiendo las responsabilidades en materia prestacional y 

los mecanismos con los que se financiaran y administraran las mismas. En este sentido y en lo atinente a las 

cesantías el artículo 15, numeral 3, de la Ley 91 de 1989 fijó: 

 

“3. Cesantías: Para los docentes nacionalizados vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, el 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio pagará un auxilio equivalente a un mes de 

salario por cada año de servicio o proporcionalmente por fracción de año laborado, sobre el último 

salario devengado, si no ha sido modificado en los últimos tres meses, o en caso contrario sobre el 

salario promedio del último año. 

 

Para los docentes que se vinculen a partir del 1. de enero de 1990 y para los docentes nacionales 

vinculados con anterioridad a dicha fecha, pero sólo con respecto a las cesantías generadas a partir 

del 1o. de enero de 1990, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio reconocerá y 

pagará un interés anual sobre saldo de estas cesantías existentes al 31 de diciembre de cada año, 

liquidadas anualmente y sin retroactividad, equivalente a la suma que resulte de aplicar la tasa de 

interés, que de acuerdo con certificación de la Superintendencia Bancaria, haya sido la comercial 

promedio de captación del sistema financiero durante el mismo período. Las cesantías del personal 

nacional docente, acumuladas hasta el 31 de diciembre de 1989, que pasan al Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, continuarán sometidas a las normas generales vigentes para 

los empleados públicos del orden nacional.” (Subrayado y negrilla fuera de texto) 

 

En este orden de ideas y respecto a los recursos por los que se encuentra financiado el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio que valga decir provienen por disposición legal de la Nación, de 

conformidad con el artículo 5 de la Ley 91 de 1989, se estableció: 

 

“Artículo 12º.- Recursos. El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio llevará registros 

por entidad territorial y establecimiento público oficial. Al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio ingresarán los siguientes recursos: 1. El 5% del sueldo básico mensual del personal 

docente afiliado.  

2. Las cuotas personales de inscripción equivalentes a una tercera parte del primer sueldo mensual 

devengado, y una tercera parte de sus posteriores aumentos.  

3. El aporte de la entidad territorial o establecimiento público oficial, según sea el caso, equivalente al 

ocho por ciento (8%) mensual, liquidado sobre factores salariales que forman parte del rubro de pago 

por los servicios personales de los docentes.  



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

4 El aporte de la entidad territorial o establecimiento público oficial, según sea el caso, equivalente a 

una doceava anual, liquidada sobre factores salariales que forman parte del rubro de servicios 

personales de los docentes.  

5. El 5% de cada mesada pensional que pague el Fondo, incluidos las mesadas adicionales, como 

aporte de los pensionados.  

6. Las sumas que deba recibir de las entidades territoriales o de los establecimientos públicos oficiales, 

según sea el caso, por concepto de la deuda resultante del estudio actuarial.  

7. Los bonos pensionales, y 8. Los recursos que reciba por cualquier otro concepto. 

 

Por otra parte, la ley 50 de 1990 de la cual valga memorar son destinatarios los servidores públicos del orden 

territorial que se afilien al fondo privado de cesantías en su artículo 99 previó: 

 

“«Artículo 99º.- El nuevo régimen especial de auxilio de cesantía, tendrá las siguientes características:  

1ª. El 31 de diciembre de cada año se hará la liquidación definitiva de cesantía, por la anualidad o por 

la fracción correspondiente, sin perjuicio de la que deba efectuarse en fecha diferente por la 

terminación del contrato de trabajo.  

2ª. El empleador cancelará al trabajador los intereses legales del 12% anual o proporcionales por 

fracción, en los términos de las normas vigentes sobre el régimen tradicional de cesantía, con respecto 

a la suma causada en el año o en la fracción que se liquide definitivamente.” 

3ª. El valor liquidado por concepto de cesantía se consignará antes del 15 de febrero del año siguiente, 

en cuenta individual a nombre del trabajador en el fondo de cesantía que él mismo elija. El empleador 

que incumpla el plazo señalado deberá pagar un día de salario por cada día de retardo.” (Subrayas 

fuera de texto). 

 

De lo anterior se desprenden las siguientes conclusiones: 

 

1. Los docentes son destinatarios del régimen especial consagrado en la Ley 91 de 1989 como empleados 

públicos del orden nacional. 

2. Se encuentran afiliados de forma obligatoria al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y 

no a una cuenta individual elegida por el docente. 

3. Tanto la liquidación de las cesantías como el trámite de la consignación son distintos para uno y otro 

régimen, circunstancia que abre paso a la necesidad de verificar si es dable la aplicación del principio de 

favorabilidad como consecuencia de la inexistencia de la sanción moratoria por la no consignación 

oportuna de las cesantías en el régimen especial docente. 

 

Trámite para reconocimiento y pago de las cesantías a favor de los docentes. 

 

Sobre este tópico, es menester indicar que en tratándose del régimen especial docente, el Decreto 2831 de 

200 5 en su artículo 2 establece: 

“Artículo 2°. Radicación de solicitudes. Las solicitudes de reconocimiento de prestaciones sociales, 

deberán ser radicadas en la secretaría de educación, o la dependencia o entidad que haga sus veces, 

de la respectiva entidad territorial certificada a cuya planta docente pertenezca o haya pertenecido el 

solicitante o causahabiente, de acuerdo con el formulario adoptado para el efecto por la sociedad 



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

fiduciaria encargada de administrar los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio. 

 

La sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo, implementará un sistema de 

radicación único, que registre las solicitudes de reconocimiento de prestaciones económicas que deba 

pagar el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en forma simultánea en la 

respectiva entidad territorial certificada y en la sociedad fiduciaria y que permita a los solicitantes 

conocer electrónicamente el estado de su trámite.” (Subrayas fuera de texto). 

 

De lo anterior se desprende que las prestaciones económicas se reconocen a solicitud de la parte interesada, 

tanto así que el inciso 1° del artículo 5 del Acuerdo 34 de 1998 emitido por el Consejo Directivo del Fondo de 

Prestaciones Sociales del Magisterio estableció la periodicidad respecto a la radicación de solicitudes de pago 

de cesantías, aunado a que la prestación no opera de pleno derecho sino que existen causales de índole legal 

para el retiro de las mismas , circunstancia implica que las cesantías no sean consignadas como lo aduce el 

demandante en el mes de febrero de cada anualidad sino que las mismas son reconocidas mediante acto 

administrativo emitido por la Secretaria de Educación a la que se encuentre vinculado previa solicitud del 

interesado. 

 

Por lo expuesto y teniendo en cuenta que la parte demandante no acreditó que solicito ante mi mandante el 

pago de las cesantías que alega, “no fueron consignadas”, lo cierto es que lo pretendido en este medio de 

control no se acompasa con el régimen especial docente, aunado a que siquiera se dio a la administración la 

oportunidad de pronunciarse respecto a la solicitud de las cesantías que evidentemente no fue solicitada. 

 

Principio de favorabilidad para el reconocimiento de la sanción moratoria prevista en el numeral 3º del 

artículo 99 de la Ley 50 de 1990 al personal docente del sector oficial afiliado al FOMAG. 

 

El Código Sustantivo del Trabajo en su artículo 21, contempla el principio de favorabilidad, así:  

 

"En caso de conflicto o duda sobre la aplicación de normas vigentes de trabajo, prevalece la más 

favorable al trabajador. La norma que se adopte debe aplicarse en su integridad." 

La jurisprudencia de la Corte Constitucional lo ha entendido como: 

 

“Este mandato constitucional establece una serie de derechos y garantías mínimas fundamentales en 

favor de los trabajadores, que no pueden ser desconocidos. Entre estos, se encuentra el principio de 

favorabilidad en la aplicación de las normas jurídicas laborales o en la interpretación de éstas, lo cual 

supone que el funcionario público deberá optar por dar aplicación a la situación más favorable para el 

trabajador cuando exista un conflicto de normas jurídicas o dudas en la interpretación de una 

determinada norma jurídica.” 

 

Descendiendo al tema que nos ocupa es claro que la figura jurídica de la sanción moratoria encuentra dos 

fuentes normativas distintas (Ley 50 de 1990 y Ley 244 de 1995 modificada por la Ley 1071 de 2006), se origina 

en causas disímiles. En este sentido, el Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

Segunda Subsección “B” mediante sentencia radicado 76001-23-31-000-2009-00867-01 de 24 de enero de 

2019 con ponencia de la Consejera Ponente Dra. Sandra Lisset Ibarra Vélez, dejo las siguientes enseñanzas: 

 

“Cabe anotar que la figura jurídica de la sanción moratoria, que se encuentra en dos fuentes 

normativas distintas (Ley 50 de 1990 y Ley 244 de 1995 modificada por la Ley 1071 de 2006), se 

origina en causas disímiles. Por ejemplo, una de ellas es que la sanción que contempla la Ley 50 de 

1990 se origina ante la no consignación del empleador en los términos previstos por el Legislador, 

mientras que la sanción prevista en la Ley 244 de 1995 se da en razón a la solicitud del interesado y 

la consignación tardía luego de que se emite el respectivo acto administrativo que reconoce la 

liquidación del auxilio de cesantías, de forma parcial o total, a favor del trabajador. Además, la sanción 

moratoria prevista en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, está sujeta al fenómeno de la prescripción.” 

 

Más adelante continúa diciendo: 

“…Sobre el particular, es preciso que la Sala de decisión deje sentada su posición, para señalar que 

el principio de favorabilidad contemplado en el artículo 53 de la Constitución Política, ha sido definido 

por la doctrina como la «facultad que tiene el juez de trabajo para resolver los casos de conflicto entre 

dos o más disposiciones legales o contractuales, mediante la aplicación de aquella que más favorezca 

y proteja el interés del trabajador, independientemente de su origen, naturaleza o rango jerárquico» . 

Al respecto, esta Corporación , ha señalado que la potestad del juez para optar por la regla más 

favorable para resolver un caso, implica necesariamente la concurrencia de dos elementos: «(i) la 

duda seria y objetiva ante la necesidad de elegir entre dos o más interpretaciones, ello, en función de 

la razonabilidad argumentativa y solidez jurídica que una u otra interpretación tengan; y (ii) la noción 

de interpretaciones concurrentes, pues además de generar duda, deben ser aplicables a los 

supuestos de hecho de las disposiciones normativas en juego y a las situaciones fácticas concretas.» 

 

48. Tal como se expuso en la sentencia revisada por la Corte Constitucional y que fuere dejada 

sin efectos, en el caso del demandante no se configuraba la conflictividad de disposiciones aplicables 

o una dualidad de interpretaciones de una misma disposición normativa, entre las cuales, el juez debía 

determinar el precepto que conllevara mayor favorabilidad al empleado. 

 

49. Lo anterior, por cuanto la finalidad del legislador y de manera conjunta con el Gobierno 

Nacional al crear el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, era precisamente unificar 

el sistema prestacional de los maestros del sector público, que con ocasión de la diversidad de 

regímenes que obedecían a las vinculaciones con las diferentes entidades territoriales, generó un 

grave desorden y desigualdad que pretendió eliminarse con la expedición de la Ley 91 de 1989…” 

(Subrayas fuera de texto). 

 

… 51. De lo expuesto hasta este punto, se establece que tanto el Gobierno al presentar el proyecto 

de ley, como el Congreso al debatirlo, coincidieron en la finalidad de crear un patrimonio autónomo 

administrado por una entidad fiduciaria estatal que en términos del legislador permitiera «mantener el 

equilibrio del Fondo y delimitar las responsabilidades de cotización entre la Nación y los maestros», 

en aras de «conciliar los intereses nacionales con los de los educadores», a través de la 

implementación de una norma que definiera en forma clara, las responsabilidades en materia 



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

prestacional y replanteara los mecanismos financieros y administrativos que en aquella época existían 

para el pago de las obligaciones ya existentes, así como las futuras relacionadas con los docentes del 

sector oficial.” 

 

Ahora bien, en lo que respecta a las cesantías señaló: 

 

“53. Lo anterior, en modo alguno permitiría inferir que uno y otro régimen prestacional son 

similares, dado que las sociedades administradoras de fondos de cesantías, cuyas características, 

por facultad de la ley, se establecieron por el Gobierno a través de decreto pueden equipararse a la 

naturaleza de la cuenta especial de la Nación creada para el manejo de las prestaciones sociales y 

los servicios de salud de los afiliados al FOMAG; así como tampoco puede concluirse que la intención 

del legislador fuese equiparar a los docentes beneficiarios de la Ley 91 de 1989, respecto del sistema 

previsto en la Ley 50 de 1990 y que se extendió únicamente a trabajadores particulares y aquellos 

servidores públicos afiliados a fondos de carácter privada.” (Subrayas fuera de texto). 

 

Colofón de lo expuesto es claro que se trata no solo de dos regímenes completamente disimiles tanto en la 

liquidación como en la forma de pago, sino que además cada una de ellas tiene destinatarios distintos, pues 

se itera, la ley 50 de 1990 prevé su aplicación a los servidores públicos del nivel territorial afiliados a un fondo 

privado de cesantías y los docentes son empleados públicos del orden nacional afiliados por disposición legal 

única y exclusivamente a la cuenta especial de la Nación, mientras que los trabajadores particulares tienen 

derecho a escoger libremente el fondo de cesantías que mayor rentabilidad pueda generar a la administración 

de las mismas. 

 

Sobre este tópico se refirió la jurisprudencia objeto de desarrollo:  

 

“57. Sobre el particular, esta Subsección precisa que en materia de cesantías en el caso de los 

docentes afiliados al FOMAG existe una regulación especial, en tanto que: En primer lugar, el fondo 

administrador de la señalada prestación social es el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio…” 

 

Aunado a lo anterior y en lo atinente a la forma de liquidación y administración y/o manejo de las cesantías en 

uno y otro régimen, el Órgano de Cierre hace la siguiente distinción: 

 

“… en tratándose de la Ley 50 de 1990, el legislador previó en el artículo 99 ibídem, la liquidación 

definitiva a 31 de diciembre, por la anualidad o fracción, valor que deberá ser consignado por parte 

del empleador antes del 15 de febrero del año siguiente, en la cuenta individual a nombre del 

trabajador y en el fondo de cesantías escogido por este.  En cambio, la administración de los recursos 

que por concepto de cesantías tiene a su cargo el FOMAG, se efectúa de manera distinta, por cuanto 

estos provienen del Sistema General de Participaciones para educación, los cuales se descuentan 

directamente de los rubros que se distribuyen anualmente para la prestación del servicio y que deben 

ser presupuestados por la entidad territorial sin situación de fondos.  

60. De igual manera, de conformidad con el artículo 3º del Acuerdo 39 de 1998  expedido por el 

FOMAG, la entidad territorial deberá remitir a la Oficina Regional del Fondo del Magisterio a cargo de 



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

la secretaría de educación del departamento o del distrito capital, las liquidaciones anuales de 

cesantías del grupo de docentes a su cargo, reportadas en los formatos diseñados por el Ministerio 

de Educación Nacional y en los primeros 20 días del mes de enero de cada año; sin embargo, los 

valores que gira el Ministerio de Hacienda y Crédito Público a la Fiduprevisora S.A. por el SGP, son 

manejados bajo el concepto de unidad de caja, sin que se proceda a consignarle a cada docente en 

una cuenta individual, ya que todos los recursos que ingresan al Fondo del Magisterio son destinados 

a cubrir las prestaciones económicas cuando estas sean exigibles, verbi gratia, en tratándose de las 

cesantías, el FOMAG por intermedio de la Fiduprevisora S.A. generará el pago por ventanilla de los 

valores correspondientes a la liquidación parcial solicitada por el educador en los eventos autorizados 

por la ley, lo cual implica que sus afiliados sí pueden disponer del auxilio cuando queden cesantes o 

para financiar la educación y para la adquisición, construcción, mejora o liberación de bienes raíces 

destinados a su vivienda cuando así lo soliciten. (Subrayas fuera de texto). 

 

Por sí lo anterior no fuese poco, en el régimen especial docente no existe consignación anual antes del 15 de 

febrero, teniendo en cuenta que durante la misma vigencia presupuestal se descuenta del presupuesto de las 

entidades territoriales una doceava parte del situado fiscal para reservar el valor del pasivo prestacional de los 

docentes, incluyendo las cesantías, descartando inmediatamente la sanción mora por consignación 

extemporánea, de conformidad con las siguientes normas: 

 

“La Ley 715 de 2001 por medio de la cual se dictan normas orgánicas en materia de recursos y com-

petencias para organizar la prestación de los servicios de educación y salud, que establece en su 

artículo 18:  

 

“Administración de los recursos. Los departamentos, los distritos y los municipios certificados 

administrarán los recursos del Sistema General de Participaciones en cuentas especiales e 

independientes de los demás ingresos de las entidades territoriales. Estos dineros no harán unidad 

de caja con las demás rentas y recursos de la entidad territorial. Estos recursos, del sector educativo, 

no podrán ser objeto de embargo, pignoración, titularización o cualquier otra clase de disposición 

financiera.  

 

Parágrafo 1°. Las sumas correspondientes a los aportes patronales y del afiliado, de seguridad social 

y parafiscales de las entidades territoriales por concepto del personal docente de las instituciones 

educativas estatales, se descontarán directamente de los recursos de la participación para educación 

del Sistema General de Participaciones. La Nación contará con un plazo no mayor de dos años para 

perfeccionar el proceso de descuentos, con la información de las entidades territoriales.  

 

Parágrafo 2°. Los recursos que correspondan al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

incluidos los del Fonpet, serán descontados directamente por parte del Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público, y girados al Fondo.  

 

Parágrafo 3°. El porcentaje de la cesión del Impuesto a las Ventas asignado a las cajas 

departamentales de previsión y al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, con 

destino al pago definitivo de las cesantías y pensiones del personal docente nacionalizado, en virtud 



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

de la Ley 43 de 1975 y otras disposiciones, hace parte de la participación para educación del Sistema 

General de Participaciones y conserva su destinación.  

 

Parágrafo 4°. El valor del cálculo actuarial correspondiente a los docentes que se pagaban con 

recursos propios de las entidades territoriales, financiados y cofinanciados, así como de los 

establecimientos públicos que se hubieren afiliado al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, representará el saldo consolidado de la deuda de cada una de las entidades territoriales 

responsables. Para establecer el valor del saldo consolidado de la deuda se tendrán en cuenta los 

aportes y amortizaciones de deuda realizados por las entidades territoriales hasta la fecha de 

consolidación. El saldo consolidado de la deuda se pagará con los recursos que de conformidad con 

la presente ley se trasladen al Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales, Fonpet, 

para el pago del pasivo prestacional del sector educación. Para estos efectos el Fonpet realizará la 

transferencia correspondiente. En todo caso, una vez cancelado el saldo consolidado de la deuda los 

recursos trasladados al Fonpet conservarán su destinación al pago de obligaciones pensionales del 

sector educación.” (Subrayado y negrilla fuera de texto) 

 

La misma Ley 715 en su artículo 36 fijó sobre la incorporación de costos al Sistema General de Participaciones 

para Educación, lo siguiente:  

 

“La incorporación de los costos al Sistema General de Participaciones a que se refiere el inciso dos 

del parágrafo 1º del artículo 357 de la Constitución, se realizará el 1º de enero del año 2002.  

Para determinar el costo de la prestación del servicio, se tomará como base el costo de los docentes 

y personal administrativo y directivo de los planteles educativos a 1º de noviembre del año 2000, 

financiado con los recursos de la participación de los municipios en los ingresos corrientes de la 

Nación, el situado fiscal, los recursos adicionales del situado fiscal y los recursos propios de 

departamentos y municipios, sin que la participación para educación exceda el 58.5% del total de los 

recursos del Sistema General de Participaciones.” (Subrayado fuera de texto)  

 

Así mismo, el antecedente de lo expuesto se evidencia en la Ley 91 de 1989 que en su artículo 8 indicó sobre 

los recursos que harían parte de las reservas del FOMAG para el pago prestaciones a su cargo incluidas las 

cesantías, regulo el tema así:  

 

“Artículo 8. El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, estará constituido por los 

siguientes recursos:  

1. El 5% del sueldo básico mensual del personal afiliado al Fondo.  

2. Las cuotas personales de inscripción equivalentes a una tercera parte del primer sueldo mensual 

devengado, y una tercera parte de sus posteriores aumentos.  

3. El aporte de la Nación equivalente al 8% mensual liquidado sobre los factores salariales que forman 

parte del rubro de pago por servicios personales de los docentes.  

4. El aporte de la Nación equivalente a una doceava anual, liquidada sobre los factores 

salariales que forman parte del rubro de servicios personales de los docentes.  

5. El 5% de cada mesada pensional que pague el Fondo, incluidas las mesadas adicionales, como 

aporte de los pensionados.  



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

6. El 5 por mil, de que hablan las Leyes 4a. de 1966 y 33 de 1985, a cargo de los docentes, de toda 

nómina que les pague la Nación por servicios personales.  

7. El porcentaje del IVA que las entidades territoriales destinen para el pago de las prestaciones del 

Magisterio.  

8. Las sumas que debe recibir de la Nación y de las entidades territoriales por concepto de las 

prestaciones sociales adeudadas, así como los dineros que por el mismo concepto resulten adeudar 

la Caja Nacional de Previsión Social y el Fondo Nacional de Ahorro, las cuales se destinarán a 

constituir las reservas para el pago de las prestaciones económicas. Para este último efecto, el Fondo 

realizará un corte de cuentas con las mencionadas entidades con el fin de determinar las sumas que 

éstas adeudan al momento de su iniciación. Dicho corte de cuentas deberá estar perfeccionado a más 

tardar en un año. 

9. Las utilidades provenientes de las inversiones que haga el Fondo con fines de rentabilidad y los 

intereses recibidos por concepto de los préstamos que conceda.  

10. Los recursos que reciba por cualquier otro concepto.  

Parágrafo 1. En ningún caso podrán destinarse los recursos del Fondo al pago de prestaciones 

sociales para personal diferente al señalado en el artículo 4. de la presente Ley, en concordancia con 

el artículo 2.” (Negrilla fuera de texto)  

 

Posteriormente, el Decreto 196 de 1995 por medio del cual se reglamenta parcialmente el artículo 6 de la Ley 

60 de 1993 y el artículo 176 de la Ley 115 de 1994, relacionados con la incorporación o afiliación de docentes 

al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio en su artículo 12 y 13 estableció:  

 

“Artículo 12º.- Recursos. El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio llevará 

registros por entidad territorial y establecimiento público oficial. Al Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio ingresarán los siguientes recursos:  

1. El 5% del sueldo básico mensual del personal docente afiliado.  

2. Las cuotas personales de inscripción equivalentes a una tercera parte del primer sueldo mensual 

devengado, y una tercera parte de sus posteriores aumentos.  

3. El aporte de la entidad territorial o establecimiento público oficial, según sea el caso, 

equivalente al ocho por ciento (8%) mensual, liquidado sobre factores salariales que forman 

parte del rubro de pago por los servicios personales de los docentes.  

4 El aporte de la entidad territorial o establecimiento público oficial, según sea el caso, equivalente a 

una doceava anual, liquidada sobre factores salariales que forman parte del rubro de servicios 

personales de los docentes.  

5. El 5% de cada mesada pensional que pague el Fondo, incluidos las mesadas adicionales, como 

aporte de los pensionados.  

6. Las sumas que deba recibir de las entidades territoriales o de los establecimientos públicos oficiales, 

según sea el caso, por concepto de la deuda resultante del estudio actuarial.  

7. Los bonos pensionales, y  

8. Los recursos que reciba por cualquier otro concepto.  

 

“Artículo 13º.- Giros periódicos. Las entidades territoriales y establecimientos públicos oficiales 

educativos girarán en forma mensual al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio los 



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

recursos determinados en los numerales 1 a 4 y 7 del artículo 12 de este Decreto. Los recursos 

definidos en el numeral 6 del artículo 12 de este Decreto lo serán igualmente, de acuerdo con el 

convenio interadministrativo suscrito entre la Nación y la respectiva entidad territorial o establecimiento 

público oficial.” 

 

Las normas citadas deben estudiarse en concordancia con el artículo 5 del Decreto 3752 de 2003 por medio 

del cual se reglamentan los artículos 81 parcial de la Ley 812 de 2003, 18 parcial de la Ley 715 de 2001 y la 

Ley 91 de 1989 en relación con el proceso de afiliación de los docentes al Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, dicho artículo describe el procedimiento que deben seguir las entidades territoriales 

para la afiliación de los docentes al FOMAG, iniciando con la elaboración del cálculo actuarial que determina 

el total del pasivo prestacional a cargo de la entidad territorial con el FOMAG, este cálculo se elabora con cargo 

a los recursos del fondo y presenta de manera separada la deuda por concepto de cesantías y pensiones. El 

monto de esa deuda a pagar por vigencia una vez definido, previa revisión del Ministerio de Hacienda y Crédito 

Público se comunica a la entidad territorial por parte de la sociedad fiduciaria. Esta deuda se cubre con el 

traslado de recursos del Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales -FONPET- al Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio - FOMAG. Si estos recursos no fueren suficientes, la entidad 

territorial aportará de sus recursos hasta cubrir la totalidad de las obligaciones corrientes que correspondan.  

En consecuencia, la actividad que se realiza previamente al 15 de febrero de cada vigencia no es la 

consignación de cesantías, es la actividad operativa de “liquidación de estas”, teniendo en cuenta que 

los recursos ya están inmersos en el fondo del Magisterio antes del 1 de febrero de cada vigencia siguiente. 

 

Esta afirmación se puede evidenciar en los comunicados que emite la Fiduprevisora como vocera y 

administradora del FOMAG dirigida a los Secretarios de Educación y encargados de las oficinas de 

prestaciones sociales de las entidades territoriales, sobre la fecha de entrega del reporte de cesantías para 

pago de intereses en la primera nómina de cada vigencia, puntualmente para el año 2021 se emitió el 

Comunicado 008 de fecha 11 de diciembre de 2020 en el que se fijó: 

 

“Con el fin de dar cumplimiento al Acuerdo No. 39 de 1998, expedido por el Consejo Directivo del 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio - FOMAG, mediante el cual se estableció el 

procedimiento para el reconocimiento y pago de intereses a las cesantías de los docentes afiliados al 

Fondo del Magisterio, con régimen de cesantías anual, nos permitimos realizar algunas precisiones: 

1. Los reportes de cesantías de docentes ACTIVOS y RETIRADOS, deben ser liquidados por las 

Secretarías de Educación a través del programa HUMANO, por cuanto serán obtenidos en línea 

por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio- FOMAG directamente desde el 

mencionado programa. (…) Una vez culminado el proceso de liquidación de cesantías en el 

programa HUMANO, cada Secretaría de Educación debe enviar al Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio-FOMAG un informe consolidado con el número reportes de 

docentes Activos y Retirados liquidados a través del aplicativo (HUMANO) y el valor total de 

cesantías. 

2. La fecha de recibo de reportes de cesantías para todas las Secretarías de Educación a nivel 

nacional, es hasta el 05 DE FEBRERO DE 2021. Esta fecha es improrrogable y, por tanto, 



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

el no reporte oportuno de la información a esta entidad, conllevará la no inclusión en 

nómina de los docentes, siendo el Ente Territorial el responsable de las contingencias que 

se deriven en el pago de los intereses y por la mora en el pago de las prestaciones a favor 

de los docentes. 

3. La Fiduciaria como vocera y administradora de los recursos del FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG, programa los pagos de intereses 

a las cesantías con base en los reportes de cesantías allegados por la Secretaría de 

Educación, que en calidad de nominadora liquida las Cesantías y notifica al Educador (..)” 

(Subrayado y negrilla fuera de texto) 

 

Así mismo, para la liquidación de las cesantías en la vigencia 2020, se emitió por parte la Fiduprevisora como 

vocera y administradora del FOMAG la programación de la liquidación de cesantías en diciembre de 2019, 

mediante el Comunicado 16 del 17 de diciembre de 2019 en el que se dieron los lineamientos operativos y la 

fecha para presentar el reporte de cesantías para pago de intereses en la primera nómina del año 2020, en 

dicho comunicado se deja la siguiente fecha de entrega de la liquidación: 

 

“2. La fecha de recibo de reportes de cesantías para todas las Secretarías de Educación a 

nivel nacional, es hasta el 05 DE FEBRERO DE 2020. Esta fecha es improrrogable y, por 

tanto, el no reporte oportuno de la información a esta entidad, conllevará la no inclusión 

en nómina de los docentes, siendo el Ente Territorial el responsable de las contingencias 

que se deriven en el pago de los intereses y por la mora en el pago de las prestaciones a 

favor de los docentes” (Subrayado y negrilla fuera de texto). 

 

Ahora bien, aunado a lo anterior, no existe en el FOMAG cuenta individual por docente por ser un fondo común 

con unidad de caja, en ese sentido el trabajador debe probar que son sus cesantías individualmente hablando 

las que no se consignaron en tiempo.  

 

En ese sentido, es imperativo aplicar el conjunto de normas presupuestales que rigen el FOMAG tratando de 

generar el símil de la “consignación” entendida como el traspaso y depósito de los recursos de cesantías por 

parte del empleador al trabajador por medio de una cuenta individual en un fondo de cesantías. 

Por otro lado, y en lo que concierne a los intereses a las cesantías de uno y otro régimen, el Órgano de Cierre 

de lo Contencioso Administrativo en la jurisprudencia reseñada en este escrito, indicó: 

 

“En tercer lugar, existe una diferencia con el régimen ordinario frente a los intereses a las cesantías, 

ya que el numeral 2º del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, establece a cargo del empleador la 

cancelación de «intereses legales del 12% anual o proporcionales por fracción, con respecto a la suma 

causada en el año o en la fracción que se liquide definitivamente». Por otro lado, los afiliados al 

FOMAG, reciben «un interés anual sobre el saldo de estas cesantías existentes al 31 de diciembre de 

cada año, liquidadas anualmente y sin retroactividad, equivalente a la suma que resulte de aplicar la 

tasa de interés, que de acuerdo con certificación de la Superintendencia Bancaria (hoy Financiera), 



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

haya sido la comercial promedio de captación del sistema financiero durante el mismo período», lo 

cual los beneficia y así lo consideró el legislador en el artículo 15 de la Ley 91 de 1989. 

 

… 63. Como puede observarse, para el caso del trabajador destinatario de la Ley 50 de 1990, solo 

percibe un 12% anual sobre el valor de las cesantías correspondientes al año inmediatamente anterior, 

mientras que, para el docente afiliado al fondo, recibe sus intereses de acuerdo con la tasa comercial 

promedio del sistema de captación financiera certificado por la Superintendencia Financiera (DTF), 

pero sobre el saldo total de cesantías que a 31 de diciembre del respectivo año tenga acumulado, de 

manera que, entre mayor sea el ahorro que el maestro tenga sobre dicho auxilio, mayores serán los 

réditos que perciba, es decir, que el fin teleológico de la norma, es que exista una reciprocidad 

financiera, esto es, desincentivar las liquidaciones o retiros parciales para de esa manera, producir 

acumulación del ahorro, permitiendo al fondo mantener los recursos destinados al pago de las 

prestaciones sociales de sus afiliados y como contraprestación, reconocerle los intereses sobre la 

totalidad del saldo, logrando generar de esa manera un equilibrio  entre los intereses del gobierno 

nacional y el de los educadores, tal como fue concertado entre el magisterio, gobierno y congreso en 

el proyecto de ley No 159 de 1989 . 

 

64. Lo anterior, muestra que si bien el legislador no consagró la sanción moratoria por la no 

consignación de las cesantías anualizada a favor de los docentes afiliados al Fondo de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, ello obedece a que contempló otros beneficios de los que no goza la población 

destinataria del régimen establecido en la Ley 50 de 1990, en atención a las particularidades que 

contiene cada régimen, motivo por el que no se comparte lo sostenido por la Corte al señalar que «el 

régimen especial al que está sometido el actor no contempla la sanción que solicita, situación distinta 

sería que su régimen lo contemplara o que, en su lugar, se estableciera otro tipo de beneficios 

o sanciones, lo cual, en este caso no se evidencia.» (Negrillas fuera de texto.) 

 

… 65. Puesto en conocimiento lo anterior, será del caso examinar por qué la Corte considera que 

«en consonancia con el principio de favorabilidad procede aplicar lo dispuesto en el numeral 3° del 

artículo 99 de la Ley 50 de 1990», ello bajo su entender «que la Ley 91 de 1989 no contempla de 

manera expresa sanción por la no consignación de las cesantías en el FOMAG.», lo cual a la luz de 

una mirada inicial resultaría comprensible, sino fuera porque, en primer lugar, la Ley 50 de 1990 fue 

establecida para los trabajadores particulares y servidores públicos afiliados a las sociedades 

administradoras de fondos de cesantías de carácter privado, y en segundo orden, los docentes sí 

tienen derecho a la sanción moratoria por el pago tardío de sus cesantías, pero con fundamento en la 

Ley 244 de 1995 modificada por la Ley 1071 de 2006, tal como lo estableció el Consejo de Estado 

mediante Sentencia CE-SUJ-SII-012-2018, en la que unificó su jurisprudencia para señalar «que el 

docente oficial, al tratarse de un servidor público le es aplicable la Ley 244 de 1995 y sus normas 

complementarias en cuanto a sanción moratoria por el pago tardío de sus cesantías.» 

 

Aunado a lo anterior, se aclara que el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – FOMAG 

programa el pago de intereses de conformidad con el reporte anual que remite cada Secretaría de Educación 

con la cuenta de nómina de cada educador, el FOMAG recibe la información de las 96 Secretarías de 



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

Educación para el pago y los que no presentan novedades son incluidos en nómina, sin embargo, si los reportes 

presentan novedades son devueltos a cada Secretaría de Educación, para su validación.  

 

La base de liquidación de los intereses a las cesantías corresponde al saldo individual por docente de las 

cesantías existentes a 31 de diciembre del año a pagar, saldo compuesto por la suma de los reportes que 

remiten anualmente las Entidades Territoriales de cada docente al cual se le restan los valores pagados como 

cesantías, a este saldo se le aplica el DTF certificado por la Superintendencia Financiera de Colombia, cálculo 

descrito en el art 15 de la Ley 91 de 1989. 

 

Para el pago de intereses a las cesantías la gestión a cargo de las Entidades Territoriales frente al reporte 

anual de cesantías es el siguiente:  

a. Identificar los educadores afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio con régimen 

de anualidad.  

b. Liquidar anualmente las cesantías de los educadores afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio con régimen de anualidad.  

c. Notificar a los educadores de los valores liquidados anualmente como cesantías, para conocimiento y para 

que puedan interponer los recursos en caso de no estar de acuerdo con el valor liquidado.  

d. Reportar anualmente, al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, los valores de las 

cesantías causados por cada educador.  

e. Reportar las cuentas bancarias de los educadores afiliados al Fondo con régimen de anualidad, para el pago 

de intereses.  

f. Remitir aclaraciones a las inconsistencias informadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio. 

 

Ahora, respecto a la indemnización por el pago tardío de los intereses a las cesantías que se encuentra 

establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, mediante la cual se reconocen intereses anuales a las 

cesantías de los trabajadores particulares, cita: 

 

“A partir del primero de enero de 1975 todo patrono obligado a pagar cesantía a sus trabajadores 

conforme al Capítulo VII Título VIII, Parte 1º. del Código Sustantivo del Trabajo y demás disposiciones 

concordantes, les reconocerá y pagará intereses del 12% anual sobre los saldos que, en 31 de 

diciembre de cada año, o en las fechas de retiro del trabajador o de liquidación parcial de cesantía, 

tenga este a su favor por concepto de cesantía. 

 

2º. Los intereses de que trata el inciso anterior deberán pagarse en el mes de enero del año siguiente 

a aquel en que se causaron; o en la fecha del retiro del trabajador o dentro del mes siguiente a la 

liquidación parcial de cesantía, cuando se produjere antes del 31 de diciembre del respectivo período 

anual, en cuantía proporcional al lapso transcurrido del año. 

 

3º. Si el patrono no pagare al trabajador los intereses aquí establecidos, salvo los casos de retención 

autorizados por la Ley o convenidos por las partes, deberá cancelar al asalariado a título de 

indemnización y por una sola vez un valor adicional igual al de los intereses causados. (…) (Subrayado 

fuera de texto) 



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

De la norma transcrita se concluye lo siguiente: 

 

1. Esta norma es de aplicación exclusiva para trabajadores particulares y no para los docentes afiliados al 

FOMAG quienes tiene norma especial, y se les aplica para el pago de los intereses a las cesantías el artículo 

15 de la Ley 91 de 1989. 

2. Las cesantías de los docentes afiliados al FOMAG son pre pagadas al fondo mediante el descuento mensual 

en el presupuesto nacional de los recursos que van a ingresar de la nación a las entidades territoriales, así 

mismo, se garantizan con el giro anual que hace Ministerio de Hacienda de los recursos que están en el Fondo 

Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales (FONPET) perteneciente a cada entidad territorial al 

FOMAG. 

3. Existe una imposibilidad operativa de que exista sanción mora por consignación tardía, si al 31 de diciembre 

de cada vigencia los recursos que garantizan la totalidad de cesantías de los docentes ya se encuentran 

girados al FOMAG. 

4. Los empleadores de los docentes afiliados al FOMAG son las entidades territoriales de conformidad con las 

normas citadas anteriormente, en ese sentido, el fondo no comparte dicha calidad debido a que solo es un 

patrimonio autónomo cuya finalidad es el pago de las prestaciones de los docentes, siendo improcedente que 

se demande al fondo quien no ostenta la calidad de “empleador”, existiendo falta de legitimidad por pasiva. 

5. Las entidades territoriales no hacen depósito de recursos entendida como la “consignación de cesantías”, 

únicamente desarrollan antes del 5 de febrero de la vigencia siguiente la actividad operativa de “liquidación del 

valor de las cesantías” debido a que los recursos ya se encuentran en el fondo. 

6. De aplicar a los docentes afiliados al FOMAG la Ley 52 de 1975, se desmejorarían sus condiciones respecto 

de la prestación “intereses a las cesantías” debido a que las condiciones dadas por su régimen especial son 

más favorables que las otorgadas para el régimen general, debido a que la liquidación de intereses para los 

docentes afiliados al FOMAG se realiza sobre el total del saldo acumulado de cesantías y con una tasa superior 

a la descrita en la norma general, que corresponde al DTF certificado por la Superintendencia Financiera de 

Colombia. 

7. Respecto a la posibilidad del trabajador de escoger el fondo de cesantías que en la norma en cita se describe 

como “que el mismo elija”, es un hecho de imposible aplicación porque todos los docentes oficiales por norma 

especial deben ser afiliados al FOMAG, por lo tanto, no hay escogencia de fondo por parte de los docentes. 

8. Lo pretendido por el demandante es la transgresión del principio de inescindibilidad o conglobamento, esto 

es, la aplicación parcial en relación con la totalidad del cuerpo normativo al que pertenece, buscando con esto 

aplicar de una norma solamente la parte que le beneficia, infracción prohibida en la ley y la jurisprudencia. 

 

IV. CASO CONCRETO 

 

Teniendo en cuenta que la parte actora solicita la aplicación de la sentencia de unificación SU-098 de 2018 

expedida por el Máximo Órgano de Cierre de lo constitucional, es menester indicar que no hay identidad fáctica 

- en el entendido de que el docente fue afiliado al FOMAG como se acreditará con la documental pertinente -, 

y en virtud de ello es preciso traer a colación la sentencia SU-573 de 2019 en la que se resolvió la solicitud de 

sendos docentes que pretendían el reconocimiento y pago de la indemnización moratoria del artículo 99 de la 

ley 50 de 1990 en los mismos términos de la accionante, providencia en la que sobre este tópico indicó: 

 



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

“Ahora bien, durante el trámite de la acción de tutela, los accionantes allegaron ante el juez de primera 

instancia la Sentencia SU-098 de 2018[115], por medio de la cual la Corte Constitucional resolvió sobre 

el “pago de la sanción moratoria por la no consignación de las cesantías en la fecha indicada en la ley, 

así como de los intereses y los rendimientos financieros que se causaron con dicho retardo” [116]. A 

pesar de no haber sido parte del debate procesal en sede de tutela, esta sentencia tampoco constituye 

un precedente aplicable al asunto sub examine respecto del cual se pueda evidenciar prima facie una 

amenaza de vulneración a los derechos fundamentales de los tutelantes, por cuanto: (i) la decisión es 

posterior a las providencias judiciales cuestionadas en sede de tutela y, (ii) no obstante la Corte se 

pronunció sobre la sanción moratoria por no consignación oportuna de las cesantías prevista por la 

Ley 50 de 1990, artículo 13 de la Ley 344 de 1996 y los Decretos 1582 de 1998 y 1252 de 2000, la 

ausencia de identidad fáctica también “impide aplicar el precedente al caso concreto”[117], como pasa 

a explicarse. 

 

Criterios Sentencia SU-098 de 2018 Caso sub examine 

Vinculación Docente en provisionalidad. 
Docentes inscritos en el escalafón 
docente de carrera con nombra-
miento en propiedad. 

Vigencia del 
vínculo laboral 

El vínculo del docente terminó, 
dado que se acogió a lo dispuesto en 
el Decreto 1278 de 2002. Por tal ra-
zón, la Secretaría de Educación de 
este municipio expidió la Resolución 
N° 4143.3.21.5447 del 22 de octubre 
de 2007, por la cual reconoció el pago 
de las prestaciones sociales definiti-
vas e informó que el pago se realizaría 
en el respectivo Fondo de Cesantías. 

Actualmente, los docentes se en-
cuentran vinculados con el Depar-
tamento del Atlántico y su vínculo la-
boral se ha mantenido vigente sin 
solución de continuidad[118]. 

Afiliación al 
FOMAG 

El docente nunca fue afiliado al 
Fondo Nacional de Prestaciones So-
ciales del Magisterio (FOMAG) ni a 
otro fondo, por un error interno. 

Los docentes sí fueron afiliados al 
FOMAG. 

Reclamación 
efectiva de 

pago de las ce-
santías 

Una vez culminó su relación laboral con el 
Municipio de Santiago de Cali, al docente 
le reconocieron el pago de las presta-
ciones sociales, entre estas, las cesan-
tías. 
  

  

Los docentes no reclamaron el 
pago efectivo de las cesantías de 
los años 2001, 2002 y 2003. No 
obstante, sí solicitaron el pago de la 
sanción moratoria por no consigna-
ción de las cesantías por dicho pe-
riodo. 



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

Tipo de san-
ción moratoria 

reclamada 

El docente solicitó el reconocimiento, 
liquidación y pago de la sanción mora-
toria por la no consignación de las 
cesantías, los intereses a las ce-
santías ni los rendimientos. 

Los docentes solicitaron el reconoci-
miento y pago de la sanción morato-
ria por la no consignación opor-
tuna de las cesantías. 

 

Finalmente, es preciso agregar que la Corte Constitucional expidió la Sentencia SU-332 de 2019, en 

relación con el régimen prestacional de los docentes oficiales. En dicha sentencia señaló que “los docentes 

oficiales, en tanto empleados públicos, tienen derecho al reconocimiento y pago de la sanción moratoria 

por pago tardío de las cesantías”[119], prevista por la Ley 244 de 1995, modificada por la Ley 1071 de 2006. 

Con todo, esta decisión no tiene efectos vinculantes frente al asunto decidido en esta oportunidad, por 

cuanto: (i) esta providencia de unificación es posterior a las decisiones judiciales cuestionadas por los 

accionantes[120] y (ii) no existe identidad fáctica ni jurídica con el asunto sub iudice, toda vez que los 

accionantes reclaman el pago de la sanción moratoria por no consignación oportuna de las cesantías, 

prevista por la Ley 50 de 1990.” (Subrayas fuera de texto). 

 

 

Bajo este criterio y descendiendo al caso en concreto se tiene que la docente se encuentra afiliado al FOMAG 

en los siguientes términos: 

 

 
  

Con lo anterior se acredita que JOSE ALBEIRO URIBE RODRIGUEZ se encuentra afiliado al FOMAG, el 

régimen legal aplicable no es otro que el dispuesto en la Ley 33 de 1995, por consiguiente, resulta claro que 

NO LE SON APLICABLES las disposiciones contenidas en la ley 50 de 1990, pues como se esbozó en 



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

precedencia, este es exclusivo para las sociedades administradoras de fondos de cesantías, calidad que no 

ostenta el FOMAG al tratarse de un patrimonio autónomo cuya finalidad es el pago de las prestaciones sociales 

de los docentes. 

Si se llegase a estudiar la procedencia al pago de la sanción mora por consignación extemporánea de los 

intereses a las cesantías, resulta imperioso resaltar que los mismos fueron pagados al docente a corte de 31 

de marzo del año 2021, es decir, dentro de los tiempos señalados en el artículo 4 del Acuerdo 39 de 1998 

expedido por el CONSEJO DIRECTIVO DEL FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO tal como se refleja a continuación: 

Conforme a lo previamente expuesto, es claro que NO le asiste derecho a la demandante al pago de la 

indemnización moratoria por consignación extemporánea de las cesantías, así como TAMPOCO al pago de 

indemnización moratoria por consignación extemporánea de intereses a las cesantías, ya que es claro que las 

disposiciones de la ley 50 de 1990 no son aplicables a los docentes afiliados al FOMAG, y en cualquier caso al 

efectuar el estudio conforme a lo contemplado en la ley 91 de 1989, se deduce que el pago se efectuó conforme 

a lo señalado en la ley. 

 

V. EXCEPCIONES PREVIAS 

 

I. FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA. 

La calidad de “empleador de los docentes”, que la ostenta la entidad territorial que tiene la obligación de realizar 

la actividad operativa de liquidación de las cesantías no de consignación, esta actividad operativa debe 

examinarse a la luz de las normas sobre la administración del personal docente que inicia desde la Ley 29 de 

1989 que realiza la desconcentración administrativa territorial, entregando a las entidades territoriales las 

funciones de administración del personal docente, dentro de las que se encontrarían su nombramiento, 

remoción, traslado, y control, posteriormente en el mismo sentido se emite la Ley 60 de 1993 derogada y 

reemplazada por la Ley 715 de 2001, el Decreto 1075 de 2015 modificado por el Decreto 1272 de 2018 y el 

Decreto 3752 de 2003 que fijan el papel de nominador y administrador de los docentes en todas las entidades 

territoriales siendo estas las que ostentan la calidad de empleador.  

 

Aunado a lo anterior y como último antecedente normativo que le otorga a las entidades territoriales la 

obligación operativa de liquidar las cesantías se encuentra el art. 57 de la Ley 1955 de 2019 que indica: “Las 

cesantías definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 de 1989 serán reconocidas y liquidadas 

por la Secretaría de Educación de la entidad territorial y pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio. (…)” Cabe destacar que la calidad de empleador no se comparte de ninguna forma 

con el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – FOMAG, que como se citó en párrafos 

precedentes es una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin 

personería jurídica, cuyos recursos son manejados por una entidad fiduciaria, y está a cargo del pago de las 

prestaciones sociales de los docentes oficiales. 

 

 



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

VI. EXCEPCIONES DE MÉRITO  

 

I. LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS ATACADOS DE NULIDAD 

 

Los actos Administrativos emitidos por la entidad se encuentran ajustados a derecho, se profirió en estricto 

seguimiento de las normas legales vigentes ya aplicables al caso de la demandante, sin que se encuentre 

viciado de nulidad alguna. 

 

 

II. INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN. 

 

Lo que persigue el demandante como reconocimiento y pago de la sanción por mora establecida en la Ley 50 

de 1990 artículo 99, es completamente improcedente debido no solo a que no es posible la generación de esta 

mora, debido al descuento mensual de los recursos de las entidades territoriales con destino al FOMAG y que 

corresponden al valor de las prestaciones de los docentes incluidas las cesantías sin que exista “consignación” 

por parte del empleador “entidad territorial”, por el contrario la obligación de los empleadores en este sentido 

es realizar la actividad operativa de “liquidación del valor de las cesantías” que ya se encuentran en las reservas 

del FOMAG. 

 

Finalmente, y atendiendo a que es inaplicable el principio de favorabilidad como se expuso en precedencia 

respecto a la sanción moratoria prevista en la Ley 50 de 1990 en tratándose de un régimen especial, lo 

pretendido en este medio de control deviene en improcedente. 

 
 

III. IMPOSIBILIDAD FÁCTICA DE CONFIGURARSE LA CONSIGNACIÓN EXTEMPORANEA DE LAS 
CESANTIAS EN EL RÉGIMEN ESPECIAL DEL FOMAG, la cual sustento de la siguiente manera: 

La actividad operativa de “consignación de las cesantías antes del 15 de febrero en un Fondo”, al interior de 

los regímenes que regulan esta prestación, constituye conditio sine qua non para que, en un caso concreto, se 

abra paso la “indemnización por consignación extemporánea”. Es decir, la inobservancia del primer acto, 

conduce en forma consecuencial a la configuración de la penalidad referida. Con razón el Régimen General 

contendido en la Ley 50 de 1990, lo hay establecido en el canon 3º de su artículo 99, en ese orden. 

 

Al detallar y desglosar la citada norma, en busca de su sentido a partir de la literalidad de esta (método de 

interpretación gramatical o exégeta), y en búsqueda de los fines o propósitos del Legislador (interpretación 

teleológica), se logra arribar a las siguientes consideraciones: i). Gramaticalmente, la norma no ofrece 

resistencia, pues se limita a plasmar un mandato en cabeza del empleador: el de consignar la prestación 

liquidada, antes del 15 de febrero del año siguiente, so pena de soportar condena indemnizatoria allí descrita. 

ii). Teleológicamente, la consignación oportuna es la manera de garantizar el acceso a la prestación, en 

aquellos eventos en que su titular requiera disponer de dichos recursos. Luego, la inobservancia de este 

mandato, sanciona la desidia y procura evitar una lesión mayúscula a los intereses de su titular, la cual se 

generaría si la premura de las circunstancias exige su retiro parcial o definitivo, y los recursos no se hallan 

siquiera consignados en el Fondo. 



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

 

Al interior del Sistema Especial – FOMAG, tal como se ha explicado en los fundamentos de derecho, el 

Empleador (Ente Territorial) no realiza la consignación de las sumas monetarias por conceptos de cesantías 

de sus docentes trabajadores, al Patrimonio Autónomo – FOMAG. A su vez, ni el Fondo, ni la Fiduciaria que lo 

administra, realizan esta consignación. Por un lado, porque no son Empleadores del docente, y, por el otro, 

porque los recursos que financian esta prestación, han sido pre-girados y depositados en el Fondo Común de 

FOMAG, cuya característica es la “unidad de caja”, por parte del Ministerio de Hacienda, Ente que previamente 

los ha descontado de aquellos recursos destinados a los Entes Territoriales, provenientes del Sistema General 

de Participaciones. 

 

Esta dinámica acontece al interior de FOMAG, debido a su Régimen Especial, misma que es desconocida por 

los Administradores de Justicia, desde Juez hasta Magistrado de Corte, y, debido ello, ninguna de sus 

providencias se halla fundamentada, ni hace análisis profundo de los procedimientos que la Ley 91 de 1989, 

el Decreto 196 de 1995, la Ley 715 de 2001, la Ley 812 de 2003, el Decreto 3752 de 2003, y el Acuerdo 39 de 

1998 del Consejo Directivo de FOMAG, tienen previsto para regular las fuentes de financiación de las 

prestaciones sociales docentes, su forma y tiempos de giro al Fondo, y la Entidad que realiza dicha actividad. 

 

IV. CONDENA EN COSTAS 

 

En consideración a que hasta la fecha no existe criterio unificado respecto de la condena en costas por parte 

del Tribunal Administrativo de Antioquia como tampoco por parte del Consejo de Estado, deberá acogerse el 

pronunciamiento de la Sección Segunda – Subsección “B” del Consejo de Estado, en el sentido que el fallador 

debe valorar la conducta de las partes: 

 

“(…) supone que el reproche hacia la parte vencida esté revestido de acciones temerarias o dilatorias que 

dificulten el curso normal de las diferentes etapas de procedimiento; cuando por ejemplo: i) sea manifiesta 

la carencia de fundamento legal de la demanda, excepción, recurso, oposición o incidente, o a sabiendas 

se aleguen hechos contrarios a la realidad; ii) se aduzcan calidades inexistentes; iii) se utilice el proceso, 

incidente o recurso para fines claramente ilegales o con propósitos dolosos o fraudulentos; iv) se obstruya, 

por acción u omisión, la práctica de pruebas; se entorpezca el desarrollo normal y expedito del proceso; o 

v) se hagan transcripciones o citas deliberadamente inexactas (…)” 

 

Bajo este contexto, si en gracia de discusión hubiese lugar a una sentencia condenatoria, solicito 

respetuosamente al Despacho que no se condene en costas a mi representada. 

 

 

VII. PETICIONES 

 

Por lo expuesto, me permito solicitar la Juez de la causa: 

 

1. Declarar probadas las excepciones propuestas por este extremo demandado, al hallarse fundamentadas 

en forma solvente, tanto fáctica, legal, como jurisprudencialmente. 

 



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

2. Como consecuencia de la anterior declaración, solicito al Despacho se sirva negar las pretensiones 

incoadas en contra de la Entidades que represento. 

 

4. Se condene en costas procesales y agencias en derecho, al extremo accionante. 

 

5. Se me reconozca personería jurídica para actuar dentro de la presente causa litigiosa. 

 

 

 

VIII. MEDIOS PROBATORIOS 

 

 

Solicito se tengan como medios probatorios, los aportados en debido tiempo al plenario, y, 

adicionalmente: 

 

DOCUMENTALES 

 

 Acuerdo 39 de 1998 emitido por el Consejo Directivo FOMAG para reporte de las Secretarías de 

Educación de los intereses moratorios. 

 Decreto 3752 de 2003 de la Presidencia de la República, Publicado en el Diario Oficial 45410 de 

diciembre 23 de 2003. 

 

 Comunicado 16 del 17 de diciembre de 2019 dirigido a las Entidades Territoriales, sobre las fechas 

de entrega del reporte de liquidación de las cesantías para pago de intereses primera nomina año 

2020. 

 Comunicado 008 del 11 de diciembre de 2020 emitido por Fiduprevisora S.A., dirigido a las Entidades 

Territoriales, para la entrega del reporte de liquidación de las cesantías para pago de intereses en la 

primera nomina año 2021. 

 Certificado de Afiliación del docente, donde se detalla el régimen de cesantías al que pertenece. 

DE OFICIO: 

 Solicito respetuosamente al señor Juez oficiar a la Fiduprevisora S.A en calidad de vocera y 

administradora del FOMAG para que se allegue el Certificado de Extracto de Intereses de las 

Cesantias pagados al docente, para determinar la fecha de pago de los mismos. 

 

XI. ANEXOS 

1. Poder para actuar, junto a las escrituras públicas soporte. 

2. Certificado no antecedentes administrativos. 



 
 

 
                                
 
                       
 

 
 
 
 
  

3. Los medios probatorios documentales enunciados en el acápite de pruebas. 

 

 

X. NOTIFICACIONES 
 

 
La entidad demandada recibe notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A., ubicada en la Calle 72 No. 10-

03 Bogotá, y a los correos electrónicos: procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co  

notjudicial@fiduprevisora.com.co,  t_eorduz@fiduprevisora.com.co 

 

 

Del señor(a) Juez,  

 

 
___________________________ 

EDID PAOLA ORDUZ TRUJILLO 

CC. No. 53.008.202 de Bogotá 

T.P. No. 213.648 del C.S.J. 

 
 
Profesional IV – Zona 6 
Unidad Especial De Defensa Judicial FOMAG 
Vicepresidencia Jurídica 
Dirección: Calle 72 N° 10-03 
Teléfono:(571) 744 43 33 
Bogotá D.C. - Colombia 
procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co 
Elaboró: Paola Orduz / Aprobó: Maria Camila Petro 
 

 
 
“Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá D.C. 
PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. 
Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores 
financieros ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de 
corresponsalía u oficina de atención al público de la entidad, asimismo tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y 
propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del 
Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. 
Identificación 3. Domicilio (dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del 
App "Defensoría del Consumidor Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. 
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                                                                                                                                   Nº  025726 

 

Señores  

JUZGADO 009 ADMINISTRATIVO DE NEIVA 

 E.    S.     D. 

 
REFERENCIA: SUSTITUCIÓN DE PODER  
 
 
RADICADO: 76001333301120220003100 
DEMANDANTE: JOSE ALBEIRO URIBE RODRIGUEZ 
DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE  

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  
 
 
LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, identificado civil y profesionalmente como aparece junto a mi firma, 
actuando en calidad de apoderado de LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL N.I.T. 
899.999.001-7, conforme al Poder General otorgado por el Doctor LUIS GUSTAVO FIERRO MAYA, 
mediante Escritura Pública No. 522 de 28 de marzo de 2019, protocolizada en la notaria 34 del 
círculo de Bogotá, modificada por la escritura pública No. 0480 de 03 de mayo de 2019 y la escritura 
pública No. 1230 de 11 de septiembre de 2019, protocolizadas en la notaria 28 del círculo de Bogotá, 
en calidad de  Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, en ejercicio de las facultades a él conferidas a 
través de la Resolución No. 015068 del 28 de agosto de 2018 y 02029 del 04 de marzo de 2019, 
expedida por la MINISTRA DE EDUCACIÓN NACIONAL, según lo dispuesto en el Artículo 9 de la Ley 
489 de 1998 y demás normas concordantes. 
 
Manifiesto a su despacho que sustituyo poder a los (las) abogados(as): 

 

Nombre del Abogado Identificación Tarjeta Profesional

DIEGO STIVES BARRETO BEJARANO 1032362658 BOGOTA 294653 del C.S. de la J.

EDID PAOLA ORDUZ TRUJILLO 53008202 DE BOGOTÁ 213648 del C.S. de la J.

ENRIQUE JOSE FUENTES OROZCO 1032432768 BOGOTA 241307 del C.S. de la J.

GIOMAR ANDREA SIERRA CRISTANCHO 1022390667 DE BOGOTÁ 288886 del C.S. de la J.

HERNANDO IVAN PACHECO SARMIENTO 1065645224 VALLUDUPAR 320950 del C. S. de la J.

JOHANNA MARCELA ARISTIZABAL URREA 1075262068 DE NEIVA 299261 del C.S. de la J.

JULIAN ERNESTO LUGO ROSERO 1018448075 DE BOGOTÁ 326858 del C.S. de la J.

LUIS FERNANDO RIOS CHAPARRO 1057575858 SOGAMOSO 324322 del C.S. de la J

SANDY JHOANNA LEAL RODRIGUEZ 1032473725 BOGOTA 319028 del C.S. de la J.

YEINNI KATHERIN CEFERINO VANEGAS 1014263207 BOGOTA 290472 del C.S. de la J.

YEISON LEONARDO GARZON GOMEZ 80912758 DE BOGOTÁ 218185 del C.S. de la J.
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Con las mismas facultades a mi conferidas, incluida la de sustituir y conciliar, no obstante, lo 
anterior, se ceñirá a las disposiciones de la entidad plasmadas en el Acta del Comité de Conciliación. 
 
Me permito informar a su despacho que el presente apoderamiento no genera costo alguno por 
concepto de honorarios a favor del apoderado, toda vez que se encuentra dentro del ejercicio de 
sus funciones. 
 
La presente sustitución se presume autentica de conformidad con el Inciso Segundo del Artículo 74 
del Código General del Proceso 
 
Por lo anterior, le solicito se sirva aceptar esta petición en los términos y para los fines descritos. 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS 
C.C. No. 80.211.391 de Bogotá D.C. 
T.P.  No. 250.292 del C.S. de la J. 
 

 
Aceptó: 
 

 
 
 

Nombre del Abogado Identificación Tarjeta Profesional FIRMA

DIEGO STIVES BARRETO BEJARANO 1032362658 BOGOTA 294653 del C.S. de la J.

EDID PAOLA ORDUZ TRUJILLO 53008202 DE BOGOTÁ 213648 del C.S. de la J.

ENRIQUE JOSE FUENTES OROZCO 1032432768 BOGOTA 241307 del C.S. de la J.

GIOMAR ANDREA SIERRA CRISTANCHO 1022390667 DE BOGOTÁ 288886 del C.S. de la J.

HERNANDO IVAN PACHECO SARMIENTO 1065645224 VALLUDUPAR 320950 del C. S. de la J.

JOHANNA MARCELA ARISTIZABAL URREA 1075262068 DE NEIVA 299261 del C.S. de la J.

JULIAN ERNESTO LUGO ROSERO 1018448075 DE BOGOTÁ 326858 del C.S. de la J.

LUIS FERNANDO RIOS CHAPARRO 1057575858 SOGAMOSO 324322 del C.S. de la J

SANDY JHOANNA LEAL RODRIGUEZ 1032473725 BOGOTA 319028 del C.S. de la J.

YEINNI KATHERIN CEFERINO VANEGAS 1014263207 BOGOTA 290472 del C.S. de la J.

YEISON LEONARDO GARZON GOMEZ 80912758 DE BOGOTÁ 218185 del C.S. de la J.
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

 

 
 
 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 
 

DECRETO NÚMERO 3752 DE 2003 
 
 

(22 de diciembre de 2003) 
 

Por el cual se reglamentan los artículos 81 parcial de la Ley 812 de 2003, 18 parcial de la Ley 
715 de 2001 y la Ley 91 de 1989 en relación con el proceso de afiliación de los docentes al 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y se dictan otras disposiciones 
 

EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA 
 
En uso de las facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas por el numeral 11 

del artículo 189 de la Constitución Política y el artículo 16 de la Ley 91 de 1989, 
 

DECRETA 
 
ARTÍCULO 1°.- Personal  que debe afiliarse al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio. Los docentes del servicio público educativo que estén vinculados a las plantas 
de personal de los entes territoriales deberán ser afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, previo el cumplimiento de los requisitos y trámites establecidos en los 
artículos 4° y 5° del presente decreto, a más tardar el 31 de octubre de 2004. 
 
Parágrafo 1°.- La falta de afiliación del personal docente al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio implicará la responsabilidad de la entidad territorial nominadora por la 
totalidad de las prestaciones sociales que correspondan, sin perjuicio de las sanciones 
administrativas, fiscales y disciplinarias a que haya lugar. 
 
Parágrafo 2°.- Los docentes vinculados a las plantas de personal de las entidades territoriales de 
manera provisional deberán ser afiliados provisionalmente al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio mientras conserve su nombramiento provisional. 
 
ARTÍCULO 2°.- Prestaciones sociales causadas. Se entiende por causación de prestaciones 
el cumplimiento de los requisitos legales que determinan su exigibilidad. 
 
Las prestaciones sociales de los docentes causadas con anterioridad a la afiliación al Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, así como sus reajustes, reliquidaciones y 
sustituciones estarán a cargo de la respectiva entidad territorial o de la entidad de previsión social 
a la cual se hubieren realizado los aportes. 
 
Las prestaciones sociales que se causen con posterioridad a la afiliación al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, así como sus reajustes, reliquidaciones y sustituciones 
serán reconocidas de conformidad con lo que establezca la Ley y se pagarán por el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.  
 
Sin perjuicio de lo anterior, el reconocimiento y pago de prestaciones sociales que se causen a 
favor de los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, se limitará al 
período de cotizaciones que haya efectivamente recibido el Fondo y al valor del pasivo actuarial 
que le haya sido efectivamente cancelado. 
 
ARTÍCULO 3º.- Ingreso Base de Cotización y liquidación de prestaciones sociales. La base 
de liquidación de las prestaciones sociales que se causen con posterioridad a la expedición de la 
Ley 812 de 2003, a cuyo pago se encuentre obligado el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio no podrá ser diferente a la base de la cotización sobre la cual realiza 
aportes el docente.  
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La remuneración adicional de que tratan los artículos 8° y 9° del decreto 688 de 2002, se 
entenderá como factor salarial para efectos de la conformación del ingreso base de cotización. 
 
ARTÍCULO 4°.- Requisitos de afiliación del personal docente de las entidades territoriales. 
Para la afiliación al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio de los docentes 
vinculados a plantas de personal de entidades territoriales, deberá presentarse por parte de la 
respectiva entidad territorial la solicitud de afiliación ante la sociedad fiduciaria encargada del 
manejo de los recursos del Fondo, de acuerdo con el formato que se elabore para el efecto. En 
dicha solicitud se indicará, como mínimo, la información básica de cada docente y deberá estar 
acompañada de los siguientes documentos: 
 
1. Historia laboral de cada uno de los docentes cuya afiliación se pretende, con el soporte 

documental requerido de acuerdo con el formulario de afiliación que se establezca para tal 
efecto; 

 
2. Certificado expedido por la respectiva entidad territorial, en el que se incluyan tanto a los 

docentes con pasivo prestacional a cargo de la entidad territorial como a aquellos que no 
presenten pasivo prestacional a cargo de tales entidades, en el cual se indique el régimen 
prestacional que por ley cobije a cada uno de los docentes cuya afiliación se pretende. 

 
3. Autorización del representante legal de la entidad territorial de conformidad con la Ley 715 de 

2001, para que con los recursos propios de esta se cubra todo aquello que no se alcance a 
cubrir con lo que dispone el FONPET. Así mismo deberá autorizar que sus recursos en el 
FONPET le sean descontados, luego del cruce contra el cálculo actuarial que refleja su 
pasivo y que de los recursos que le corresponden a la entidad territorial de la participación 
para educación en el Sistema General de Participaciones se realicen los descuentos directos 
de que trata el parágrafo 1° del artículo 18 de la Ley 715 de 2001. El pago del pasivo que no 
pueda ser cubierto con los recursos del FONPET se garantizará mediante la entrega de un 
pagaré a favor del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, el cual se 
entregará junto con la autorización de que trata el presente numeral. 

 
Parágrafo 1°.- La información de los numerales 1 y 2 deberá ser suficiente, de acuerdo con los 
parámetros que fije el Ministerio de Hacienda y Crédito Público para la elaboración del cálculo 
actuarial. La sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo para autorizar 
la afiliación certificará en cada caso que dicha información se encuentra acorde con lo señalado 
en este inciso. 
 
Parágrafo 2°.- Para cada grupo de docentes que se pretenda afiliar se deberá agotar este 
procedimiento y el cálculo se adicionará con las novedades que ingresen. 
 
ARTÍCULO 5°. Trámite de la afiliación del personal de las entidades territoriales. 
Presentada la solicitud de afiliación por parte de la entidad territorial, dentro de los sesenta (60) 
días siguientes, se adelantará el siguiente procedimiento: 
 
1. Elaboración del cálculo actuarial que determine el total del pasivo prestacional, presentando 

de manera separada cesantías y pensiones, del personal docente que se pretende afiliar y, 
por tanto, el valor de la deuda de la entidad territorial con el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio.  

 
Tal cálculo será elaborado, con cargo a los recursos del Fondo, por parte de la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo de sus recursos y la respectiva entidad territorial de 
conformidad con los parámetros que señale el Ministerio de Hacienda y Crédito Público para 
el efecto. 
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2. Definido el monto total de la deuda, previa revisión del Ministerio de Hacienda y Crédito 

Público, este será comunicado a la entidad territorial por parte de la sociedad fiduciaria 
encargada del manejo de los recursos del Fondo. Tal comunicado deberá indicar, 
adicionalmente, el plazo y la forma de pago que deberá ajustarse, en todo caso, a lo 
establecido en el artículo 1° de la Ley 549 de 1999. El monto a pagar por vigencia se cubrirá 
con los recursos que traslade el FONPET al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio. Si estos recursos no fueren suficientes, la entidad territorial aportará de sus 
recursos hasta cubrir la totalidad de las obligaciones corrientes que correspondan. 

 
3. El Ministerio de Educación Nacional, en su calidad de fideicomitente de la fiducia mercantil 

por medio de la cual se administran los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, ejercerá la interventoría del mismo. 

 
ARTÍCULO 6°.- Convenios interadministrativos. Los convenios de afiliación de docentes al 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio que hubieren sido suscritos y se 
encuentren debidamente perfeccionados en los términos de las Leyes 91 de 1989, 60 de 1993 y 
115 de 1994 y su respectiva reglamentación, deberán ajustarse a las disposiciones del presente 
decreto. 
 
El ajuste indicado en el inciso anterior se realizará sin perjuicio de los derechos de los afiliados 
en virtud de tales convenios, salvo que de él resulte que existen personas afiliadas al Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio sin el cumplimiento de los requisitos previstos 
en la Ley. 
 
Parágrafo 1°.- Los pagos realizados por la entidad territorial en cumplimiento de los convenios 
suscritos serán actualizados teniendo en cuenta la tasa de rentabilidad de las reservas del 
Fondo. Así mismo, la amortización de la deuda por concepto de pasivo prestacional, incluidos los 
intereses tanto moratorios como corrientes, será imputada al pasivo de pensiones en un setenta 
por ciento (70%) y al de cesantías en un treinta por ciento (30%).  
  
Parágrafo 2°.- Los valores cancelados por las entidades territoriales por concepto de aportes de 
personal que no reúne los requisitos de ley para ser afiliado al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio serán reintegrados a la entidad territorial, previo cruce de cuentas con el 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, el cual será realizado por la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo de sus recursos. En todo caso, la responsabilidad por los 
derechos prestacionales del docente estará a cargo de la entidad territorial como empleador.  
 
ARTÍCULO 7°.- Transferencia de recursos al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio. Los aportes que de acuerdo con la Ley 812 de 2003 debe recibir el Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio se descontarán directamente de los recursos de la 
participación para educación del Sistema General de Participaciones y de los recursos que 
aporte adicionalmente la Nación en los términos de la Ley 812 de 2003, para lo cual las 
entidades territoriales deberán reportar a la fiduciaria encargada del manejo de los recursos del 
Fondo, la información indicada en el artículo 8° del presente decreto. 
 
ARTÍCULO 8°.- Reporte de información de las entidades territoriales. Las entidades 
territoriales que administren plantas de personal docente pagadas con recursos del Sistema 
General de Participaciones y/o con recursos propios, reportarán a la sociedad fiduciaria que 
administre los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, dentro de 
los primeros diez (10) días de cada mes, copia de la nómina de los docentes activos afiliados al 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio; igualmente, reportarán dentro del 
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mismo período las novedades de personal que se hayan producido durante el mes 
inmediatamente anterior. 
 
Los reportes mensuales se realizarán de acuerdo con los formatos físicos o electrónicos 
establecidos por la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio. 
 
Parágrafo 1°.- El reporte de personal no perteneciente a las plantas de personal del respectivo 
ente territorial acarreará las sanciones administrativas, fiscales, disciplinarias y penales a que 
haya lugar.  
 
Parágrafo 2°.- Sin perjuicio de lo anterior, los aportes realizados por concepto de tales personas 
no generarán derechos prestacionales a su favor y a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio y serán reintegrados a la entidad territorial, previo cruce de cuentas con 
el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, el cual será realizado por la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo de sus recursos. 
 
ARTÍCULO 9°.- Monto total de aportes al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio. La sociedad fiduciaria administradora de los recursos del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, con base en la información definida en el artículo 8° del 
presente decreto, proyectará para la siguiente vigencia fiscal el monto correspondiente a los 
aportes previstos en el artículo 81 de la Ley 812 de 2003 y en el numeral 4° del artículo 8° de la 
ley 91 de 1989. Esta proyección será reportada a los entes territoriales a más tardar el 15 de abril 
de cada año. 
 
El cálculo del valor de nómina proyectado, con el cual se establecen los aportes de ley, se 
obtendrá de acuerdo con el ingreso base de cotización de los docentes y según el grado en el 
escalafón en el que fueron reportados; los incrementos salariales decretados por el Gobierno 
Nacional y; un incremento por el impacto de los ascensos en el escalafón, según los criterios 
definidos en la Ley 715 de 2001. Dicha información será generada por la sociedad fiduciaria 
administradora de los recursos del Fondo, discriminada por entidad territorial y por concepto. 
 
Parágrafo 1°.- La entidad territorial, en el plazo de un mes contado a partir de la fecha de recibo 
del valor proyectado, deberá presentar las observaciones a que haya lugar, ante la sociedad 
fiduciaria administradora de los recursos del Fondo, reportando la información que sustenten esta 
situación. En los eventos en que el ente territorial no dé respuesta dentro del plazo estipulado, se 
dará aplicación a lo previsto en el artículo siguiente. 
 
Parágrafo 2°.- Hasta tanto se disponga de la información reportada por los entes territoriales, el 
cálculo para determinar el valor a girar por concepto de aportes de ley se realizará con base en la 
información que de cada ente territorial reposa en la sociedad fiduciaria administradora de los 
recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y las novedades 
reportadas. En el caso de los denominados docentes Nacionales y Nacionalizados se tomará 
como base de cálculo la información reportada al Ministerio de Educación Nacional y a la 
sociedad fiduciaria que administre los recursos del Fondo.  
 
ARTÍCULO 10°.- Giro de los aportes. El Ministerio de Hacienda y Crédito Publico, con cargo a 
la participación para educación de las entidades territoriales en el Sistema General de 
Participaciones, girará directamente al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 
descontados del giro mensual, en las fechas previstas en la Ley 715 de 2001, los aportes 
proyectados conforme al artículo anterior de acuerdo con el programa anual de caja PAC, el cual 
se incorporará en el presupuesto de las entidades territoriales sin situación de fondos.  
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Continuación del Decreto “Por el cual se reglamentan los artículos 81 parcial de la Ley 812 de 2003, 18 parcial 
de la Ley 715 de 2001 y la Ley 91 de 1989 en relación con el proceso de afiliación de los docentes al Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y se dictan otras disposiciones 
 
 
El Ministerio de Hacienda y Crédito Público informará el valor de los giros efectuados, 
discriminando por entidad territorial y por concepto, a la sociedad fiduciaria que administra los 
recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Para los aportes por 
concepto de salud deberá tenerse en cuenta en lo pertinente el decreto 2019 de 2000. 
 
ARTÍCULO 11°.- Ajuste de cuantías. Con base en las novedades de personal de la planta 
docente reportadas por las entidades territoriales, la sociedad fiduciaria administradora de los 
recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los meses de marzo, 
julio y noviembre de cada año, solicitará el ajuste de las cuantías que debe girar el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, para cubrir los aportes de ley a cargo de las entidades territoriales y 
de los afiliados al Fondo, de tal manera que con cargo a la misma vigencia fiscal y a más tardar 
en el mes de enero del año siguiente, se cubra y gire el total de aportes a favor del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público le 
informará a la entidad territorial de los ajustes pertinentes. 
 
PARÁGRAFO 1°.- En todo caso la entidad territorial es responsable de verificar el pago de los 
aportes. De no efectuarse el descuento, o ser éste insuficiente para cubrir la obligación de la 
entidad territorial, ésta deberá adelantar las acciones necesarias para atender dicha obligación 
dentro de los cinco (5) primeros días de cada mes. 
 
ARTÍCULO 12°. El presente decreto rige a partir de su publicación y deroga las disposiciones 
que le sean contrarias. 

 
PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
Dado en Bogotá D.C., a los 22 días de 2003 
 
 
 
 
 
EL MINISTRO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO 
 
 
 
 
 

ALBERTO CARRASQUILLA BARRERA 
 
 
 
 
 
LA MINISTRA DE EDUCACIÓN NACIONAL  
 
 
 
 
 
 

CECILIA MARÍA VÉLEZ WHITE 
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COMUNICADO N.008  

PARA:  SECRETARIOS DE EDUCACION Y 

ENCARGADOS OFICINAS DE PRESTACIONES SOCIALES          
    
DE:  DIRECCION DE PRESTACIONES ECONOMICAS  
   
ASUNTO:  REPORTE DE CESANTIAS PARA PAGO DE INTERESES   

PRIMERA NOMINA AÑO 2020  
   
FECHA:  11 DE DICIEMBRE DE 2020 
________________________________________________________________________________ 

Con el fin de dar cumplimiento al Acuerdo No. 39 de 1998, expedido por el Consejo Directivo del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio - FOMAG, mediante el cual se estableció el procedimiento para el reconocimiento y 

pago de intereses a las cesantías de los docentes afiliados al Fondo del Magisterio, con régimen de cesantías anual, nos  

permitimos realizar algunas precisiones: 

1.Los reportes de cesantías de docentes ACTIVOS y RETIRADOS, deben ser liquidados por las Secretarías de Educación a 

través del programa HUMANO, por cuanto serán obtenidos en línea por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio- FOMAG directamente desde el mencionado programa. Por lo tanto, se solicita a cada secretaría realizar todos 

los procesos necesarios, en cuanto a validación de valores, nombres, municipio, vinculación, fuente de recursos, etc., toda 

vez que son los soportes sobre los cuales se genera el valor a pagar por intereses a las cesantías y se asigna el punto de 

pago. 

Una vez culminado el proceso de liquidación de cesantías en el programa HUMANO, cada Secretaría de Educación debe 

enviar al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio-FOMAG  un informe consolidado con el número reportes 

de docentes Activos y Retirados liquidados a través del aplicativo (HUMANO) y el valor total de cesantías. Esta información 

debe ser enviada al correo electrónico  interesescesantias@fiduprevisora.com.co  Como soporte documental, deben 

remitir al Fondo un oficio acompañado del reporte generado por HUMANO, los reportes IMPRESOS deben llegar firmados 

por la autoridad nominadora y por el pagador de la Entidad Territorial Certificada, ya que sin las mencionadas firmas los 

reportes carecen de validez. 

Una vez la Secretaría de Educación confirme al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio- FOMAG  a través 

de correo electrónico que la información puede ser tomada en línea, el FOMAG procederá de conformidad, haciendo la 

salvedad que cualquier cambio que la Secretaría de Educación realice en la información en HUMANO, con posterioridad a 

esta fecha, no se verá reflejado en la información obtenida en línea, por lo tanto no afectará el pago de intereses a las 

Cesantías, siendo la Secretaría de Educación la responsable por el cambio de valores por fuera de los términos. 

2. La fecha de recibo de reportes de cesantías para todas las Secretarías de Educación a nivel nacional, es hasta el 05 DE 

FEBRERO DE 2021. Esta fecha es improrrogable y, por tanto, el no reporte oportuno de la información a esta entidad, 

conllevará la no inclusión en nómina de los docentes, siendo el Ente Territorial el responsable de las contingencias que se 

deriven en el pago de los intereses  y   por la  mora en el pago de las prestaciones a favor de los docentes. 

3. La Fiduciaria como vocera y administradora de los recursos del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO -FOMAG, programa los pagos de intereses a las cesantías con base en los reportes de cesantías allegados por 

la Secretaría de Educación, que en calidad de nominadora liquida las Cesantías y notifica al Educador. 
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4. La Coordinación de Afiliacion de Docentes, Pensionados y Beneficiarios  del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO FOMAG  remite mensualmente a cada Secretaría de Educación la base de datos de docentes 

activos vinculados a través de cada ente territorial, lo anterior con el fin de que cada entidad  valide la información allí 

contenida, como nombres y apellidos, régimen, fechas de afiliación y posesión entre  otros. En consecuencia, los pagos se  

programan  de  conformidad  a  los  datos  registrados en la base  de  docentes  afiliados y a los reportes de cesantías 

allegados por la Secretaría de  Educación. 

5. Solamente se atenderá la información remitida a través de los correos electrónicos institucionales o auto-rizados en 

forma escrita por el Secretario (a) de Educación de cada Entidad territorial. 

6. Es pertinente informar que se encuentra en proceso  un nuevo desarrollo tecnológico para la liquidación de intereses 

a las cesantías  sin embargo  mientras inicia el nuevo aplicativo se procederá de la misma forma que los años anteriores  

Finalmente se anexa a la presente comunicación cronograma de actividades a desarrollar como guía  para el   proceso de  

remisión de reportes, validación de información  y pago de intereses a las cesantías. 

Cordialmente  

Firma recuperable

X
Angela Tobar Gonzalez

Directora de Prestaciones Economicas

Firmado por: 389e2af0-d469-42bb-b25d-6a599a580dc4
 

ANGELA TOBAR  GONZALEZ    
DIRECTORA DE PRESTACIONES ECONOMICAS  
 
Anexos (1) 

  NOMBRE FIRMA FECHA 

PROYECTÓ:  MONICA AMALIA LOPEZ CARLOSAMA    11 DE DICIEMBRE DE 2020 

REVISÓ Y APROBÓ:  JOEL SANCHEZ    11 DE DICIEMBRE DE 2020 

Los arriba firmantes declaramos que hemos revisado el documento y lo encontramos ajustado a las normas y disposiciones vigentes por lo tanto, bajo nuestra responsabi-
lidad, lo presentamos para la firma.  

 

 
“Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 
/ 6108164, Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. 
Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros 
ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u 
oficina de atención al público de la entidad, asimismo tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos 
aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige 
ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio 
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor 
Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. 
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CRONOGRAMA   DE  ACTIVIDADES    NOMINA  DE  INTERESES  A  LAS  CESANTIAS  AÑO 2021

DICIEMBRE 2020

LUNES SABADO DOMINGOMARTES MIERCOLES JUEVES VIERNES

validación de  la  

información   liquidada enel 

aplicativo HUMANO. 

Responsable:   Secretaría  

de  Educación 

Remision de comunicado a 

todas  las Secretarías de 

Educación : Resposable 

FOMAG 

ENERO   2021

Liquidación de  Cesantias  

para  el pago de  Interes.  

Responsable:  Secretaría  de  

Educación 

Liquidación de  Cesantias  

para  el pago de  Interes.  

Responsable:  Secretaría  de  

Educación 

Liquidación de  Cesantias  

para  el pago de  Interes. 

Responsable:   Secretaría  

de  Educación 

validación de  la  

información   liquidada enel 

aplicativo HUMANO. 

Responsable:   Secretaría  

de  Educación 

Liquidación de  Cesantias  

para  el pago de  Interes. 

Responsable:   Secretaría  

de  Educación 

Notificación de  cesantias  a  

los  educadores. 

Responsable:  Secretaría  de  

Educación 

Notificación de  cesantias  a  

los  educadores. 

Responsable:  Secretaría  de  

Educación 

FEBRERO 2021

validación de  la  

información   liquidada en 

el aplicativo HUMANO. 

Responsable:   Secretaría  

de  Educación 

validación de  la  

información   liquidada enel 

aplicativo HUMANO, tema    

a  cargo de  la  Secretaría  

de  Educación 

SABADO DOMINGO

Remisión de  correo 

electrónico   confirmando   

la  culminacion del proceso   

e  informando número y 

valor   total de  reportes  de 

cesantias  activos   y 

retirados   liquidados    para  

el pago de   intereses. 

Resposable   Secretaría  de  

Educación.    Confirmación 

del  recibo  Responsable: 

FOMAG   

Remisión de  correo 

electrónico   confirmando   

la  culminación del proceso   

e  informando número y 

valor   total de  reportes  de  

cesantias activos   y 

retirados   liquidados    para  

el pago de   intereses. 

Responsable:  Secretaría  de  

Educación.    Confirmación 

del  recibo  Responsable: 

FOMAG   

Remisión de correo 

electrónico confirmando la 

culminación del proceso e 

información e informando 

número y valor total de 

reportes de cesantias  

activos y retirados 

liquidados para el pago de 

intereses.  Responsable 

Secretaría de 

Educación,Confirmacion del 

recibo FOMAG 

Remisión de correo 

electrónico confirmando la 

culminación del proceso e 

información e informando 

número y valor total de 

reportes de cesantias  

activos y retirados 

liquidados para el pago de 

intereses.  Responsable 

Secretaría de 

Educación,Confirmacion del 

recibo FOMAG 

Remisión de correo 

electrónico confirmando la 

culminación del proceso e 

información e informando 

número y valor total de 

reportes de cesantias  

activos y retirados 

liquidados para el pago de 

intereses.  Responsable 

Secretaría de 

Educación,Confirmacion del 

recibo FOMAG 

LUNES MARTES MIERCOLES JUEVES VIERNES

MARZO 2021

LUNES MARTES MIERCOLES JUEVES VIERNES SABADO DOMINGO

Remisión de inconsistencias 

que impidieron  el pago de 

intereses  las cesantias -

responsable FOMAG 

Remision  de 

inconsistencias que 

impidieron  el pgo de 

intereses a las cesantias -

responsable FOMAG 

Pago de  la  nómina  de  

intereses   y publicación de  

listados  a  traves  de  la  

página  web. Responsable:  

FOMAG  



Número de generación: CAA2022060601030046548
Fecha generación: 2022-06-06 13:03:00

CERTIFICADO DE AFILIACIÓN

FIDUPREVISORA S.A.
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL

MAGISTERIO 

CERTIFICA:

Que consultada la Base de Datos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (Fondo) y conforme a lo
establecido en la Ley 715 de 2001, se informa que la Secretaria de Educación en calidad de ente nominador reporta la
siguiente información respecto al(la) señor(a) JOSE ALBEIRO URIBE RODRIGUEZ identificado(a) con Cédula de
Ciudadanía No.  6465417:

Secretaría de Educación Tipo de Nombramiento Tipo de Vinculación Régimen Pensional Régimen de Cesantías

CALI EN PROPIEDAD NACIONAL DECRETO 3135 /68 Y
1868/69

ANUALIDAD

Número Acto
Administrativo

Fecha de Acto
Administrativo
(Año-Mes-Día)

Fecha de Posesión
(Año-Mes-Día)

Fecha de Afiliación
Nombramiento
(Año-Mes-Día)

Estado de Afiliación

000 1990-01-01 1995-02-11 1995-02-11 ACTIVO

Es importante aclarar que este certificado suministra datos de su último nombramiento, si desea ver su historia laboral
completa, debe solicitarla a la Secretaria de Educación con la que registro su última vinculación; así mismo, de presentarse
alguna inconsistencia sobre los datos relacionados, éstos deben ser aclarados por su empleador o ente nominador, quien
tiene la responsabilidad para aclarar, corregir o modificar la información presentada.

Esta comunicación no tiene el carácter de acto administrativo por cuanto Fiduprevisora S.A., no es competente para
expedirlos, solamente obra en calidad de ente administrador de los recursos del fideicomiso denominado Fondo Nacional de
Prestaciones Sociales del Magisterio.

Dada a solicitud del(a) interesado(a) a los 06 días del mes de Junio del año 2022 01:03:00PM.
Cordialmente.

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO
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EL MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 

CERTIFICA QUE: 

 

La Nación - Ministerio de Educación Nacional no tiene competencia para allegar el expediente administrativo que contiene los 

antecedentes de la actuación objeto del proceso en curso y que es exigido en el parágrafo 1 del artículo 175 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

Los expedientes administrativos relacionados con todo el personal docente y administrativo de los servicios educativos estatales 

reposan en los archivos de las Secretarías de Educación de la entidad territorial certificada a la que pertenece o ha pertenecido el 

solicitante o causahabiente. 

 

El Capítulo II del Decreto 2831 de agosto 16 de 2005 por el cual se estableció el trámite para reconocimiento de prestaciones a 

cargo del citado Fondo, dispone:  

Artículo 2°. Radicación de solicitudes. Las solicitudes de reconocimiento de prestaciones sociales deberán ser radicadas en la 

secretaría de educación, o la dependencia o entidad que haga sus veces, de la respectiva entidad territorial certificada a 

cuya planta docente pertenezca o haya pertenecido el solicitante o causahabiente, de acuerdo con el formulario adoptado 

para el efecto por la sociedad fiduciaria encargada de administrar los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio. 

La sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo implementará un sistema de radicación único, que 

registre las solicitudes de reconocimiento de prestaciones económicas que deba pagar el Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, en forma simultánea en la respectiva entidad territorial certificada y en la sociedad fiduciaria y que 

permita a los solicitantes conocer electrónicamente el estado de su trámite. 

Artículo 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo establecido en el artículo 3° de la Ley 91 de 

1989 y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que pagará 

el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio será efectuada a través de las secretarías de educación de las 

entidades territoriales certificadas, o la dependencia que haga sus veces. 

Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre 

vinculado el docente, deberá: 

1. Recibir y radicar, en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el reconocimiento de prestaciones sociales 

a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte la sociedad 

fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho Fondo. 

2. Expedir, con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo y conforme a los formatos 

únicos por esta adoptados, certificación de tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional, del docente peticionario o 

causahabiente, de acuerdo con la normatividad vigente. 

3. Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a 

la radicación de la solicitud, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, junto con la certificación descrita en el numeral anterior 

del presente artículo. 

4. Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 

económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las Leyes 91 de 1989 y 962 de 2005 y las normas que las adicionen o 

modifiquen, y surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos previstos en 

la ley. 

5. Remitir, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, copia de los actos administrativos de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de este, junto con la 

respectiva constancia de ejecutoria para efectos de pago y dentro de los tres días siguientes a que estos se encuentren en 

firme. 

Parágrafo 1°. Igual trámite se surtirá para resolver los recursos que sean interpuestos contra las decisiones adoptadas de 

conformidad con el procedimiento aquí establecido y aquellas que modifiquen decisiones que con anterioridad se hayan 

adoptado respecto del reconocimiento de prestaciones a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

Parágrafo 2°. Sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, disciplinaria, fiscal y penal a que pueda haber lugar, las 

resoluciones que se expidan por parte de la autoridad territorial, que reconozcan prestaciones sociales que deba pagar el 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, sin la previa aprobación de la sociedad fiduciaria encargada del 

manejo y administración de los recursos de tal Fondo, carecerán de efectos legales y no prestarán mérito ejecutivo. 

Artículo 4°. Trámite de solicitudes. El proyecto de acto administrativo de reconocimiento de prestaciones que elabore la 

secretaría de educación, o la entidad que haga sus veces, de la entidad territorial certificada a cuya planta docente 

pertenezca o haya pertenecido el solicitante, será remitido a la sociedad fiduciaria que se encargue del manejo de los 

recursos del Fondo para su aprobación.  

Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes al recibo del proyecto de resolución, la sociedad fiduciaria deberá imparti r su 

aprobación o indicar de manera precisa las razones de su decisión de no hacerlo, e informar de ello a la respectiva secretaría 

de educación. 

Artículo 5°. Reconocimiento. Aprobado el proyecto de resolución por la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los 

recursos del Fondo, deberá ser suscrito por el secretario de educación del ente territorial certificado y notificado en los términos 

y con las formalidades y efectos previstos en la ley.” (subrayado y resaltado fuera de texto. 

 

En el trámite legal descrito, se evidencia que no existe intervención alguna del Ministerio de Educación Nacional ni de sus servidores, 

puesto que desde la expedición de la Ley 962 de julio 8 de 2005 ya se habían suprimido las funciones que ejercían los 

Representantes del Ministro de Educación Nacional ante las entidades territoriales, dejando de participar en las juntas 
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departamentales y distritales de educación y en el reconocimiento de 

prestaciones sociales con cargo al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio. 

La competencia para los reconocimientos de prestaciones sociales, 

contratación de servicios médicos y administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio por 

mandato legal no corresponden a la Nación-Ministerio de Educación Nacional y por tanto, la documentación que pueda 

conformar los expedientes administrativos relacionados tampoco está bajo la custodia de este Ministerio ni reposa en sus archivos, 

lo que representa una imposibilidad material de aportar el mismo a los trámites judiciales que se adelantan ante cualquier 

jurisdicción. 

  

 

LUIS GUSTAVO FIERRO MAYA  

Jefe Oficina Asesora Jurídica 

Ministerio de Educación Nacional 
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RV: C22-22061 RV: CONTESTACIÓN DEMANDA

Juzgado 11 Administrativo - Valle Del Cauca - Cali <adm11cali@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Lun 06/06/2022 17:20

Para: Piedad Patricia Pinilla Pineda <ppinillp@cendoj.ramajudicial.gov.co>

De: Andrés Mauricio Paque Cárdenas <apaquec@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Enviado: lunes, 6 de junio de 2022 15:48

Para: Juzgado 11 Administrativo - Valle Del Cauca - Cali <adm11cali@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Cc: luisa.moreno@cali.edu.co <luisa.moreno@cali.edu.co>

Asunto: RV: C22-22061 RV: CONTESTACIÓN DEMANDA
 

Cordial saludo, 

 

Anexo constancia de radicación de documento allegado de manera digital. 

Por favor no responda a este correo, este email solamente es para dar respuesta a radicación de correspondencia.
Comuníquese con nosotros al email of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co 
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Atentamente,  
 

ANDRES MAURICIO PAQUE CARDENAS  
Oficina de Apoyo Juzgados Administrativos de Cali 
Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial Cali-Valle del Cauca. 

De: Oficina 02 Apoyo Juzgados Administrativos - Seccional Cali <of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Enviado: lunes, 6 de junio de 2022 15:30

Para: Andrés Mauricio Paque Cárdenas <apaquec@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Asunto: C22-22061 RV: CONTESTACIÓN DEMANDA
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DIANA PATRICIA ZAPATA FLOREZ 
ÁREA DE CORRESPONDENCIA Y ARCHIVO 
Oficina de Apoyo Juzgados Administrativos de Cali
Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial Cali-Valle del Cauca


De: Luisa Viviana Moreno Murillo <luisa.moreno@cali.edu.co>

Enviado: lunes, 6 de junio de 2022 15:25

Para: Oficina 02 Apoyo Juzgados Administrativos - Seccional Cali <of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
marcelaramirezsu@hotmail.com <marcelaramirezsu@hotmail.com>; Notificaciones Judiciales
<notjudicial@fiduprevisora.com.co>

Asunto: CONTESTACIÓN DEMANDA
 
Respetuosamente por medio del presente escrito, y como apoderada judicial del SISTRITO ESPECIAL
DE SANTIAGO DE CALI, manifiesto a usted que presento CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA DENTRO
DEL PRESENTE ASUNTO:

DEMANDANTE: JOSE ALBEIRO URIBE RODRIGUEZ.
JUZGADO. ONCE ADMINISTRATIVO DE CALI
RADICACION. 2022-00031
DEMANDADO. DISTRITO ESPECIAL DE SANTIAGO DE CALI Y OTROS.
MEDIO DE CONTROL. NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO.

Muchas gracias por la atención brindada.

LUISA VIVIANA MORENO MURILLO
CC 31941183
TP 56802 
CEL 3108253565



PARA:         Docentes - Directivos Docentes 

ASUNTO:   Respuesta derechos de petición reconocimiento sanción mora por intereses
de cesantías

La  Secretaría  de  Educación  del  Distrito  Especial  de  Santiago  de  Cali,  ha  recibido
múltiples  derechos  de  petición  dirigidos  a  esta  entidad  y  al  Fondo  Nacional  de
Prestaciones  Sociales  del  Magisterio,  Nación-Ministerio  de  Educación  Nacional,
solicitando:  

“El reconocimiento y pago de la sanción por mora, establecida en el artículo 99 de la ley
50 de 1990, por no haber consignado dentro del término legal las cesantías causadas
de  los  años  2018,  2019,  2020  y  por  ende   el  pago  de  la  sanción  por  mora  o
indemnización moratoria, por no haber pagado dentro del término legal los intereses a
las cesantías causadas a 31 de diciembre de 2020 y los años anteriores es decir 2018 y
2019  hasta el momento en que se efectuó el reporte o consignación respectiva”.

En atención a la petición antes descrita, me pronuncio, previos los siguientes funda-
mentos jurídicos: 

el numeral 5 del art. 2 de la Ley 91 de 1989 ordena: 

“5. Las prestaciones sociales del personal nacional y nacionalizado que se causen a partir del
momento de la promulgación de la presente Ley, son de cargo de la Nación y serán pagadas
por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio; pero las entidades territoriales,
la Caja Nacional de Previsión Social, el Fondo Nacional de Ahorro o las entidades que hicieren
sus veces, pagarán al Fondo las sumas que resulten adeudar hasta la fecha de promulgación
de la presente Ley a dicho personal, por concepto de las prestaciones sociales no causadas o
no exigibles.” 

En cuanto a las Cesantías e intereses de las Cesantías de los docentes vinculados al
FOMAG con posterioridad a 1990, el numeral 3 del art. 15 ibidem define: 

“Para los docentes que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990 y para los docentes naciona-
les vinculados con anterioridad a dicha fecha, pero sólo con respecto a las cesantías generadas
a partir del 1 de enero de 1990, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio re-
conocerá y pagará un interés anual sobre saldo de estas cesantías existentes al 31 de diciem-
bre de cada año, liquidadas anualmente y sin retroactividad, equivalente a la suma que resulte
aplicar la tasa de interés, que de acuerdo con certificación de la Superintendencia Bancaria,
haya sido la comercial promedio de captación del sistema financiero durante el mismo período.
Las cesantías del personal nacional docente, acumulados hasta el 31 de diciembre de 1989,
que pasan al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, continuarán sometidas a
las normas generales vigentes para los empleados públicos del orden nacional.”
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Expuestas las anteriores consideraciones, se procede a proporcionar la siguiente,

RESPUESTA:

Mediante Acuerdo No.39 del 15 de diciembre de 1999 el Consejo Directivo del Fondo
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, estableció el procedimiento para el
reconocimiento y pago de Intereses a las Cesantías de los docentes afiliados al fondo.
El pago de las prestaciones sociales, incluidas las cesantías e intereses a las cesantías,
de los docentes vinculados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio
está a cargo de la sociedad fiduciaria La Fiduprevisora S.A., en virtud del contrato de fi-
ducia celebrada entre el Ministerio de Educación Nacional y dicha entidad financiera.

De acuerdo a las normas precitadas, esta Secretaría en cumplimiento de las directrices
impartidas por la Fiduciaria procedió a reportar las cesantías de todos los docentes acti-
vos y retirados vinculados a este ente territorial a través del programa Humano, así:

COMUNICADO FECHA CONCEPTO FECHA LIMITE REPORTE 

No. 008 23/12/2020 Cesantias 2020 05 de febrero de 2021
No. 16 17/12/2019 Cesantias 2019 05 de febrero de 2020
No. 43 12/12/2018 Cesantias 2018 05 de febrero de 2019

Por las razones anteriormente enunciadas y en razón a la competencia que le asiste a
la  fiduciaria  la  Fiduprevisora  S.A.;  ya  que,  es  la  responsable  de  la  liquidación
programación y pago de los intereses de cesantías, esta instancia procederá a enviar
todos y cada uno de los derechos de petición radicados ante esta entidad, de lo cual se
le informará a cada uno de los peticionarios.

Atentamente,

JOSÉ DARWIN LENIS MEJÍA
Secretario de Despacho. 

Proyectó: Maribel Zapata Escobar/Mónica Zúñiga/Diana Patricia Posada/Contratistas

Revisó:    Janeth Valencia Benítez /Subsecretaria de Despacho

                Cintia Tatiana Gamboa Zamora/ Profesional Universitario

                Rodrigo Andrés Plazas Yepes /Contratista 

Luis Eduardo Torres Torres –Contratista  -  
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DOCTOR: 

ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ. 

JUEZ ONCE ADMINISTRATIVO DE CALI. 

E.S.D. 

PROCESO No.              2022-00031 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE.            JOSE ALBEIRO URIBE RODRIGUEZ. 

 DEMANDADO               MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI-    

SECRETARIA DE EDUCACION DISTRITAL. 

LUISA VIVIANA MORENO MURILLO, mayor de edad, vecina de Cali, 
identificado con la C.C. No. 31.941.183, con T.P. No. 56.802 del C. S. de la 
J., actuando en calidad de Apoderada del Municipio de Santiago de Cali 
mediante poder debidamente otorgado por medio del presente escrito 
procedo a dar CONTESTACION en el proceso de la referencia, en los 
siguientes términos: 

l. A LAS PRETENSIONES 

Me opongo a todas y cada una de las pretensiones de la demanda, y Si bien 
es cierto, y tal como se desprende del expediente la solicitud de sanción 
moratoria, fue dirigida a la demandada, también lo es que a la fecha si 
existe pronunciamiento expreso de la administración (28 de octubre de 
2021), no configurándose el fenómeno jurídico del “acto ficto presunto 
de carácter negativo”, en consecuencia solicito amablemente al Honorable 
Juez, que previo el agotamiento del procedimiento respectivo, y analizadas 
las pruebas, se sirva absolver a mi representada de todas y cada una de las 
pretensiones formuladas por la parte actora, por las razones a saber: 

En principio es necesario señalar que frente a los dos tópicos objeto de la 
presente solicitud demanda, se advierte una clara falta de legitimación en la 
causa por pasiva en lo que concierne a la Secretaría de Educación Distrital 
de Santiago de Cali se refiera, debido a que las cantidades de dinero 
correspondientes a los aportes de los afiliados y aportes patronales del 
personal docente afiliado al FNPSM (COMO EL DEMANDANTE), y en 
general todos los recursos destinados a ser administrados por la entidad 
Fiduciaria La Previsora S.A., reciben el tratamiento de recursos sin situación 



de fondos; esto es, que nunca son girados a las entidades territoriales, sino 
que son remitidos de manera directa por el Gobierno Nacional ante la entidad 
administradora de los recursos del FNPSM. 
 

Lo expuesto, como resultado directo de la aplicación de los parágrafos 1 y 2 
del artículo 18 correspondiente a la Ley 715 de 2001, que señalan: 
“ARTÍCULO 18. ADMINISTRACIÓN DE LOS RECURSOS. Los 
departamentos, los distritos y los municipios certificados administrarán los 
recursos del Sistema General de Participaciones en cuentas especiales e 
independientes de los demás ingresos de las entidades territoriales. Estos 
dineros no harán unidad de caja con las demás rentas y recursos de la entidad 
territorial. Estos recursos, del sector educativo, no podrán ser objeto de 
embargo, pignoración, titularización o cualquier otra clase de disposición 
financiera. 
 

PARÁGRAFO 1o. Las sumas correspondientes a los aportes patronales y del 
afiliado, de seguridad social y parafiscales de las entidades territoriales por 
concepto del personal docente de las instituciones educativas estatales, se 
descontarán directamente de los recursos de la participación para educación 
del Sistema General de Participaciones. La Nación contará con un plazo no 
mayor de dos años para perfeccionar el proceso de descuentos, con la 
información de las entidades territoriales. 

PARÁGRAFO 2o. Los recursos que correspondan al Fondo de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, incluidos los del Bonet, serán descontados 
directamente por parte del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, y girados 
al Fondo”. 

Atendiendo lo anterior, no existe asidero legal o jurídico que permita imponerle 
a esta entidad territorial obligación alguna como resultado de la tardanza en 
la consignación o reconocimiento de unos conceptos y sus correspondientes 
recursos, cuando la norma aplicable a la materia no deposita esa facultad en 
cabeza de la Alcaldía de Cali – Secretaría de Educación Distrital. 

Adicionalmente, un eventual reconocimiento de sanción moratoria a favor del 

demandante, por pago tardío de sus cesantías anuales, de los años 2018 a 

2020, es de competencia del FOMAG, de conformidad a lo normado en el 

numeral 5 del art. 2 de la ley 91 de 1.989, el numeral 3 del art. 15, de la misma. 

 

 

 
 

. 

ll. A LOS HECHOS 

 PRIMERO: ES CIERTO. 

 SEGUNDO: QUE SE PRUEBE. Pese a esta posición, debo manifestar, que 

la entidad a la que represento, no tiene injerencia alguna en estos pagos.  



El 15 de Diciembre de 1998 fue expedido el Acuerdo 039 por parte del 

Consejo Directivo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, el cual en su artículo tercero estableció en cabeza de las 

Secretarías de Educación de las entidades territoriales certificadas para la 

prestación del servicio público educativo, la obligación de realizar una 

liquidación de las cesantías anuales de cada docente, y efectuar el reporte 

de dichas cantidades ante el Fondo nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio a más tardar el 20 de enero del año siguiente al que corresponda 

a las cesantías anualizadas de cada docente. 

 

Lo anterior no quiere decir que la Alcaldía de Santiago de Cali se encuentre 

legitimada en la causa para efectuar los reconocimientos a que hace mención 

la demanda que nos ocupa (consignación anual de las cesantías y 

consignación de los intereses a las cesantías), ni mucho menos una eventual 

sanción por el retraso en los anteriores reconocimientos, pues como ya se 

expuso la Ley 715 de 2001 (artículo 18) estableció dicha competencia en 

cabeza del Gobierno Nacional (Ministerio de Hacienda y Crédito Público) y 

FNPSM, y cualquier tipo de interpretación disímil, implicaría aceptar que un 

acuerdo del consejo directivo del FNPSM tiene la entidad de sustraerse al 

imperio de una Ley de la República.  

 

 TERCERO: QUE SE PRUEBE. Adicionalmente y a la fecha, todos los 

reportes que pueda necesitar la entidad Fiduciaria La Previsora S.A., o el 

FNPSM por parte de esta o cualquier otra entidad territorial certificada para 

la prestación del Servicio Público Educativo relacionada con las cesantías del 

personal docente, ya se encuentran reportadas en el sistema de 

administración de nómina “Humano” y con anterioridad al mes de Agosto de 

2021 en el software “on-base”, razón de más para que se insista en la falta 

de legitimación en la causa por pasiva. 

 

No obstante, lo anterior, se solicitó información sobre el cumplimiento de la 

obligación contenida en el artículo tercero del acuerdo 039 de 1998 para las 

vigencias 2018-2020 por parte de la Secretaría de Educación de Santiago de 

Cali, obteniendo el siguiente reporte como respuesta a derechos de petición, 



que incluyen a los convocantes, dado por el Secretario de Despacho 

(Licenciado JOSE DARWIN LENIS MEJIA): 

 

COMUNICADO FECHA CONCEPTO FECHA LIMITE DE 

REPORTE 

N. 008 23-12-2020 Cesantías 2021 05 de feb. 2021 

N. 16 17-12-2019 Cesantías 2019 05 de feb. 2020 

N. 43 12-12-2018 Cesantías 2018 05 de feb. 2019 

 

Lo anterior demuestra en gracia de discusión, que la Secretaría de Educación 

de Santiago de Cali, cumplió con lo dispuesto en el artículo tercero del 

acuerdo 039 de 1998, mucho antes del vencimiento del término concedido 

para tales efectos (antes del 20 de enero de cada año). 

Todo lo anterior, nos lleva a sostener de manera categórica la excepción de 

falta de legitimación en la causa por pasiva.  

 

 

 

 

  CUARTO, CINCO, SEIS , SIETE, OCHO Y NUEVE: SON CIERTOS. Hago 
aclaración particularmente, que mi poderdante, mediante acto 
administrativo de trámite, dio respuesta al derecho de petición, del hoy 
demandante, y lo hizo el día, 28 de octubre de 2021, no configurándose 
entonces el silencio administrativo negativo o acto ficto. 

DIEZ y ONCE. SON CIERTOS. 

Con todo, respecto de todos los hechos materia del litigio, me atengo a lo 
probado en las diligencias, y en consecuencia solicito se tengan en cuenta 
las siguientes precisiones: 

FUNDAMENTOS Y RAZONES DE LA DEFENSA 

En materia de sanción por mora en el pago de cesantía, el Honorable 

Consejo de Estado, C.P, GABRIEL VALBUENA HERNANDEZ, 

SECCION 2, SUBSECCION A, Rad.25.000-23-42-000-2018-

0093501(0484-20), del 8 de julio de 2021, Actor: CARLOS JULIO 

MARTINEZ ALVARADO. se pronunció, en un caso con identidad de 

materia, dijo:  

“…(vi i ).  En este sentido,  dado que la Ley 91 de 1989 planteó 



que las cesantías para los docentes vinculados a par ti r del  1º 

de enero de 1990 se l iquidan anualmente y sin retroactividad, 

no es procedente en este caso el  reconocimiento de la 

prestación deprecada de forma retroactiva,  pues como quedó 

estudiado en precedencia,  deben pagarse al  demandante de 

forma anual izada.  

 

(vi i i ) . De otra parte,  aunque la Ley 60 de 1993 y el  Decreto 196 

de 1995 regularon lo relativo a la afi l iación de los docentes 

terri toriales al  Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del  

Magisterio, el lo no supone que sólo a par ti r de dicho trámite 

empezaba a regir el  sistema anual izado de l iquidación de 

cesantías, pues se rei tera, para todos los docentes cuya 

vinculación laboral  inició después del 1 de enero de 1990, se fi jó 

la l iquidación de la prestación bajo ese régimen anual izado sin 

importar  que estos fueran nacionales,  nacional izados o 

terri toriales.   

 

( i x) Si  bien es cier to la incorporación de los docentes terri toriales 

al  Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del  Magisterio,  que 

se producir ía a par ti r de lo dispuesto en el  Decreto 196 de 1995, 

garantizaba el  régimen prestacional  que tuvieran al  momento de 

su incorporación,  también lo es que en el  caso del demandante, 

para efecto de la l iquidación de sus cesantías, el  régimen que 

debe apl icarse no es otro que el  anual izado contemplado en el  

art ículo 15 de la Ley 91 de 1989, pues su vinculación laboral  se 

produjo con posterioridad al  1º de enero de 1990.  

 

(x) El  acervo probatorio demuestra que la vinculación del  señor 

Carlos Jul io Mart ínez Alvarado al  municipio de Ricaurte, 

Cundinamarca fue producto del  nombramiento real izado a través 

de Decreto 33 de 2 de agosto de 1993 produciendo efectos 

fi scales desde el  momento en el  que se posesionó, esto es,  con 

posterioridad al  1º de enero de 1990, fecha establecida en el  

art ículo 15 de la Ley 91 de 1989 para que entrara en vigor  el  



sistema de l iquidación de cesantí as al lí  contemplado, y que regía 

en caso de nuevas vinculaciones docentes; por lo tanto, es 

forzoso concluir que se debe someter  al  régimen anual izado al l í 

establecido,  lo que impone confi rmar la sentencia recurrida que 

así  lo concluyó.  

 

. 

 

I.  CONCLUSIONES 

 

La Sala concluye que en el  presente caso el  demandante se 

posesionó como docente terri torial  el  13 de agosto de 1993 ,  

esto es, con posterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 91 

de 1989, por consiguiente,  el  reconocimiento de sus cesantías 

se rige por las normas vigentes para los empleados públ icos 

del  orden nacional , es decir,  el  régimen anual izado, sin 

retroactividad y sujeto a intereses, como lo reconoció la 

demandada y así  lo declaró el  a quo…” 

  

EXCEPCIONES 

FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA: Hago consistir en 
que mi representada no es la entidad pagadora de las cesantías, pues esta 
solo cumple las funciones administrativas de recepción y tramite del pago de 
las cesantías, y es la entidad encargada de proferir los actos administrativos 
de reconocimiento y orden de pago de las mismas, no obstante, es la 
Fiduciaria la FIDUPREVISORA S.A, la entidad encargada de finalmente 
realizar el pago. 

COBRO DE LO NO DEBIDO: a la demandante no se le adeuda valor alguno 
por sanción moratoria en el pago de las cesantías, como quiera que los 
docentes gozan de un régimen prestacional independiente de los demás 
servidores públicos, por lo que a la demandante no le asiste el derecho a 
reclamar el pago de la sanción moratoria por cuanto de un lado a ella no se 
aplican las disposiciones que sobre el particular estatuyen la Ley 344 de 1996 
y la Ley 244 de 1996, modificada por la Ley 1071 de 2006. Normas aplicables 
a la generalidad de los empleados públicos y otro por cuanto tal como se 
indicó anteriormente el mismo artículo 13 de la ley 344 de 1996 determino 
que sus preceptos no se aplican a quienes se encuentran amparados por la 
Ley 91 de 1989, la misma mediante la cual le fueron reconocidas las cesantías 
parciales a la demandante. 

INEXISTENCIA DE LA OBLIGACION: No existe obligación por parte de mi 
representada en reconocer una sanción moratoria, sino se acreditan los 
requisitos legales para ello. 



BUENA FE: Por cuanto la entidad que represento siempre ha actuado bajo 
criterios legales y constitucionales. 

PRESCRIPCION: , la sanción moratoria pretendida de los años (SEGÚN EL 
HECHO 3 DE LA DEMANDA)1994 a 2017, están afectados por el fenómeno 
de la prescripción, comoquiera que la petición de sanción por mora  debía ser 
presentada, a más tardar en su orden los días 15 de febrero de 
1995,1996,1997,1998,1999,2000,201,2002,2003,2004,2005,2006,2007,200
8,2009,2010,2011,2012,2013,2014,2015,2016,2017; plazos individuales que 
fueron ampliamente superados, comoquiera que presento la solicitud el día 
14 de septiembre de 2021, obligación -sanción moratoria que se hizo exigible 
a partir del momento en que se generó el incumplimiento o tardanza, es decir, 
-15 de febrero del año siguiente al de la causación del auxilio- y Los 
accionantes dejaron transcurrir un lapso superior a tres (3) años sin hacer la 
reclamación 

 

INNOMINADA: Solicitar muy respetuosamente al momento de proferir 
sentencia, se sirva declarar de oficio todos los hechos exceptivos que sean 
advertidos y probados en el curso del proceso y que resulten favorables a la 
entidad que represento. 

PRUEBAS 

Como quiera que el presente asunto se trata de aquellos de pleno derecho, 
me atengo a las aportadas con la demanda por dos razones a saber: i) es a 
la parte demandante a quien incumbe probar el supuesto de hecho que alega, 
conforme lo dispone el CGP y ii) en virtud de la comunidad de la prueba. 

Además de ello, me permito aportar, información suministrada por el grupo 
de prestaciones sociales. 

ANEXOS 

 Poder para actuar  copia de la escritura pública contentiva de dicho 
poder especial y de los documentos que prueban la elección y posesión 
del señor alcalde y el nombramiento y posesión de la directora jurídica de 
la entidad, trazabilidad de la cesantía, respuesta a la petición de sanción 
moratoria, posición del comité jurídico de la alcaldía. 

NOTIFICACIONES 

 Las del señor alcalde, se recibirán en el piso 90 del Centro 
Administrativo Municipal CAM — Torre Alcaldía. Correo electrónico 
notificacionesiudiciales@cali.gov.co. 

 El suscrito apoderado, en la Secretaría del Juzgado y el Centro 
Administrativo Municipal CAM - Torre Alcaldía piso 80 . — Secretaría 
de Educación Municipal, correoelectrónicopersonal:E-mail: 
luisa.viviana@hotmail.com Y luisa.moreno.@cali.gov.co 

Sírvase señor juez reconocer personería para representar a la entidad. 

Atentamente, 

 



LUISA VIVIANA MORENO MURILLO 

C C. 31.941.183 de 
Cali. 

 T.P. No. 56.802 del 
C. S. J. 



 
 
JUEZ ONCE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 
Correo electrónico: adm11cali@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 
Referencia:           PODER ESPECIAL 
Radicación:          2022-00031 
Demandante:        JOSE ALBEIRO URIBE RODRIGUEZ 
Demandado:         Distrito Especial, Deportivo, Cultural, Turístico, Empresarial y de             
                              Servicios de Santiago de Cali 
Medio de Control:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
 
MARÍA DEL PILAR CANO STERLING, identificada con la cédula de ciudadanía número 31.869.025 
expedida en Cali (V), en mi condición de Directora del Departamento Administrativo de Gestión Jurídica 
Publica del Distrito Especial, Deportivo, Cultural, Turístico, Empresarial y de Servicios de Santiago de Cali1, 
nombrada mediante decreto No 4112.010.20.0001 del 1 de enero de 2020 y acta de posesión No. 0007 del 1 
de enero de 2020, debidamente facultada por el Doctor JORGE IVÁN OSPINA GÓMEZ identificado con la 
cedula de ciudadanía No. 6.342.414 expedida en la Cumbre (V), en su condición de Alcalde del Distrito 
Especial, Deportivo, Cultural, Turístico, Empresarial y de Servicios de Santiago de Cali y Representante 
Legal del mismo, según Decreto No. 4112.010.20.0024 del 10 de enero de 20202  a conferir y/o revocar 
poderes especiales con las facultades de ley, para la atención de los procesos, lo cual acredito con copia del 
precitado decreto y de los documentos que certifican tal condición, manifiesto que confiero poder especial, 
amplio y suficiente a la Doctora LUISA VIVIANA MORENO MURILLO identificada con la cédula de 
ciudadanía número 31.941.183 abogada titulada con Tarjeta Profesional número 56.802 del Consejo 
Superior de la Judicatura, para que en nombre y representación del Distrito Especial, Deportivo, Cultural, 
Turístico, Empresarial y de Servicios de Santiago de Cali, actúe dentro del proceso referido, con la facultad 
expresa de ejercer todas las acciones en defensa de los intereses del ente territorial. 
 
La apoderada del Distrito Especial de Santiago de Cali, además de las facultades expresamente 
consagradas en el artículo 77 de la ley 1564 de 2012, queda facultada para contestar la demanda y 
conciliar conforme a la autorización que otorgue el comité de conciliación de la administración central del 
Distrito Especial de Santiago de Cali, cuya determinación deberá constar en el acta pertinente y realizar 
todas las demás acciones inherentes al presente mandato. 

Para que se dé estricto cumplimiento al artículo 1963 del Código de Procedimiento  Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, manifiesto que como parte, la notificación de las providencias que se 
profieran en el desarrollo del proceso, las recibiré en el correo electrónico 
notificacionesjudiciales@cali.gov.co,  buzón de correo electrónico exclusivo para recibir notificaciones 
judiciales para el Distrito Especial, Deportivo, Cultural, Turístico, Empresarial y de Servicios de Santiago de 
Cali a que se refiere el artículo 1974 de ese código. 

 
1 Ley 1933 de 2018 POR MEDIO DEL CUAL SE CATEGORIZA AL MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI COMO DISTRITO ESPECIAL, DEPORTIVO, CULTURAL, TURÍSTICO, EMPRESARIAL Y SERVICIOS” 
2Decreto No. 4112.010.20.0024 del 10 de enero de 2020 “POR MEDIO DEL CUAL SE EFECTÚA UNA DELEGACIÓN EN MATERIA DE REPRESENTACIÓN JUDICIAL Y EXTRAJUDICIAL Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES” 
3 ARTÍCULO 196. NOTIFICACIÓN DE LAS PROVIDENCIAS. Las providencias se notificarán a las partes y demás interesados con las formalidades prescritas en este Código y en lo no previsto, de conformidad con lo 

dispuesto en el Código de Procedimiento Civil 
4 ARTÍCULO 197. DIRECCIÓN ELECTRÓNICA PARA EFECTOS DE NOTIFICACIONES. Las entidades públicas de todos los niveles, las privadas que cumplan funciones públicas y el Ministerio Público que actúe ante esta 

jurisdicción, deben tener un buzón de correo electrónico exclusivamente para recibir notificaciones judiciales. Para los efectos de este Código se atenderán como personales las notificaciones surtidas a través del buzón de 

correo electrónico. 
 



La Doctora LUISA VIVIANA MORENO MURILLO con el fin de que ejerza eficazmente el presente mandato 
como representante judicial, recibirá las notificaciones judiciales en el correo institucional 
notificacionesjudiciales@cali.gov.co, y en el personal Abogada.luisaviviana@gmail.com el cual se encuen-
tra inscrito en la Unidad de Registro Nacional de Abogados.   

Sírvase señor Juez aceptar este mandato especial y reconocerle personería suficiente a la Doctora LUISA 
VIVIANA MORENO MURILLO en los términos del presente poder. 

ANEXOS 

Copia de la Cedula de ciudadanía del señor Jorge Iván Ospina. 
 

Escritura Pública No. 01 de 2020 de la Notaria Tercera del Circuito de Cali- que protocoliza el acta de po-
sesión del Alcalde de Santiago de Cali. 

Copia del decreto de nombramiento como Directora del Departamento Administrativo de Gestión Jurídica 
Pública , No 4112.010.20.0001 del 1 de enero de 2020. 

Copia del acta de posesión como Directora del Departamento Administrativo de Gestión Jurídica Pública 
No. 0007 del 1 de enero de 2020 

 
Copia del Decreto No. 4112.010.20.0024 del 10 de enero de 2020“Por medio del cual se efectúa una 
delegación en materia de Representación Judicial, Administrativa y Extrajudicial y se dictan otras 
disposiciones" 

Cordialmente 

 
MARIA DEL PILAR CANO STERLING 
Directora del Departamento Administrativo 
Gestión Jurídica Pública de la Alcaldía 
Buzón de correo electrónico: notificacionesjudiciales@cali.gov.co 

Acepto y solicito se me reconozca personería, 

 
 
 
 

LUISA VIVIANA MORENO MURILLO 
C.C.   31.941.183 
T.P. No. 56.802 del C.S. de la Judicatura. 
Buzón de correo electrónico: Abogada.luisaviviana@gmail.com 
No. Celular: 3108253565 



Cali, 28 de octubre de 2021

Señora
YOVANA MARCELA RAMIREZ SUAREZ
marcelaramirezsu@hotmail.com
Bogotá, D.C., Bogotá, D. C.

Asunto: Respuesta Solicitud.

En atención a su petición, me permito informarle que, de conformidad con el oficio No.
202141430200072731 del 10 de agosto del 2021, emitido por la Secretaria de
Educación del Distrito Especial de Santiago de Cali, a través del cual se les informa a
los docentes y directivos docentes,  las medidas adoptadas por la entidad territorial en
lo concerniente a la sanción moratoria por la consignación tardía de las cesantías y
consignación y pago tardío de los intereses a las cesantías (ver anexo), nos
permitimos indicar que, por tratarse de un tema de competencia de la entidad
pagadora la FIDUPREVISORA S.A - (FOMAG), su solicitud es trasladada a dicha
entidad mediante radicado Orfeo No. 202141430200086011 del 25 de octubre de
2021.

En los anteriores términos, brindo respuesta a su solicitud

Atentamente,

      
ISMAEL EDUARDO SUÁREZ LOSADA
Contratista
Prestaciones Sociales

Anexos: 627ago Orfeo sancion moratoria- Intereses a la Cesantia-MZE-MZ-DPV lett (1) vbo78 (1).pdf

Proyectó: ISMAEL EDUARDO SUÁREZ LOSADA
Revisó: ISMAEL EDUARDO SUÁREZ LOSADA
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AlCALorA DE
SANTIAGO DE CAL!

'GESTIÓN JURiDICO ADMINISTRATIVA
GESTIÓN JURíDICA

SISTEMAS DE GESTiÓN Y CONTROL
INTEGRADOS

(SISTEDA , SGC y MECI)

ACTA DE COMITÉ DE CONCILIACiÓN

MAJA01.01.01.18.P03.F02

VERSiÓN 2

FECHA DE
ENTRADA EN 29/JUN/2017

VIGENCIA

I Fecha: MARZO 04 DE 2022 Acta No. 4121.040.1.24-104

Una vez verificado el quórum por parte del Secretario Técnico V observando el cumplimiento a
lo ordenado en el artículo 5° del Decreto Municipal No. 4112.010.20.0022 del 10 de enero de
2017 se procede a dar inicio a la presente sesión ordinaria:

Tipo de Proceso (Jurisdicción):

No. S-olicitud Interno / No. Radicado:

Nombre Despacho:

Acción Judicial-Hecho Generador:

Convocado/Demandado:

Convocante/Dema ndante:

Dependencia de Origen:
Apoderado del Municipio Santiago de
Cali:

Clase de Diligencia:

Fecha y Hora Diligencia:

ADMINISTRATIVA

2022-4121010005242. ID87674

PROCURADURIA 59 JUDICIAL CALI

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

DISTRITO ESPECIAL DE SANTIAGO DE CALI

CARLOS ALBERTO RICO CEBALLOS y OTROS

SECRETARIA DE EDUCACiÓN

LUISA VIVIANAMORENO MURILLO

PRE JUDICIAL

2022-03-08

. ~1ll.~C'f')S~'+\':i¡..~Rg~~N$'I~.....!Z~:
RESUMEN DE LOS HECHOS: Indica la solicitud de conciliación lo'siguiente:
PRIMERO: Los docentes pertenecen y laboran en la planta de personal del
MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI.- SECRETARIA DE EDUCACION, CON LAS

.. SIGUIENTES FECHAS DE INGRESO:

No. CEDULA NOMBRE MANDANTE FECHA DE INGRESO E
INSTITUCION EDUCATIVA

Este documento es propiedad de la Administración Central del Municipio de Santiago de Cali. Prohibida su alteración o modificación por
cualquier medio, sin previa autorización del Alcalde.
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ALCALDIA DE
SANTIAGO DE CAL!

ACTA DE COMITÉ DE CONCILIACiÓN
FECHA DE

ENTRADA EN 29/JUN/2017
GESTIÓN JURIOICO ADMINISTRATIVA VIGENCIA

GESTIÓN JURIOICA

1

2

3

16.619.288

34.545.735

6.465.417

CARLOS ALBERTO RICO
CEBALLOS

LUCELLy TERESA RUIZ
MUÑOZ

JOSE ALBEIRO URIBE
RODRIGUEZ

20 de enero de 1995.
JOANA DE CAYCEDO y
CUERO (Cali)
12 DE NOVIEMBRE DE 1998.
ESCUELA NORMAL
SUPERIOR DE
FARALLONES(Cali)
14 DE DICIEMBRE DE 1994.
TECNICA DE BALET
CLASICO INCOLBALET(Cali)

1:,
. :

I
; I

SEGUNDO: Las cesantias liquidadas cada año, desde su ingreso, han sido
pagadas extemporáneamente, después del 14 de febrero de cada año, al
FONDO nacional de Prestaciones sociales del Magisterio.
TERCERO: Desde que los docentes ingresaron al magisterio no les han pagado las
cesantías de manera oportuna.
CUARTO: Mediante petición 9/14/2021, se solicitó lo pretendido ante el
MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI-SECRETARIA DE EDUCACiÓN,
respondiendo la entidad, que trasladaba la petición a la F,IDUPREVISORA, por
la encargada de pagar.

RESUMEN DE PRETENSIONES PRINCIPAL.
Que se revoque el acto administrativo cal2021 EE027789 del 10-28-2021 expedido
por el MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI-SECRETARIA DE EDUCACiÓN

En cuanto negó la aplicación de la sentencia de unificación SU-098 DE 2018
DICTADA POR LA Corte Constitucional Rad. T-6.736.200 y en consecuencia,
también negó el reconocimiento y pago de la SANCiÓN POR MORA de las
cesantias e intereses, por pago inoportuno.

B. Subsidiaria.
Que se revoque el acto administrativo cal2021 EE027789 del 10-28-2021 expedido
por el MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI-SECRETARIA DE EDUCACiÓN

En cuanto negó la aplicación de la sentencia de unificación SU-098 DE 2018
Este documento es propiedad de la Administraci6n Central del Municipio de Santiago de Cali. Prohibida su alteración o modificación por
cualquier medio. sin previa autorización del Alcalde.
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L
I
I
I
I DICTADA POR LA Corte Constitucional Rad. T-6.736.200 y en consecuencia,

también negó el reconocimiento y pago de la SANCiÓN POR. MORA de las
cesantías e intereses, por pago inoportuno.

C. Restablecimiento del derecho.
Que se de aplicación a la sentencia SU-098 de 2018, dictada por la Corte
constitucional, que la SED la sanción moratoria por no haber consignado
oDortunamente las cesantías e intereses, Indexación e intereses moratorios.
CUANTIA: $ 24.122.954 POR CADA DOCENTE.

B. ANÁLISIS JURíOICO:
En principio es necesario señalar que frente a los dos tópicos objeto de la presente solicitud
de conciliación prejudicial (sanción por consignación anual tardía de las cesantias y sanción
por consignación tardía de los intereses a las cesantías) se advierte una clara falta de
legitimación en la causa por pasiva en lo que concierne a la Secretaria de Educación Distrital
de Santiago de Cali se refiera, debido a que las cantidades de dinero correspondientes a los
aportes de los afiliados y aportes patronales del personal docente afiliado al FNPSM (como
los convocantes), y en general todos los recursos destinados a ser administrados por la
entidad Fiduciaria La Previsora SA, reciben el tratamiento de recursos sin situación de
fondos; esto es, que nunca son girados a las entidades territoriales, sino que son remitidos
de manera directa por el Gobierno Nacional ante la entidad administradora de los recursos
del FNPSM.

Lo expuesto, como resultado directo de la aplicación de los parágrafos 1 y 2 del artículo 18
. correspondiente a la Ley 715 de 2001, que señalan: "ARTfCULO 18. ADMINISTRACiÓN DE
LOS RECURSOS. Los departamentos, los distritos y los municipios certificados

. administrarán los recursos del Sistema General de Participaciones en cuentas especiales e
independientes de los demás ingresos de las entidades territoriales. Estos dineros no harán
unidad de caja con las demás rentas y recursos de la entidad territorial. Estos recursos, del
sector educativo, no podrán ser objeto de embargo, pignoración, titularización o cualquier
.otra clase de disposición financiera.

¡PARAGRAFO 10. Las sumas correspondientes a los aportes patronales y del afiliado, de
Iseguridad social y parafiscales de las entidades territoriales por concepto del personal
¡docente de las instituciones educativas estatales, se descontarán directamente de los
¡recursos de la participación para educación del Sistema General de Participaciones. La
(Nación contará con un plazo no mayor de dos allos para perfeccionar el proceso. de
¡descuentos, con la información de las entidades territoriales. r

Este documento es propiedad de la Administración Central del Municipio de Santiago de Cali. Prohibida su alteración o modificación por
cualquier medio, sin previa autorización del Alcalde.
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PAR GRAFO 20. Los recursos que correspondan al Fondo de Prestaciones Sociales del
Magisterio, incluidos los del Fonpet, serán descontados directamente por parte del Ministerio
de Hacienda y Crédito Público, y girados al Fondo".

Atendiendo lo anterior, no existe asidero legal o juridico que permita imponerle a esta entidad
territorial obligación alguna como resultado de la tardanza en la consignación o
reconocimiento de unos conceptos y sus correspondientes recursos, cuando la norma
aplicable a la materia no deposita esa facultad en cabeza de la Alcaldia de Cali - Secretaría
de Educación Distrital.

Adicionalmente, un eventual reconocimiento de sanción moratoria a favor de los
convocantes, por pago tardio de sus cesantía anuales, de los años 2018 a 2020, es de
competencia del FOMAG, de conformidad a lo normado en el numeral 5 del arto2 de la ley
91 de 1.989, el numeral 3 del arto15, de la misma.

No obstante lo anterior, el15 de Diciembre de 1998 fue expedido el Acuerdo 039 por parte
del Consejo Directivo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, el cual
en su articulo tercero estableció en cabeza de las Secretarías de Educación de las entidades
territoriales certificadas para la prestación del servicio público educativo, la obligación de
realizar una liquidación de las cesantías anuales de cada docente, y efectuar el reporte de
dichas cantidades ante el Fondo nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio a más
tardar el 20 de enero del año siguiente al que corresponda a las cesantias anualizadas de
. cada docente.

Lo anterior no quiere decir que la Alcaldia de Santiago de Cali se encuentre legitimada en
la causa para efectuar los reconocimientos a que hace mención la solicitud de conciliación
que nos ocupa (consignación anual de las cesantías y consignación de los intereses a las
cesantias), ni mucho menos una eventual sanción por el retraso en los anteriores
reconocimientos, pues como ya se expuso la Ley 715 de 2001 (artículo 18) estableció dicha
competencia en cabeza del Gobierno Nacional (Ministerio de Hacienda y Crédito Público) y
FNPSM, y cualquier tipo de interpretación disimil, implicaría aceptar que un acuerdo del
consejo directivo del FNPSM tiene la entidad de sustraerse al imperio de una Ley.de la
República.
Adicionalmente y a la fecha, todos los reportes que pueda necesitar la entidad Fiduciaria La
Previsora S.A., o el FNPSM por parte de esta o cualquier otra entidad territorial certificada
para la prestación del Servicio Público Educativo relacionada con las cesantías del personal
docente, ya se encuentran reportadas en el sistema de administración de nomina "Humano"
y con anterioridad al mes de Agosto de 2021 en el software "on-base", razón de más para

Este documento es propiedad de la Administración Central del Municipio de Santiago de Cali. Prohibida su alteración o modificación por ~;
cualquier medio, sin previa autorización del Alcalde.
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GESTiÓN JURIOICO ADMINISTRATIVA
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SISTEMAS DE GESTiÓN Y CONTROL
INTEGRADOS
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ACTA DE COMITÉ DE CONCILIACiÓN

MAJA01.01.01.18.P03.F02

VERSIQN 2

FECHA DE
ENTRADAEN 29/JUN/2017
VIGENCIA

que se insista en la falta de legitimación en la causa por pasiva.

FECHA LIMITE D
REPORTE
05 de febo2021
05 de febo2020
05 de febo2019

Cesantías 2021
Cesantias 2019
Cesantías 2018

23-12-2020
17-12-2019
12-12-2018

N.008
N.16
N.43

No obstante lo anterior, se solicitó información sobre el cumplimiento de la obligación
contenida en el articulo tercero del acuerdo 039 de 1998 para las vigencias 2018-2020 por
parte de la Secretaria de Educación de Santiago de Cali, obteniendo el siguiente reporte
como respuesta a derechos de petición, que incluyen a los convocantes, dado por el
Secretario de Des acho Licenciado JOSE DARWIN LENIS MEJIA :
COMUNICADO FECHA CONCEPTO

Lo anterior demuestra en gracia de discusión, que la Secretaría de Educación de Santiago
de Cali, cumplió con lo dispuesto en el articulo tercero del acuerdo 039 de 1998, mucho
antes del vencimiento del término concedido para tales efectos (antes del 20 de enero de
cada año).
Todo lo anterior, nos lleva a sostener de manera categórica la excepción de falta de
le itimación en la causa or asiva.

POSICIÓN,INSTFrUCIONAL: ,. o.' .

El Comité de Conciliación y Defensa Judicial del Distrito Especial, Deportivo, Cultural,
Turistico, Empresarial y de Servicios de Santiago de Cali, determina no presentar formula
conciliatoria, teniendo en consideración los siguientes aspectos de orden legal:

, En el articulo 57 de la Ley 1955 de mayo de 2019[1] se dispuso que las cesantias definitivas
y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 de 1989, serán reconocidas y liquidadas
por la Secretaria de Educación de la entidad territorial certificada correspondiente a la que
se encuentre vinculado el docente; y el pago será asumido por el Fondo Nacional de
Prestaciones Sociales del Magisterio.

,Así mismo se dispuso que para el pago de las prestaciones económicas y los servicios de
:salud, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio deberá aplicar el principio
1

¡de unidad de caja; y que sus recursos sólo podrán destinarse para garantizar el pago de las

J.te documento es propiedad de la Administración Gentral del Municipio de Santiago de Cali. Prohibida su alteración o modificación por 1---
watquier medio, sin prevIa autorización del Alcalde.
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prestaciones económicas, sociales y asistenciales a sus afiliados docentes, pensionados y
beneficiarios.

En el parágrafo del articulo en mención, se dispuso que: (... )"la entidad territorial será
responsable del pago de la sanción por mora en el pago de las cesantías en aquellos ' '
eventos en los que el pago extemporáneo se genere como consecuencia del incumplimiento
de los plazos previstos para la radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por
parte de la Secretaria de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales
del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio
será responsable únicamente del pago de las cesantias.".

El Vicepresidente del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, informó por
medio de Comunicado No. 007-2019 del 04 de junio de 2019, que en el cambio de los
aspectos operativos con relación a la liquidación y pago de Cesantías Parciales y Definitivas,
se elimino el requisito de aprobación previa del proyecto de acto administrativo por parte del
FOMAG antes de su expedición y notificación al docente.

De acuerdo a lo anterior, la labor de liquidación y expedición del acto administrativo que
reconoce cesantias será responsabilidad de la Secretaria de Educación certificada, y el pago
continuará a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.

Para dar cumplimiento a lo anterior en la Entidad se debió organizar el procedimiento, asi
como el grupo interno de trabajo encargado de atender esta tarea, aplicando los
presupuestos contenidos en el Decreto Municipal No 411.0.20.0673 de diciembre 6 de
2016[2] y en se sentido se profirió la Resolución 4143.010.21.0.04969 del 8 de julio del 2019
"Por medio de la cual se conforma un grupo permanente interno de trabajo para implementar
el mandato impuesto por el articulo 57 de la ley 1955 del 25 de mayo de 2019 por la cual se
expide el plan nacional de desarrollo 2018-2022 "pacto por colombia pacto por la equidad",
y se dictan otras disposiciones"

Dentro de las responsabilidades del Grupo Interno de Trabajo se encuentran las del
reconocimiento, liquidación y sustanciación de todos los trámites de prestaciones
económicas solil;;itados por los docentes y directivos docentes, adscritos a la entidad
territorial, como lo son las cesantías parciales y definitivas.

Este documento es propiedad de la Administración Central del Municipio de Santiago de Cali. Prohibida su alteración o modificación por ~
cualquier medio, sin previa autorización del Alcalde.
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Que por intermedio del Subsecretario Administrativo y Financiero de la Entidad, se deberá
asegurar el cumplimiento oportuno de funciones:

1. Recibir en la ventanilla única de Prestaciones Sociales en la Oficina de Atención al
Ciudadano del municipio de Santiago de Cali y radicar, en estricto orden cronológico,
las solicitudes relacionadas con el reconocimiento de CESANTIASa cargo del Fondo
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que
se establecen para tal fin por parte de la Secretaria de Educación de Santiago de Cali.

2. Revisar la documentación aportada, en caso de encontrarse acorde a los requisitos
establecidos se procederá a la liquidación del acto administrativo de reconocimiento,
dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud.

3. Expedir el acto administrativo por medio del cual se resuelve la solicitud de cesantías
de los docentes y directivos docentes vinculados a la Secretaria de Educación de Cali,
las cuales se encuentran a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del
Magisterio.

4. Notificar el acto administrativo que resuelve la solicitud de CESANTIAS, y certificar la
constancia de ejecutoria.

5. Remitir, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos administrativos de
reconocimiento de CESANTIAS a cargo de este, junto con la respectiva constancia de
.ejecutoria para efectos de pago y dentro de los tres dias siguientes a que estos se
encuentren en firme.

6. Asegurar que se resuelva en forma oportuna y en única instancia, los recursos de
reposición que sean interpuestos contra las decisiones adoptadas de conformidad con
el procedimiento aquí establecido respecto del reconocimiento de CESANTIAS a cargo
del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.

Así mismo la Entidad deberá adoptar todas las medidas que estime pertinentes para
. asegurar que el plazo para el reconocimiento y pago del Auxilio de Cesantías, no desborde
, en ningún caso, los setenta (70) días hábiles siguientes a la fecha de radicación de la
r. ~.Este documento es propiedad de la Administración Central del Municipio de Santiago de Cali. Prohibida su alteración o modificación por
cualquier medio, sin previa autorización del Alcalde.
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solicitud del docente o directivo docente. La fiduciaria encargada de la administración de los
recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio será responsable,
respecto a los 45 (Cuarenta y cinco) dias hábiles siguientes a la fecha de ejecutoria, para el
correspondiente pago.

Conforme se expuso en la sustentación del caso, la Resolución 4143.010.21.0.07193 del
1 de octubre de 2019, fue notificada el 5 de noviembre de 2019, y se envió la
correspondiente orden de pago el 22 de noviembre de 2019 ante la entidad Fiduciaria
LA PREVISORA SA satisfaciéndose así los términos que tenía la Entidad Territorial
para ello.

Finalmente se considera que la secretaria hizo lo que le corresponde legalmente y
aparentemente el fondo no consignó los valores correspondientes en el término para ello,
por lo cual se configura la eximente de responsabilidad denominada falta de legitimación en
la causa por pasiva y por lo tanto no existe ánimo conciliatorio .

. [1] Por La Cual se Expide El Plan Nacional de Desarrollo 2018- 2022

12] Por el cual se adopta el Manual Especifico de Funciones, relativas al empleo de Secretario de
Educación de Santiago de Cali.

En constancia de lo anterior, se firma en Santiago de Cali, a los cuatro (04) días del mes de
marzo del 2022.
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MARíA L PILAR CANO STERLlNG

Presiden e Comité de Conciliación
Directora Departamento Administrativo

de Gestión Jurídica Pública

Proyectó: José David Sánchez Celada- Profesional Universitario
Revisó: Martha lucía Trlsns López. Asesora
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RTHA LUCIA TRIANA L6PEZ . ~
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